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RÉSUMÉ EN FRANÇAIS

Le pouvoir judiciaire, l'un de trois pouvoirs de l'Etat en Argentine, est responsable de

veiller à ce que soit respectée la Constitution nationale. Cela signifie; assurer la vigueur de

l'Etat de droit et des libertés individuelles, parfois même face aux abus du pouvoir politique

de l'Etat.

Pour mener à terme cette tâche, le pouvoir judiciaire doit garder son indépendance face au

pouvoir politique. Malheureusement, le pouvoir exécutif très souvent a dénaturé cette

caractéristique qui lui est essentielle.

Dans ce mémoire, nous nous interrogeons sur les mécanismes utiïisés par le pouvoir

exécutif durant la présidence de Carlos Menem (1989-1999), dans le but de limiter

l'mdépendance du pouvoir judiciau-e en Argentine. Cet objectif nous amène à identifier les

mécanismes « politiques » et « institutionnels », qui ont eu pour effet de limiter

l'indépendance du pouvoir judiciaire et qui neutralisent les garanties prévues par la

Constitition nationale pour contrôler les abus du pouvoir exécutif. Ces mécanismes

s'infiltrent dans le système politique à ti-avers deux « canaux d'influences » : l'orgamsation

juridictionnelle et le statut des magistrats.

t.J

La conclusion la plus significative de notre recherche est que l'indépendance du pouvoir

judiciaire en Argentine est sérieusement conditionnée par le pouvoir exécutif à travers

divers mécanismes, peut-être moins agressifs que ceux utilisés à l'époque des dictatures

militaires, mais néanmoins illégaux. Malgré le retour de la démocratie, l'attitude autoritaire

du pouvoir exécutif compromet sérieusement la consolidation démocratique en Argentine.
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ENGLISH SUMMARY

The Judicial Power, one of the three powers of the State of Argentina, is responsable for

ensuring the State of right and the fi-eedom of individuals, mcluding the case m which the

political powers of the State may not respect these rights. In order to bring this matter to a

conclusion, the Judicial Power has to stay independent towards political powers.

However, the Executive Power has denaturalized this fundamental characteristic essential

to its nature. In this work we ask ourselves which have been the mechanisms that were used

by the Executive Power during the presidency of Carlos Menem (1989-1999) to limit the

independence of the Judicial Power in Argentina.

With this goal in mind, we identify the mechanisms to restrain the independence of the

Judicial Power, as "political" and "institutional", which neufa-alize the guarantees foreseen

by the National Constitution to avoid the abuses of the Executive Power. These

mechanisms, used to constrain the mdependence of the judicial power, pass through the

political system through two "channels of influence": the jurisdictional organization and the

statute of magistrates.

u

The most significant conclusion of our research is that the independence of the Judicial

Power in Argentma is seriously resfa-ained by the Executive Power through the use of

different means. These means might be less serious than the ones used during the period of

the miïitary dictatorship, but they both remain equally lUegitimate. Even with the return of

democracy in Argentma, the authoritarian attitude of the Executive Power hmders seriously

the consolidation of democracy.
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RESUMEN EN ESPANOL

El Poder Judicial, uno de los fa-es poderes del Estado en Argentina, es el responsable de

velar por el respeto de la Constitucion Nacional. Ello significa asegurar la vigencia del

Estado de Derecho y de las libertades de los mdividuos, incluso frente a las violaciones que

emanen de los poderes politicos del Estado. Para Uevar a cabo esta tarea, es un ôrgano de

control perfflado con independencia del poder politico.

Sin embargo, el Poder Ejecutivo ha desnaturalizado esa caracteristica que le es esenclal. En

este trabajo nos cuestionamos sobre cuâles han sido los mecanismos utilizados por el Poder

Ejecutivo durante la Presidencia de Carlos Menem (1989-1999) para limitar la

mdependencia del Poder Judicial en Argentina.

Con este objetivo identrficamos los mecanismos de limitaciôn de la independencia del

Poder Judicial, "politicos" e "mstitucionales", que neufa-alizan las garantias previstas por la

Constituciôn Nacional para impedir los abusos del Poder Ejecutivo. Estos mécanismes de

limitaciôn de la independencia del Poder Judicial se filtran en el sistema politico a través de

dos "canales de influencia": la organizacionjurisdiccional y el estatuto de los magistrados.

u

La conclusion mas significativa de nuestra investigaciôn es que la independencia del Poder

Judicial en Argentina es condicionada seriamente por el Poder Ejecutivo mediante diverses

mecanismos, quizâs menos agresivos que aquellos utiïizados en épocas de dictadura militar,

pero igualmente Uegitimos. A pesar del retomo de la democracia, la actitud autontaria del

Poder Ejecutivo compromete serlamente la consolidaciôn democrâtica en Argentina.
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INTRODUCCIÔN: independencia del Poder Judicial y control del poder

politico

El concepto de "independencia del Poder Judicial" se vincula dù-ectamente con la

idea de liimtaciôn y control del poder politico. El Poder Judicial es la mstituciôn

politica encargada, prùnordiahnente, de ejercer dicho control sobre la actividad de

los poderes politicos, veîando por el cumplimiento de las normas establecidas en un

Estado de Derecho. En consecuencia, su fùnciôn primordial consiste en garaatizar

el respeto de la Constituciôn Nacional, ley suprema dentro de cuyos lûnites debe

desarrollarse la actividad politica del Estado. Ahora bien, su tarea es solo posible si

dicho Poder goza de cierta "mdependencia" de los demâs poderes del Estado sobre

los que recae su confrol. Solo de esta mariera el Poder Judicial puede cumplir su

nùsiôn sm sufi-ir presiones e mfluencias que lo desvien de su cometido. En este

sentido, la mdependencia del Poder Judicial esta profundamente enraizada en la

doctrma de la separaciôn de poderes. Aùn mas, el mantenimiento de la

independencia del Poder Judicial es parte de la teoria de division de poderes:

u

" The tri-partition of public decision-makers into the executive, the legislative, and
the judiciary is based on the idea that each of these three acting parts should have a
certain independence in relation to each other." (Petren, 1980, p.95).

Efectivamente, esa dosis de mdependencia es esencial en la fùnciôn que tiene

confiada el Poder Judicial como lÙTiite a los excesos de los poderes pûblicos y como

garantia de legalidad. Por el contrario, la situaciôn de concentraciôn de poder es la

que se présenta en los rcgimenes politicos cuyos Poderes Ejecutivo y Législative se

han unifîcado y en donde generahnente el Poder Judicial también es absorbido o
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goza de un espacio extremadamente reducido de independencia en la toma

decisiones miparciales. Los acontecùmentos que se haii producido Europa, sean en

la Alemania nacional-socialista, en la Italia fachista o en la Rusia de Stalin son un

ejemplo patente de la ausencia de una division de poderes, y en consecuencia, de la

concentraciôn y de la falta de limitaciôn del poder pûblico. America latina no solo

fùe testiga smo también protagonista de este mismo abuso de poder, si bien con

diferentes matices y otros personajes. Argentina, Chile, Brasil, BoUvia, Paraguay,

Umguay, Peru, Ecuador, entre otros. Esas dictadiu-as militares se caracterizaron y

se asemejaron, todas eUas, por la supresiôn del prmcipio de separaciôn de poderes:

el Poder Ejecutivo concentrô la siuna del poder pùblico absorviendo al Poder

Legislative y anulando prâcticamente la independencia del Poder Judicial. Los

efectos de estos autoritarismos fùeron atroces: socavaron la soberania popular en

sus raices mas profimdas y con ella, los derechos y garantias de sus habitantes. En

otras palabras, desterraron por muchos anos toda posibilidad de vivir en democracia

y el derecho de los pueblos a gobemarse a si mismos en la elecciôn y el control de

sus représentantes. Sin control, el poder tiende a degenerar en autoritarismo.

0

Las ultimas decadas del siglo aportaron la tranquilidad y el enfaisiasmo de una ola

de democratizaciôn en numerosos de estos paises latmoamericanos azotados por el

"abuso de poder". Sin embargo, el retomo de la democracia no sigmfica

necesariaiTiente el destierro de un autoritarismo destmctor y huimllante, por el

conti-ario, im poder sm conto'ol - Poder Ejecutivo- y ôrganos de control sin poder

- Poder Judicial-, generan idénticas sitiiaciones de desprecio trente a la vigencia de

una democracia efectiva. Argentma, pais que estudiaiiios, es un claro ejemplo de
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uno de estas paises latmoamericanos que padece la falta de control del poder

politico, consecuencia de un Poder Judicial débil, sometido a los dictados del poder

Ejecutivo de huno.

A. Presentaciôn y delimitaciôn del tema

0

La mdependencia del Poder Judicial en Argentina tiene su fundaniento en la

separaciôn de poderes - Ejecutivo, Legislativo y Judicial-. Dicho esquema de

equiïibrio previsto para la interacciôn de los poderes pûblicos en la Constihiciôn

Nacional se basa en im juego de pesos y contrapesos en virtud del cual cada uno de

ellos cuiTiple fiinciones especificas y a su vez de control sobre los restantes poderes.

Esta concepciôn garantiza la independencia del Poder Judicial quien

prioritariamente ejerce la fùnciôn de control asegurando la vigencia de los derechos

y libertades de los ciudadanos y la linùtaciôn del accionar de los poderes del

Estado.

u

Sin embargo, la limitacion de la mdependencia del Poder Judicial en Argentina es

una realidad que no podemos negar. No solo las dictaduras nulitares sino también

los gobiemos constitucionales han subordinado al Poder Judicial para evitar su

control. En un estadio de achiaUdad, limitaremos nuestro trabajo a la sift.iaciôn del

Poder Judicial en Argentina durante la década pasada. El periodo que estudiaremos

comcide con el mandato del ex présidente Carlos Saûl Menem que se extendiô
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desde 1989 a 1999 . La elecciôn de este perîodo politico résulta de la constataciôn

de la sitiiaciôn de subordmaciôn en la que el Poder Ejecutivo ha siuiùdo al Poder

Judicial en Argentma, a pesar del retorno de la democracia. Ello, mediante diversos

mecanismos que hemos identificado y clasificado. Nuestra mtenciôn es la de

establecer balizas que en un fùturo nos adviertan la presencia de conductas opuestas

a la tan anlielada consolidaciôn democrâtica.

B. La problemâtica

0

La democracia argentina se encuentra hoy en una etapa de transiciôn después de

cuarenta afios de mestabiUdad politica, desde el prùïier golpe de estado en 1930

hasta 1983. Raûl Alfonsm es el primer présidente constitucional después de la

época de la dictadiu-a miUtar. Carlos Saùl Menem lo sucede en 1989 permaneciendo

en el poder hasta 1999 después de haber sido reelegido en 1995 por segimda vez.

Este panorama nos situa en el contexto politico de una democracia que recoiiiïenza

y que exige el retomo y el respeto del principio elemental de separaciôn de poderes

consagrado en la Constitiiciôn Nacional. Un Poder Législative, un Poder Ejecutivo

y un Poder Judicial en un régmien de division estricta de poderes en el cual cada

imo de ellos se encuenfra especializado ftincionatoiente y es el ûmco autorizado a

mtervenir en su âmbito de competencia. El Legislativo discute y vota las leyes, el

Ejecutivo las aplica; y finaLmente el Poder Judicial garantiza el respeto de las

mismas. La vigencia de esta dinâiiuca dépende especialmente de la fimciôn del

Se trata de dos périodes consecutivos de gobiemo: el prùnero , de 6 anos, se extiende desde el 8 de julio de
1989 al 8 de julio de 1995, y el segmido, de 4 afios, abarea desde el 8 dejulio de 1995 al 10 de diciembre de
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Poder Judicial y para ello su independencia de los poderes politicos es

ùnprescindible. A su vez, la limitaciôn del accionar de los poderes del Estado

asegura la vigencia de los derechos y libertades de los ciudadanos. En defmitiva, el

Poder Judicial tiene la nùsiôn de hacer perdurar el sistema democratico.

Sin embargo, la independencia del Poder Judicial, de vital importancia para la

consolidaciôn de la democracia en Argentma, estuvo lejos de ser una realidad en la

década pasada. Nuestro anâlisis parte de esta constataciôn: la iadependencia del

Poder Judicial ha sido practicamente suprimida por el Poder Ejecutivo durante la

presidencia de Carlos Menem. Aliora bien, nuesfro tema de estudio va mas alla de

este hecho sobre el cual existe casi un consenso en la literahu-a. Nuesù-o

mterrogante prétende determmar los mecanismos a través de los cuàles Carlos

Menem ha conseguido dicha subordinaciôn. Y es por ello que nos preguntamos:

^.cuâles son los mecanismos que el Poder Ejecutivo ha utilizado para lùiiitar la

independencia del Poder Judicial en un regunen de gobiemo supuestamente

democrâtico?

u

La respuesta a esta pregunta es de vital importancia para inferù- un anâlisis de la

calidad del proceso de ti-ansicion y consolidaciôn de la democracia en Argentma.

Identifîcar los mecanismos que pueden ser utilizados para restrmgir la

independencia del Poder Judicial es un recurso que podremos utiUzar para advertir

en el future el peligro latente de un autoritarismo disfrazado.

1999.
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C. Conceptos preliminares

A contmuaciôn haremos ciertas precisiones de conceptos especificos que

utilizaremos en nuesù-o desarroUo: "Estado de Derecho", "mdependencia del Poder

Judicial" y "mecanismos de lùnitaciôn de la independencia del Poder Judicial".

l. Estado de Derecho

Este concepto nos interesa como marco especificador dentro del cual situamos

nuestro ti-abajo sobre la mdependencia del Poder Judicial. Très ideas se ùnponen

como contenido ininùno de dicho concepto:

l-1a idea de limitaciôn del poder : "chaque organe du pouvoir exerce une

competence, et doit l'excercer en respectant les procédures prévues" (De Villiers,

1999, p.98);

2- la idea de la jerarquizaciôn de los actos de poder: " ce qui permet de contrôler

chaque acte en le rapportant aux actes qm lui sont supérieurs dans la hiérarchie"

(DeVilliers,1999,p.98);

3- la idea de unajusticia independiente: " chacun doit pouvoir s'adresser à un juge,

et à un juge indépendant, poiu- faire valoir ses prétentions, y compris contre l'Etat

lui-même." (De VilUers, 1999, p.98).

u
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2. Independencia del Poder Judifcial

Con respecta a este ténnino distinguù-emos prùneraiîiente entre dos expresiones:

"mdependencia del Poder Judicial" e "mdependencia de la justicia". A continuacion

abordaremos separadamente los conceptos de "Poder Judicial" e "independencia".

"Independencia del Poder Judicial" e "m4ependencia de lajusticia" parecerian ser

dos maneras diferentes de referimos a un imsmo tema. Sm embargo, el contenido

de la expresiôn "iadependencia del Poder Judicial " - sobre el que trabajainos- es

mas restrùigido que el de "independencia de la justicia". Este ultimo término hace

referencia a la iadependencia de "todos los actores" que mtervienen en el proceso

global de la justicia. En este sentido, se incluyen los magistrados - nacionales e

intemacionales-, los abogados, los jiirados y los asesores. Por el contrario, nuesù-a

mvestigaciôn se circunscribe a la "independencia del Poder Judicial" y aborda el

anâUsis de la independencia de uno solo de aquellos actores implicados en el

proceso judicial: los intégrantes del "Poder Judicial " en Argentina.

u

Realizada esta primera aproximaciôn, diremos que por "Poder Judicial" nos

referimos a uno de los très ôrganos de gobiemo del Estado, el ôrgano judicial -junto

con el Ejecutivo y el Legislativo-. En térmmos générales, se entiende por "Poder

Judicial" "el ôrgano encargado especiahnente de admmistrar justicia" (Segovia,

1989, p.145):

"The judiciary could be defined as the organ of government not forming part of the
executive or the legislative, which is not subject to personal, substantive and
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55

collective controls, and which performs the primary function of adjudication. The
function of adjudication can be exercised by direct resolution of disputes, between
private parties, between state organs, or between private party and state organ.'
(ShetreetyDeschênes, 1985, p. 599).

La Constihiciôn Nacional de la Repùblica Argentina consagra el federalismo como

forma del Estado y en virtud de este principio distingue entre dos tipos de

autoridades: el gobiemo federal y los gobiemos de prov-incia. Tanto en el orden

federal como en cada provincia las potestades gubernamentales estan distribuidas

en los très poderes de gobiemo: Ejecutivo, Legislativo y Judicial. Con respecto a

las Provincias, en el sistema constitucional argentino, tienen la facultad de organizar

sus propios gobiemos y en consecuencia, sus propios poderes de gobiemo -y enti-e

ellos el Poder Judicial de la provincia, con competencia en todas las cuestiones no

delegadas al Poder Judicial de la Naciôn-. Por esta misma razôn existen, en

consecuencia, dos clases de jurisdicciones judiciales en el pais, una federal y otra

provincial. Cada ima de ellas ejerce la competencia que tiene legabnente asignada

en la Constituciôn Nacional. Distinguiendo asi entre el "Poder Judicial de la

Naciôn" y los Poderes Judiciales de cada una de las provmcias nuestro trabajo se

centra sobre el primero de ellos . El "Poder Judicial de la Naciôn"3 comprende los

miembros de la Corte Suprema de Justicia de la Naciôn (C.S.J.N.), los jiieces

fédérales (de las Câmaras y Juzgados), y los jueces ordmarios de la Capital

Federal (Câmaras y Juzgados), sujetos al régùnen de la Constitiiciôn de la Naciôn.

Debemos aclarar aqui que consideramos a la justicia ordinaria de la Capital Federal

De manera que quedan excluidos de nuestra consideraciôn losjueces de provmcia que estân sujetos al régùnen
que establecen las respectivas Constituciones provinciales.
3 El âmbito o el alcance de la jurisdicciôn del Poder Judicial de la Nacion es llmrtado y de excepciôn (art. 116 y
117 C.N.). Losjueces fédérales y ordmarios de la Capital Federal son quienes se encuentran en ia estera directa
de influeneia del Poder Ejecutivo naeional y quienes deben pronunciarse sobre los caso.s de mayor
trascendeiicia politica del pais.
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como parte del Poder Judicial de la Naciôn, por cuanto sus jueces son designados y

removidos en foniia suiùlar que los de la justicia federal y estân incluidos en el

presupuesto nacional, encontràndose en igiial situaciôn que los jueces fédérales

respecta del Poder Ejecutivo nacional4. En efecto,

<.<.•

el "Poder Judicial de la Naciôn esta compuesto por dos organizaciones separadas
con una cùpula comûn, que es la Corte Suprema de Justicia de la Naciôn: una, la
justicia "federal" y la otra, lajusticia llamada "nacional" u "ordinaria" o "comùn"
de la Capital Federal" (Molinelli, Palanza y Sin, 1999, p.639).

En adelante nos referù'emos al "Poder Judicial de la Naciôn" simplemente como

'Poder Judicial".

0

u

Con respecto al concepto de "independencia" de dicho Poder Judicial, se trata de

ima de sus caracteristicas tipicas, y " es presupiiesto de la exisîencia del Poder

Jiidicial como "Poder del Estado"." (Dromi5, 1996, p.33). Sm independencia, la

fimcion judicial résulta noniiabnente absorbida por la jerarquia administrativa y

burocrâtica, sitiiaciôn caracteristica de los sistemas autoritarios y totalitarios. La

mdependencia del Poder Judicial résulta del principio de division de poderes y de la

especializaciôn de funciones del Estado de derecho6. Sm embargo, es oportuno

aclarar que dicha independencia no es absoluta pues el mismo Estado de derecho

4 Hacemos notai que la reforma constil-ucional de 1994 ha variado el estatuto juridico de la ciudad de Buenos
Aires, Capital Federal, defhiiéndola en adelante coino autôiioma, con facultades propias de legislaciôn y
jurisdicciôn. Nuestros ejemplos en este trabajo incluirân la justicia ordinaria de la Capital Federal como
intégrante del Poder Judicial de la Naciân durante el periodo en el cual dependen en su nombramiento y
remocion del Poder Ejecutivo nacional.
5 José Roberta Dromi cubriô el cargo de Ministro de Obras Pùblicas en el gobiemo de Carlos Menem.
Paradôjicamente a sus afirmaciones, fùe uno de los negociadores del Poder Ejecutivo partidario de la politica
menemista de Imutaciôn de la independencia del Poder Judicial.
6 En virtud de estas principios "el Estado modemo priviïegia la especializaciôii de las fmiciones estatales
encomendândolas, prioritarimiente, a ôrganos diferentes" (Segovia, 1989, p.153). Al ôrgano judicial le
corresponde prioritariamente la admuiistraciôn de justicia.
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determma la sujeciôn del juez a la ley (dependencia orgànico-fimcional) y la

Constituciôn Nacional fïja ciertos contrôles instihxcionales sobre el Poder Judicial a

cargo de los oti-os poderes del Estado (dependencia orgâmco-mstitiicional)

(Segovia, 1989, p. 146).

Ahora bien, la "mdependencia del Poder Judicial" puede ser abordada desde una

perspectiva ampUa o restiingida. Adoptamos la primera de estas interpretaciones y,

en consecuencia, destacamos los dos aspectos esenciales a dicho concepto: a) la

independencia individual del juez -que evoca la independencia del juez persona, en

el caso concreto- y b) la independencia colectiva del Poder Judicial -relativa al

ôrgano judicial considerado como un todo- (Sheti-eet y Deschênes, 1985, p.590-

600). Analizaremos a continuaciôn cada uno de estos aspectos:

0

a) La independencia individual del juez comprende très facetas fimdamentales:

independencia substantiva, personal e interna del juez. La prùnera de eUas, la

independencia substantiva, se refîere a la mdependencia del juez en el proceso de

decision judicial. Llamada tanibien independencia funcional o decisiva (en la

temunologia germana y americana, respectivamente), este elemento ùnplica la

sujeciôn deljuez solo a la ley en el ejercicio de sus fiuiciones, excluyendo cualquier

tipo de sujeciôn a oti'a autoridad. En este sentido, el juez debe ser libre de toda

mfluencia proveniente del Poder Ejecutivo o Législative y de las presiones politicas

del momenta. Nmian Stephen (Shetreet y Deschênes, 1985: p.594) define con

claridad este aspecto de la independencia judicial: " a judiciary which dispenses
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justice accordmg to law without regard to the policies and inclmations of

goveniment of the day7".

0

La segunda faceta de la mdependencia individual del juez, la independencia

personal, ùnplica las condiciones que rodean el ejercicio de sus funciones. En este

sentido nos referimos a las garantias que protegen el salario y el ejercicio de sus

fanciones. Dos garantias resgiiardan especiahiiente esta independencia. Por im lado,

la garaiitia de maniovilidad de los jueces en vùtud de la cual la peniianencia en su

cargo no dépende de la libre voluntad de ningûn otro ôrgano de poder: "vana séria

la mdependencia de cualquier poder cuyos miembros pudieran ser nombrados y

removidos por otros poderes a su antojo" (Segovia, 1989, p.158). En segimdo lugar,

la garantia de la mtangibilidad de sus retribuciones. De manera que, todo conù'ol

que pretenda ejercer el Ejecutivo modificando las condiciones de trabajo de los

jueces atenta conti-a la independencia personal de los mismos.

La tercera faceta de la mdependencia individual del magisû'ado es su

independencia interna. No solo el juez puede verse presionado por mfluencias de

los oti-os poderes del Estado, Ejecutivo y Legislativo, sino también por

mterferencias que pueden origùiarse dentro del imsmo Poder Judicial, y en este

sentido nos referimos a la independencia mtema del juez respecto de sus colegas o

supenores.

0
Debemos aclaiar que para Niman Stephen esta defmiciôn es compléta, mientras que para nosotros es solo un aspecto

del concepto de independencia del Poder Judicial.
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b) La mdependencia colectiva del Poder Judicial, considerado como un todo, es

un aspecto que ha sido valorizado en las ùltiïnas décadas. Este pimto hace

referenda a la independencia adnmusfa'ativa del Poder Judicial, que mcluye la

supervision y el control admuùstrativo de su propio personal, la preparaciôn de su

presupuesto y el mantenùniento de las estizicturas edûicias que ocupa.

(;:)

De modo que, cuando nos referimos a la lunitaciôn de la independencia del Poder

Judicial, aludimos a su restricciôn en cualquiera de los aspectos que acabamos de

senalar, se trate de la independencia mdividual o colecdva del Poder Judicial. Ello a

través de mecanismos politicos o institucionales de linùtaciôn de la independencia

del Poder Judicial, conceptos que analizaremos a contmuacion.

3. Mecanismos de limitaciôn de la independencia del Poder

Judicial

u

For "mecanismos de limitacion de la independencia del Poder Judicial" entendemos

una combmaciôn o conjunto de acciones, de prâcticas, de recursos, de médias,

todos ellos ilegitimos, empleados en vistas del sometùîiiento del Poder Judicial a la

voluntad el Poder Ejecutivo. Debemos aclarar desde un prÙTier momento que la

Constituciôn Argentina consagra como valor constitucional la independencia del

Poder Judicial y, en consecuencia, el sistema politico no prevee mecanismos de

limitaciôn de dicha mdependencia, por el confa-ario, tiende a garantizarla. Sm

embargo, el Poder Ejecutivo se ha valido de diversas maniobras para someter al



n
13

Poder Judicial. Esos métodos utilizados son los que clasifîcamos como

"mecanismos politicos e mstitucionales" de lùmtaciôn del Poder Judicial, segûn

estén expresamente previstos en el sistema politico como procedunientos vâUdos de

acciôn del Poder Ejecutivo -légales- o no -ilegales-. En ambos casos, sm embargo,

se ti'ata de acciones ilegitimas.

En efecto, nuestra clasificaciôn se basa en la correlaciôn de dos conceptos: la

legalidad y la legitùiudad. El prùiiero de ellos, la legalidad, hace referencia a lo que

esta consagrado por la ley; la legitimidad se refîere a lo que es confonne a la

justicia, a la equidad, a la moral y a la razôn. En un Estado de derecho, aiiibos

conceptos estân muy relacionados: lo que es confonne a la ley es en principio

legitimo y la legalidad es portadora de ima legitimidad considerable. Sm embargo,

el concepto de legitmudad es mucho mas amplio y pennite mcluso juzgar la ley,

que a pesar de su confonnidad al derecho puede resultar ilegitima, contraria a la

justicia, a la equidad, a la razôn, a la moral (Morissette, 2000, p.31). Es justamente

el carâcter de Uegitimidad el que caracteriza los "mecanismos de limitaciôn de la

independencia del Poder Judicial" que pueden, por el contrario, ser abiertamente

ilegales -mecanismos politicos- o asumir una apariencia légal -mecanismos

uistitucionales-.

u

For "mecanismos poUticos" de limitacion de la mdependencia del Poder Judicial

entendemos, entonces, todas aquellas pràcticas ilegales e ilegitmias del Poder

Ejecutivo que tienden a restrmgir o anular la mdependencia del Poder Judicial en

cualquiera de sus manifestaciones. Dichas prâcticas apelan a diversos recursos
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como la mtiiTtidaciôn, la violencia, las ainenazas, la corrupciôn, el trâfîco de

influencias, las negociaciones y las prebendas polfticas, violando abiertamente la

normativa legal vigente.

For "mecanismos institucionales" de lùiùtaciôn de la mdependencia del Poder

Judicial entendemos todos aquellas practicas légales pero ilegitimas del Poder

Ejecutivo que tienden a restringir o anular la independencia del Poder Judicial en

cualquiera de sus manifestaciones. En este sentido, estas mecamsmos apelan a

procedimientos previstos especificamente dentro del sistema politico como médias

légales de acciôn del Poder Ejecutivo. Se trata prmcipahîiente del uso de

procedùnientos légales de manera ilegitùiia, es decir, atentando contra la

mdependencia del Poder Judicial en higar de promover su fortalecimiento.

Finahnente, ambos mecanismos de control del Poder Judicial, politicos e

institucionales, se filtran en el sistema politico a través de "canales de influencia".

4. Canales de influencia

u

Por "canales de mfluencia" entendemos las vias de acceso que présenta el sistema

politico para influenciar la mdependencia del Poder Judicial. Se trata de un

concepto neuti-o pues tanto pueden utilizarse para fortalecer como para limitar la

independencia del Poder Judicial. Son parte misma del sistema politico y es por ello

que los califîcamos de mstitucionales. Dichos cauces institucionales de influencia

son dos: la organizaciônjurisdiccional y el estatuto de los magistrados.
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D. Literatura sobre el tema

A continuaciôn presentaremos una resena de la literatura que existe sobre el tema

que nos ocupa para poner al lector en conocimiento del avance del pensamiento en

este âmbito de estudio. La liiTÙtaciôn de la mdependencia del Poder Judicial, en

general, y en la Argentina, en particular, no es un tema que tenga gran desarrollo

literario en si imsmo. Es cierto, sm embargo, que se encuentra tangencialmente

presentado en el desarrollo de oti-as temâticas con las cuales se vincula

esti-echamente: la "mdependencia del Poder Judicial" y la "relaciôn existente entre

el Poder Ejecutivo y el Poder Judicial", materias sobre las cuales la literatura es mas

abundante. Segiiidamente presentaremos dicho material literario.

En lo que concieme a la Uteratura mas especifïca, Shetreet y Deschênes (1985,

p.606-610) han identifîcado la lunitaciôn de la mdependencia del Poder Judicial

como una problemâtica de actualidad:

{.(.

u

Incidents of violations take place in many countries. Violations of judicial
independence have many face and colours, and may be direct or indirect, overt or
covert."

Su obra contiene, a titulo ilustrativo, diverses casos de limitaciôn de la

independencia del Poder Judicial en diversos palses: control fragante del Poder

Ejecutivo sobre el Judicial, presiôn presupuestaria -sea de la remuneraciôn

individual o de los recursos asignados al sistema judicial en su conjunto-,

movilidad de los jueces, supresiôn de tribimales, presiones politicas para deteniiùiar
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la preeminencia en el tratamiento de imos u otros expedientes, decisiones judiciales

y proceduTuentos légales influenciadas por el Ejecutivo.

Con respecto al caso concreto de la Republica Argentina, Verbitsky (1993), en un

anâUsis de natiiraleza mas bien periodisdca, relata los entretelones del manejo del

poder por parte del Ejecutivo - durante la presidencia de Carlos Menem-, en los

prùiieros anos de mandata. Subraya la subordinaciôn del Poder Judicial al Ejecutivo

y las drâsticas consecuencias de mseguridad juridica que esta sitiaciôn généra.

Santiago (1998) ofïece ima sistematizaciôn del comportamiento de la Corte

Suprema de Justicia en Argentina (Corte peniiisiva, moderadora, hostil y activista),

reflejando claramente los periodos en los cuales podemos constatar la évidente

dependencia de este Alto Tribuiial de las politicas del Poder Ejecutivo.

u

Por otro lado, la problemâtica de la "independencia del Poder Judicial" es objeto de

una Uteratura abimdante. Sea que los autores se mclmen por im mayor o menor

activismo judicial, todos ellos coinciden, sm embargo, en el respeto por el principio

de la independencia del Poder Judicial como mdispensable para mantener vigente el

principio de la democracia liberal. En este sentido existe, podriamos decir, un cierto

consenso en la literatiira. Asi lo confirma la Déclaration universelle sur

l'independence de la justice (Shetreet y Deschênes, 1985, p. 462-477), adoptada en

la Conférence mondiale siir l'indépendance de la justice que se realize en Montreal

(Québec, Canada) el 10 dejunio de 1983. Sheti-eet y Deschênes (1985, p. 393-402)

aiializan mcluso el siirgùiiiento de una jurispmdencia internacional sobre la materia

reveladora de una cierta unanùnidad de pensaniiento al respecta.
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Finaknente el estiidio de la problemâtica de la relaciôn existente entre el Poder

Ejecutivo y Poder Judicial, es el mas amplio de todos y ha generado numerosos

interrogantes. Turcey (1997) analiza los vmculos entre lajusticia y la poUtica en el

escenario fi-ancés, defendiendo el espacio judicial como una esfera de autonomia

protegida de la influencia del Ejecutivo. Guamieri y PederzoU (1996, pp. 15-16)

afîrman el aumento de la importancia politica de la justicia en las democracias

contemporâneas, si bien admiten que este fenômeno no se manifîesta siempre de la

misma manera. La diferente fomia de organizar el poder en las distmtas

democracias detennma el lugar de la justicia enti'e las demâs instituciones y en

consecuencia, su peso politico. Destacan ademâs que la ftierza del Poder Judicial en

una democracia dépende de las gârantias que rodean a las personas que la

adminisfran. Desde otra perspectiva, la literatura aborda el tema del roi del Poder

Judicial en la sociedad: Guamieri y Pederzoli (1996) remarcan la ùnportancia

politica de la justicia y la distmciôn cada vez mas évidente entre el roi clâsico del

juez destinado a tareas de ejecuciôn -y en consecuencia no politicas- y las fiinciones

que efectivamente cumple. Todavia respecto al roi de los intégralités del Poder

Judicial, Tremblay (1999) afîrma que las relaciones entre las ramas politicas y

judicial ban evolucionado notablemente en los ûltimos decenios y que la

transformaciôn de sus rôles tradicionales al interior del Estado genera hoy en dia

mimerosos cuestionaiïiientos. Desde una postura diferente, analiza los limites del

Poder Judicial - en el derecho canadiense- postulando que en virtud de la teoria de

la "justiciabilidad" ciertas cuestiones no deberian ser tratadas por los tribunales. Se
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trata de las Uainadas cuestiones politicas y que, segùn Tremblay, quedarian fùera de

lajurisdicciôn o competencia de losjueces.

El tema y el cuestionamiento que hoy nos convoca tiene en cuenta, evidentemente,

estas apartés esclarecedores sobre el mecanismo deUcado de equilibrio entre el

Poder Ejecutivo y el Poder Judicial y sobre la ftmciôn de este ultimo en las

democracias, asi como la ùîiportancia de su independencia. Sin embargo, nuestra

perspectiva prétende mirar a ti-asluz estas temâticas y presentarlas desde un nuevo

ângulo, advùliendo sobre los mecanismos capaces de tergiversar la fimciôn del

Poder Judicial en las democracias. Para ello hemos elegido presentar el ejemplo

paradigiTiàtico de la Repùblica Argentma.

E. Estructura de la memorîa

Para responder a la pregimta que nos hemos planteado desarroUaremos nuestro

anâlisis en très partes. El primer capitulo se refîere al aspecto teôrico de la cuestiôn

en donde présentâmes los mecanismos de lùnitaciôn de la independencia del Poder

Judicial capaces de ser empleados por el Poder Ejecutivo y los canales de influencia

par los cuales estas mecamsmos se fîltran dentro del sistema politico.

u

En el segimdo capitulo abordaremos las garantias que rodean la independencia del

Poder Judicial en Argentina. Resaltaremos el hecho de que las disposiciones

constiùicionales v-igentes en 1989, fecha de inicio de la presidencia de Carlos

Menem, garmtizan suficientemente la independencia del Poder Judicial
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constituyendo el "muro contra el cual habrian de estrellarse las tentativas que

pretendieran manipular el Poder Judicial en beneficio de mtereses politicos

contingentes" (Bergalli, 1984, p.41).

Finalmente, en el tercer capitulo nos sorprenderemos al advertir que esas garantfas

fueron astutamente biu-ladas por el gobiemo menemista . Corroboraremos, en

efecto, que esta sôlida estnich.ira judicial prevista por las normas constitucionales

argentmas no fiieron impedimento suficiente para que la astiicia politica de Carlos

Menem encontrara las brechas necesarias para avasaUar contra ella, valiéndose de

mecanismos diverses. Identifîcaremos y clasifîcaremos esos mecanismos que

Carlos Menem ha utilizado durante su gobiemo, 1989-1999, para limitar la

independencia del Poder Judicial en un regimen de gobiemo supuestamente

democrâtico.

u
8Esta expresiôn hace referencia al gobiemo de Carlos Menem.
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PRIMER CAPITULO: Teoria: El Poder Ejecutivo y los mecanismos de

limitation de la independencia del Poder Judicial

A. Importancia de un Poder Judicial independiente

El Poder Judicial tiene asignada una fiuiciôn politica de principal importancia: la

pacificaciôn de la sociedad. Su roi es vital para la promociôn y el mantenimiento

del orden social. La convivencia en annoma de los individuos exige la presencia de

im tercero imparcial firente a un coiiflicto, dotado de la capacidad necesaria para

duimirlo. Y es el Estado el que se ha atribuido como propia esta ftmciôn de impartir

justicia. Dentro del esquema de poderes pûblicos, es el Poder Judicial el que

esenciatoiente tiene asignada esta nusiôn. Los magistrados se desempenan, pues,

en el mterés general de la poblaciôn: su fùnciôn esencial la de resolver conflictos,

de todo tipo, siendo terceros desmteresados entre las partes.

Las cuestiones en las cuales la justicia interviene son diversas y ellas se acrecientan

a medida que los fenômenos poUticos se someten a las réglas de derecho. Es decù',

a medida que la vida politica se jiiridiza, emTiarcàndose dentro de los cânones que

impone el Estado de Derecho, la actividad del Poder Judicial se hace extensiva a

nue vas areas:

<J
"Nous demandons à la justice à la fois de défendre les libertés, d'apaiser les
tensions raciales, de condamner la guerre et la pollution (...), de nous protéger
contre les abus du pouvoir et contre nos tentations privées, d'infliger des peines,
d'atténuer les différences entre les individus, de nous défendre avant que nous
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n
naissions, de nous marier et de nous accorder le droit au divorce, et à une sépulture,
ou du moins de veiller à ce que les dépenses de nos enterrements soient payées"
(Hufstedler,1971,p.901).

Estas son solo algunos de los tantos aspectos en los que el Poder Judicial tercia en

las democracias contemporàneas. El Poder Judicial interviene no solo en cuestiones

que afectan la libertad y el paù-ùïionio de las personas individuahiiente consideradas

sino en otros asuntos que conciemen a la poblaciôn en su conjunto. Es por ello que

la imparcialidad del juez es de suma ùnportancia. Y para garantizarla, el Estado

establece un cùmulo de procedùiuentos especiales que la magistratura debe respetar

y que aseguran, en cierta medida, im procesojusto e ùnparcial.

\

u

Las partes involucradas en un conflicto pueden ser simples particulares o bien

puede tratarse de im conflicto entre particulares y el Estado (que es considerado

como otro particular) o entre dos o mas Estados entre si. Aliora bien, siendo el

inismo Estado el que ha elegido al juez para el cumplmùento de su funciôn, su

legitùnidad e imparcialidad se ven comprometidas para resolver un caso en el que

una de las partes sea el mismo Estado. De manera que la posiciôn del juez es

inquiétante cuando el Estado es una de las partes en conflicto. Si los recaudos

procesales pueden elinùnar en graii medida la duda respecto del carâcter imparcial

del juez que interviene en im conflicto entre particulares, no es el caso cuando una

de las partes en conflicto es el Estado nùsmo. La legalidad o la legitimidad del

accionar del Estado pueden estar en discusion en una controversia deteniunada y es

par ello que la mdependencia deljuez que va a dirimir ese conflicto es de vital

importancia no solo para una decision justa en la especie, smo para asegiu-ar la

vigencia de las noraias supremas que rigen el Estado y a las cuales la
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adninistracion misma debe estar sometida. En este imsmo sentido, el Poder Judicial

tiene la funciôn de controlar la legalidad de todos los actos de los demâs poderes

pùbUcos de manera de asegurar que dichos actos respetaràn la Constitiiciôn

Nacional. Se trata, en efecto, de la importancia de la independencia del Poder

Judicial para asegurar la limitaciôn del poder del Estado y, en contrapartida, la

vigencia del Estado de Derecho.

A modo de conclusion dù-emos que son diversas las razones que justifican la

importancia de la independencia del Poder Judicial en las sociedades democrâticas.

No solo se trata de la necesidad de asegiirar a los particulares en coiiflicto la

mtervenciôn de un "tercero ùnparcial y credible" capaz de resolver el Utigio que

los confronta. Se trata, ademàs, de asegurar a los particulares que en el caso de

confrontarse con el Estado mismo, no existirâ conflicto de intereses entre el Estado

y el juez. Este ùltùno debe mantener su carâcter de tercero desmteresado en la

controversia a dirunir, a pesar de haber sido seleccionado y designado por el poder

politico. La independencia del Poder Judicial pone limites precisos al accionar del

Estado y garantiza a los particulares el respeto de los derechos y libertades

consagrados en la Constihiciôn. Someter al Estado mismo al cumpUmiento de las

nonnas supremas garantiza la vigencia del Estado de Derecho y la credibilidad del

sistema politico . Solo asi la segiiridad juridica es posible y con eUa, ima libertad

duradera, un desanroUo econôimco persistente y la consolidaciôn democrâtica. En

u
9 Si los poderes pùblicos estân sometidos a las leyes en un Estado de Derecho, el Poder Judicial no escapa a
este principio. El Poder Judicial es también lui poder Itmitado y en este sentido, si bien su fimciôn es la defensa
de los derechos fùndamentales de los individuos, su tarea esta regida por normas que detemunan la
responsabilidad judicial.
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efecto, dicha seguridad jiiridica dépende principahnente de la existencia de un

Poder Judicial iadependiente que la génère y la resgiiarde.

0

Por el contrario, las tensiones entre el Poder Judicial y el Poder politico han existido

siempre. Para que exista un proceso équitable entre dos partes en conflicto es

imprescmdible que el juez no tenga ningûn interés al exterior del litigio preciso y

ninguna relaciôn con alguna de las partes en cuestiôn. Es por ello que su

independencia respecta del Poder Legislativo, que élabora las leyes, y del Poder

Ejecutivo, que las ejecuta, es de vital ùnportancia. Solo de esta manera los

magistrados podrân asegurar que las normas bâsicas del Estado, remaràn por sobre

la voluntad del gobierno de tiimo: "Le rôle du juge revient alors à défendre les

droits des mdividus, des mmorités conù-e les abus potentiels des mstitutions

representatives et des majorités qui les contrôlent." (Guamieri y Pederzoli, 1996,

p.150). Sin embargo constataremos que el Poder Ejecutivo no siempre ha respetado

estos principios y que, flexibilizando el sistema a favor de sus intereses, ha hecho

uso de diversos mecanismos a fin de lùmtar la independencia del Poder Judicial y

evitar su control.

B. El Poder Ejecutivo y los mecanismos de limitaciôn de la

independencia del Poder Judicial

u
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l. Mecanismos poiïticos de limitaciôn de la independencia

del Poder Judicial

Los "mecanismos politicos" de limitaciôn de la independencia del Poder Judicial

son prâcticas ilegales e ilegitùiias del Poder Ejecutivo que tienden a restringir o

anular la mdependencia del Poder Judicial en cualquiera de sus manifestaciones.

Estas maniobras apelan a recursos tales como las negociaciones politicas, la

extorsion, la mtimidaciôn, la violencia, la corrupciôn y el trâfîco de influencias,

entre otras. Son mecanismos que se unprovisan segùn las circunstancias politicas y

coyunhirales de los distintos reglmenes politicos. En consecuencia, se modifîcan y

se adaptan segùn el tiempo, el lugar, las circunstancias y la estrategia politica

plajnifîcada por el poder politico.

Cualquiera sea el medio elegido, se trata de recursos que afi-entan la ley, aunque

dicha infiracciôn no tenga prevista iuia sanciôn pénal especifîca. En la generalidad

de los casos, los mecanismos que el Poder Ejecutivo utiUza para Imùtar la

independencia del Poder Judicial no estàn tipifîcados penalmente como delitos

especificos contra la independencia del Poder Judicial. Podrian en algunos casos,

atentar contra otros derechos como el de propiedad, trabajo, integridad fîsica o

moral de las personas, conù-a el honor, el debido proceso o la igualdad ante la ley,

siendo losjueces las victùnas de estos delitos.

u El Poder Judicial de mmierosos paises en el mimdo ha sufrido el avasallamiento del

poder politico, y nos serviremos de estas experiencias para ilustrar el tema. En
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Argentina, por ejemplo, a partir de 1930 y hasta 1983, los jueces fueron declarados

en coiTiisiôn en nmnerosas oportunidades y cesanteados directamente en otras

desconociéndose asi el prmcipio de inamovilidad de los magistrados, la mas

importante garantia de independencia judicial. En India, el Poder Ejecutivo utilizô

el mecamsmo de traslados ùregulares como medio de presiôn de jueces

independientes, b-aslados no consentidos que constituian una especie de cesantia

mdirecta puesto que los jueces eran asignados a regiones en las que incluso se

encontraban con barreras linguisticas que debian superar. En 1981, en JVtalta, se

recurriô a la clausura de tribimales como mecanismo politico. En Israël, como

ocurriô en el caso de Robert Soblen, el Poder Ejecutivo clausurô provisoriamente

los tribunales a fin de privar de justicia a los ciudadanos en situaciones

comprometedoras. La apUcaciôn de legislaciôn con efectos retroactivos a fin de

dejar sm efecto decisiones judiciales es otro de los mecanismos que el Poder

Ejecutivo en nuinerosos paises ha utilizado mstigando al Legislativo a la sanciôn de

dichas leyes: es el caso, entre otros, de Gran Bretana, Israël, Canada, Grecia y

Ausfralia. Las tentativas de iiiiembros del Poder Ejecutivo de influenciar ajueces en

sus decisiones es, entre muchos otros, el caso de Canada en 1976 y de Israël en

1981. Otro mecanismo politico utilizado por el Poder Ejecutivo en el Sur de

Australia consistiô en la reducdôn de recursos al Poder Judicial, aumentando asi su

conti'ol sobre las cuestiones judiciales. La reducciôn de la remimeraciôn de los

jueces como mecanismo de presiôn, sea por mora en el pago, descuentos forzosos,

falta de actualizaciôn monetaria en épocas mflacionarias o pago en bonos, se suma

a los mecanismos de lùnitaciôn de la independencia del Poder Judicial. El

otorgamiento de jubilaciones graciables para incitar a los jueces a retirarse de sus
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cargos concediendo al Poder politico la posibilidad de nuevas designaciones es otra

maniobra aplicada en Argentina. La remociôn de jueces y ministros de las Cortes

Supremas mediante amenazas, violencia, intimidaciôn o presiones politicas y

nuevas designaciones irregulares en las vacantes producidas, es otra prâctica que

también conociô Argentina. La mtervenciôn del Poder Judicial por parte del poder

politico se asemeja a las suspensiones transitorias de la actividad judicial solo que

operan dentro de im marco supuestamente mas democràtico de gobiemo en virtud

del cual argmïientan la existencia de una gravedad institucional que justifîca dicha

actitud. La conformaciôn de tribunales especiales o la ùnposiciôn de jueces

especiales para causas determinadas. El sometimiento de los jueces a los dictados

del poder politico de turno mediante mtùiùdaciôn o concesiôn de favores o

promociones como es taiiibién el caso en Argentina. En todas estas situaciones el

Poder Judicial no es ajeno a la volimtad del Poder politico, es decù-, nos

encontramos frente al fenômeno de politizaciôn del Poder Judicial.

2. Mecanismos institucionales de limitaciôn de la

independencia del Poder Judicial

u

Los "mecaiiismos institucionales" de linùtaciôn de la mdependencia del Poder

Judicial son prâcticas légales pero ilegitùnas del Poder Ejecutivo que tienden a

restriagir o anular la independencia del Poder Judicial en cualquiera de sus

manifestaciones. El poder politico tergiversa el espù-ihi de la ley y de las

mstituciones juridicas o poUticas establecidas a pesar de respetar el aspecto fonnal
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de las mismas. Es decù-, el Poder Ejecutivo utiliza ilegitùiianaente los recursos

mstitucionales para anular o disminuir la mdependencia del Poder Judicial y su

incidencia en el sistema politico en lugar de emplearlos, segùn el mandata

constitucional, para reforzar la independencia del Poder Judicial. El medio

institucional por excelencia previsto en im Estado de derecho para incidù' en la

fisonomia del sistema politico es el procedùruento legislativo.

C. Canales de influencia que el sistema politico dispone para

modificar el grado de independencia del Poder Judicial

Esos mecanismos de control de la independencia del Poder Judicial, sean poMticos o

mstitucionales, se introducen en el sistema politico prmcipalmente a fa'avés de dos

"canales de influencia": la estructura de la organizaciôn judicial y el estatuto

judicial. (Guarnieri y Pederzoli, 1996, p.80). Estes cauces mstitucionales no se

excluyen, es decir, la limitaciôn de la mdependencia del Poder Judicial puede

llevarse a cabo embistiendo conjuntainente en ambas direcciones, o sea,

modificando la organizaciôn jurisdiccional y el estatuto de los jueces

simultâneamente en desmedro de la independencia judicial. Ademâs, tanto para

modifîcar las réglas de juego en una u otra esfera pueden utiUzarse mecanismos

politicos o mstitucionales de restricciôn de la independencia del Poder Judicial. A

continuaciôn analizaremos cada imo de estos dos canales:

u
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l. Organizaciôn j urisdiccional

El primer canal de influencia a través del cual el poder politico puede subyugar al

Poder Judicial consiste en su organizaciôn jurisdiçcional. Se trata de un elemento

extemo al sistema judicial pues ùnplica las relaciones entre el sistema judicial y el

sistema politico al cual este pertenece (Guamieri y Pederzoli, 1996, p.80). La

estrategia del poder politico esta orientada, en este sentido, a dotar al sistema

judicial de una esùiictura que tienda a reducir el iiTipacto potencial del Poder

Judicial sobre el poder politico. Existen a nuestro parecer très maneras de lograrlo:

a) reduciendo la amplitiid de la mvestidiu-a que el Poder Judicial posée dentro del

sistema politico, b) dotando al sistema judicial de una jurisdicciôn diferente para

entender en cuestiones que ùnpUquen el accionar del Estado (jurisdicciôn

adininistrativa, normahiiente mas dependiente del Poder Ejecutivo) y finahiiente, e)

atribuyendo al Tribunal mas alto de justicia un roi de control respecto del trabajo de

los tribunales inferiores. Por supuesto, cada uno de estas tores vias merece un estudio

mas detallado:

a) Investidura del Poder Judicial en la Constituciôn

u

El prùner canal de influencia que el Poder Ejecutivo puede utilizar para lùïiitar la

independencia del Poder Judicial consiste en el tipo de mvestidura que tiene

consagrado dicho Poder en la Constitiiciôn del Estado. Se trafa de la mayor o menor

jerarquia que se le otorga a la fùnciôn judicial en im sistema politico. En la medida
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en que se reconoce a la autoridad judicial el carâcter de tercer poder del Estado, en

igiialdad de condiciones que el Ejecutivo y el Législative, su independencia se

impone necesariamente. Sm embargo, en la medida en que se impida dicho

reconocmùento o se muumice su fimciôn como poder pùbUco, se limita su

independencia frente a los oto-os departamentos pûblicos.

0

Existen très maneras diferentes de posesionar la autoridad judicial fi-ente al poder

politico en la Constituciôn de un Estado: como smiple fimciôn judicial dependiente

del poder politico; como autoridad judicial con cierta independencia del Poder del

Estado; o fmatoiente, como imo de los poderes del Estado intégrante del gobiemo.

Respecta del primero de estos casos, es la situacion tipica de los Estados

autoritarios y totalitarios, en donde la funciôn judicial se organiza en fonna de

tribunales que no revisten la calidad de "Poder del Estado" y que dependen del

poder politico, en sus diversas expresiones segùn el caso. Incluso a pesar de estar

fonTiahnente sujetos a derecho, en la realidad de los hechos sonjueces dependientes

del régùnen ( DromiJ983, p.185)10.

Diferente es el caso de las democracias europeas que constituyen una segunda

manera de integrar la fimciôn judicial al gobierno del Estado, constihiyendo una

"organizaciôn administrativa jerarquizada con independencia funcional de otros

ôrganos del Estado, pero sm investir lajerarquia de "poder polîtico-mstitiicionar.'"

(Dromi, 1983, p.186)11. No nos encontramos en este caso fi'ente a una autoridad

u
10Para consultar ejemplos de este tipo de investidura ver Dromi, 1983, p.186.
Para profiindizar sobre esta conti'oversia entre "poder- autoridad" ver Vincent y asociados, 1996, p.78 y nota 2, p.78.
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judicial que goce del carâcter de poder pûblico institucionahiiente mdependiente.12

Por el contrario, eUa no solo no intégra el gobiemo sino que, ademâs, no dene a su

cargo el control de la constitiicionalidad. Dicha facultad de contralor de los otros

poderes del Estado, Legislativo y Ejecutivo, esta a cargo de una organizacion

especializada diferente (Dromi, 1983, p.186). La Constituciôn francesa es el

ejemplo mas contundente que podemos mencionar.13

u

Fmalmente, cuando la fùnciôn judicial es ejercida por uno de los poderes del Estado

es cuando se encuentra mas fortalecida frente al poder pùblico y cuando su carâcter

de independiente es mas acentuado. La autoridad judicial déjà de ser un "poder

adiTiinisti-ativo" y pasa a ser un "poder politico". Dicha evoluciôn se produce en el

derecho norteaaiericano con el caso "Marbury v. Madison" (1803) y coutmùa con

posterioridad a arraigarse por obra de la jurispmdencia. A partir de dicho caso, el

Poder Judicial asume la potestad de controlar los demâs departamentos del Estado

(Ejecutivo y Legislative). Es en los estados democrâticos americanos donde la

funciôn judicial reviste la mvestidura de poder publico situandose con ello como

tercer Poder del Estado (Droiiù14, 1983, p.187). Ya no se trata de una organizaciôn

tribimalicia que tiene por fmalidad la de adiiiinistrar justicia constituyendo

siniplemente un poder adnunistrativo que desarrolla sus funciones bajo la esfera del

Poder Ejecutivo. Se trata de un poder mdependiente que tiene competencia

exclusiva de contralor de la constitiicionalidad de las leyes y que es interprète final

12Para profiindizar sobre el tema y consultar ejemplos verDromi, 1983, p. 186. En una interpretaciôn aparentemente
diferente respecta del sentido de la constituciôn alemana, italiana y espanola ver Turcey, 1997, p.241.
13 En el imsmo sentido, Turcey, 1997,p.239-243.
14 Contradictoriamente a lo que proclama, Dromi, como Ministro de Obras y Servicios pùblicos en el gobiemo
de Carlos Menem avocô por el control de la Corte Suprema de Justicia (Verbitsky, 1991, p.70).
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de la Constituciôn. Tiene ademâs a su cargo la potestad de dirùrur los conflictos

entre los poderes. El Estado de derecho es el que se bénéficia en esta nueva

ecuaciôn pues cuenta con un Poder -el Judicial- cuya funciôn especifîca es la de

asegiirar la vigencia de la Constitiiciôn lïùsma en su carâcter de tercer Poder del

Estado y como mtegrante imsmo del gobiemo.

b) Jurisdicciones con competencias limitadas: unidad y

dualidad de jurisdicciones

La fragiiientaciôn de la competencia jurisdiccional es la segunda via mediante la

cual es posible limitar institucionahïiente la independencia del Poder Judicial. Se

trata de uno de los canales mas sutiles y mas estables de lùmtaciôn de la

independencia del Poder Judicial y, en consecuencia, de reduccion de su ùïipacto

politico. La estructura jurisdiccional de los sistemas continentales europeos se

caracteriza por esta fragmentaciôn jurisdiccional. Este sistema heredado del modela

napoleônico y cuyo ejemplo mas caracteristico es el sistema fi'ancés, distingue dos

ôrdenes de jiirisdicciôn: la jurisdicciôn judicial, encargada de resolver los conflictos

civiles y pénales, y la jurisdicciôn admmistrativa, que décide sobre las cuestiones

que implican a la admùustraciôn. Ambas jiu-isdicciones tienen en la cùspide de su

estructiira un ti'ibunal soberano diferente. Ahora bien, en el caso de la jiirisdicciôn

adiTiinistrativa, el ti-ibiuial supremo que lo corona dépende dù'ectamente del Poder

politico y sus jueces dependen de el puesto que no gozan de mamovilidad en sus

cargos -y en consecuencia pueden ser removidos si el contenido de sus decisiones

no agradan al poder politico- ui de mdependencia en sus decisiones. For el
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confrario, la unidad de jurisdicciôn se caracteriza por la existencia de un solo orden

de jurisdicciôn que es compétente para conocer a la vez los conflictos entre los

particulares y los litigios en los que interviene el Estado. Sus û-ibmiales entienden

en causas de derecho privado y de derecho pénal asi como en controversias de

derecho pùblico y constitiicional. Es la estructiira jiirisdiccional a la que responden

los paises anglosajones y es la que mejor garantiza la mdependencia del Poder

Judicial respecta de decisiones que comprometen la actividad del Estado.

e) Relaciones entre los diverses nivelés de la pirâmide

jurisdiccional

u

La dinâiTiica que se hïiponga enta-e los diversos nivelés de la pirâiiùde jurisdiccional

es la tercera via mediante la cual es posible limitar la independencia del Poder

Judicial. En virtue del principio de la doble jurisdiccion, todos los sistemas

judiciales se organizan en diferentes nivelés a fm de garantizar a las partes en

proceso la posibilidad, segûn el caso, de hacer revisar la sentencia dictada por un

juez de una instancia inferior. Sm embargo, las relaciones que existen entre esos

diferentes nivelés de jurisdicciôn no es la misma de un sistema jurisdiccional a otro.

Dos son los modèles que podemos identifîcar en este sentido: el sistema de

coordinaciôn y el sistema jerârquico (Guarnieri y Pederzoli, 1996, p.80-81). El

prùiiero de elles corresponde al modela de magistrafairas profesionales (Common

Law) y garandza mas eficazmente la independencia del Poder Judicial. Elsegundo

de eUos, el sistema jerârquico, se identifîca con el modelo de magisti'atiiras

burocrâticas (Civil Law) y ofrece una dinâirLica mas proclive a la lùiiitaciôn de la
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independencia del Poder Judicial. Estos dos sistemas responden a una logica

diferente directamente relacionada al roi que juega el fa-ibunal mas alto de la

piramide jurisdiccional. En el sistema de coordmacion (Magistratiiras profesionales-

Common Law), la Corte Suprema es una verdadera instancia de excepcion cuya

fimciôn es exclusivamente la de asegurar ima cierta coherencia de la mterpretaciôn

de la régla de derecho. En el sistema jerârquico (Magisfa-aturas burocrâticas-C;v;7

Law), la Corte asegiira no solo esa misma ftmciôn de unificaciôn del derecho smo

que ademâs ejerce una funciôn de control sobre el trabajo de losjueces mferiores15.

Por esta razôn el funcionaiiiiento de ambos sistemas es diferente. El sistema de

coordinaciôn reposa en una dinâmica centrifuga que favorece la autonomia de los

distùitos centres de décision, sean los tribunales inferiores o las instancias de

apelaciôn, de manera que los recursos posibles ante el mas alto tribunal de la

jerarquia jiuisdiccional son la excepciôn. La mayor parte de los conflictos son

resueltos en las instancias mferiores y los recursos ante la Corte Suprema estân

sujetos a ciertas restricciones. Lo contrario ocurre en el sistema jerârquico que

favorece una dinàimca centripeta en la cual la Corte Suprema es el prmcipal centro

de decision, restando autonomia e independencia a los nivelés mferiores de

jurisdicciôn. Gran parte de fallos de las instancias inferiores llegan en apelaciôn a la

Corte Suprema que asegura asi el cumptuiiiento de su fùnciôn de control de las

instancias inferiores (Guarnieri y Pederzoli, 1996, p.80-81).

u

En cuanto a las repercusiones de ambos sistemas, el de coordinaciôn (Magisti-aturas

profesionales-Common Lew) promueve mayonnente la mdependencia de la justicia.

15Sobre el roi de la Corte de Casaciôn en Francia que responds a este sistemajerârquico ver Taisae, 1996, p.41
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En efecto, dicho sistema puede acarrear ima disminuciôn de la coherencia general

de las decisiones judiciales por dos razones: por un lado, favorece las diferencias

entre las decisiones de unas y otras instancias debido a que la révision de i.m fallo

ante la Corte Suprema solo procède en casos excepcionales; y por el otro lado,

debido a que la mayor cantidad de conflictos son resueltos defmitivamente en las

instancias anteriores a la Corte. Por contrapartida, este mecanismo refuerza la

ùnagen de imparcialidad del juez en la medida que la Corte no ciunple

necesariaiTiente ima fimciôn de révision de las decisiones de los jueces mferiores

sino en casos excepcionales.

Opuestaiiiente, el sistema jerârquico (Magistraturas burocrâticas-C(v;7 Law) asegiira

una mayor coherencia de la jurisprudencia pero a costa de la limitaciôn de la

autonoinia de las jurisdicciones inferiores. Este sistema favorece la apelaciôn ante

la Corte Suprema de ima gran parte del flujo de fallos de las instancias mferiores

que, en consecuencia, son nonïiaknente revisadas por el tribunal supremo. La

adopciôn de este sistema refleja una voliintad mas proclive a la limitaciôn de la

independencia del Poder Judicial.

2. Estatuto de la magistratura

u

El segundo canal de mfluencia con que cuenta el poder politico para coartar el

accionar independiente del Poder Judicial consiste en el estatuto de la magistratura.

Se trata de un factor intemo al sistema judicial puesto que ùnplica los procesos de
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selecciôn, designaciôn, nombramiento, remuneraciôn, promociôn y remociôn de los

jueces que confonnan un sistema judicial determinado. El Poder Ejecutivo puede

valerse justamente de estes mecanismos sea para aumentar o restringù- la

mdependencia del Poder Judicial. En este sentido, existen dos grandes modelos que

gobiernan estos procesos o mecanismos institiicionales: el de las magisfa'atiiras

burocrâticas y el de las magisti'aturas profesionales (Guanùeri y Pederzoli, 1996,

p.155-157), cada uno de ellos perteneciente a una tradiciôn juridica diferente (Civil

Law y Common Law'). Cada uno de estos modelos esta rodeado de caracteristicas

diferentes que otorgan al sistema judicial mayor o mener vubierabiUdad a la

influencia del poder politico. Analicemos a continuacion estos dos modelos que

estân tipicamente ejemplificados por el caso jfrancés y el aiTiericano

respectivainente.

a) Magistraturas Burocrâticas (Civil Law)

u

Las magistraturas burocrâticas corresponden al modelo de instituciones judiciales

provenientes de la fa'adiciôn juridica de los paises del Civil Law. Enti-e ellos Francia,

Espana, Italia, Alemania y Portugal. Por supuesto, de un pais a otro encontramos

variaciones en la miplementaciôn de este modelo. Todos eUos responden al modelo

napoleônico y Francia es el ejemplo tipico. Este modelo se présenta en su conjunto

mucho mas débil que el de las magistrafairas profesionales en cuanto a la

independencia que ofrece a los jueces en el ejercicio de sus ftmciones.
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La influencia del poder politico se ejerce, sobre todo, a través de la estructuraciôn

de la magistrafaira como una carrera judicial. Esa carrera judicial ùnplica la

existencia de una organizaciôn jeràrquica en la cual sus mtegrantes tienen grados y

fiuiciones diferentes. En teoria, miciada la carrera judicial, im magistrado puede

ascender en esa jerarquia en donde existen grados superiores e inferiores -posiciôn

admuùstrativa al ulterior de la jerarquia- y en donde unas fiinciones son mas

prestigiosas que otras. Es lôgico ùnagmar el deseo de los magistrados de ascender

en la jerarquia y no residta difîcil identifîcar que es la manera con que cuenta el

Poder Ejecutivo, de quien dépende su designaciôn y su promociôn, para influenciar

a los magistrados. La jerarquia también establece una dmàmica al ulterior de la cual

los jueces que ocupan los cargos mas altos son respetados y ejercen su ùifluencia

sobre quienes tienen menor jerarqiiia. El proceso de reclutamiento de los jueces se

hace mediante lui conciirso pûblico organizado bajo la direcciôn del Mmisterio de

Justicia, es decir, del poder politico. La designaciôn de los jueces, que implica su

ingreso a la carrera judicial y su consecuente nombramiento, se producen mediante

la designaciôn por decreto del Présidente de la Repûblica. Si bien teôricamente los

magistrados gozan de la garantia de mamovilidad16, ella es solo relativa e incluso

califîcada como simbôlica segùn los especialistas del caso fi-ancés. Ademâs, en este

modela, en el que se distuigiien dos ôrdenes de jurisdicciones, una judicial y otra

adiTdnistrativa, la mamovUidad no es extensiva a todas las jurisdicciones. Si bien

todos los jueces judiciales gozan de ella , por el contrario, ni los magistrados del

16La garantia de mamovUidad asegura al magistrado en su cargo mientras dure su buena conducta sin que
pueda ser desplazado arbitrariamente por el Poder Ejecutivo: un juez no puede recibir, sm su consentimiento,
una nueva afectaciôn, incluso si se trata de una promociôn.
17 Sin embargo, afuma Cadiet (1992, p.166) que en el sistema fiancés la inamovilidad de losjueces no déjà de ser
relativa, con un valor mas simbolico que real.
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Mùusterio pùblico -que son représentantes del Poder Ejecutivo ante los Tribunales-

ni los miembros del Consejo de Estado -el mas alto fa-ibunal de la jurisdicciôn

admuùsti'ativa- gozan de esta garantia, lo que limita enormemente la décision de los

magistrados respecto de cuestiones que involucrajn la responsabilidad del poder

politico. Finaknente, todos estos elementos, concatenados unos con otros,

detenîiinan una particular incidencia del Poder Ejecutivo sobre la funciôn judicial y

caracterizan al magistrado ftmdamentatoiente como im flmcionario pùblico

preocupado y presionado por asuntos que conciemen su sueldo, jubilaciôn y

ascensos, dispuestos a satisfacer las directivas de sus superiores jerârquicos a fin de

no obstaculizar su promociôn. For otro lado, no existe en Francia control de

constitucionalidad por parte de los jueces y éstos dependen directamente del

Mmisterio de Justicia que incluso emite indicaciones sobre el sentido en que los

jueces mterpretarân y aplicaràn ciertas leyes. Las garantias de mdependencia de los

jueces quedan reducidas solo a dos aspectos que, a su vez, tienen mi peso solo

relative: la régla de la inaiTiovilidad y la intervenciôn del Consejo Superior de la

Magisfa'atura que mterviene en el nombraiïiieato y promociôn de los magisfrados

emitiendo una opinion que no tiene, sin embargo, caràcter coercitivo (Barrera,

1981).

b) Magistraturas Profesionales (Common Law)

0
Las magistraturas profesionales corresponden al modelo de instituciones judiciales

provenientes de los paises del Common Law. El ejemplo mas tipico es el américano,

en donde el sistema imsmo garantiza una mayor mdependencia de la magisft-atura y
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en donde el roi politico de los jueces résulta en consecuencia de mayor

trascendencia. La mdependencia del Poder Judicial esta asegurada por la existencia

de im nùcleo de garantias que rodean la orgamzaciôn mstitucional de la

magistratura y que incluyen el proceso de selecciôn, designaciôn, nombramiento,

promociôn y remociôn de los jueces. En este sentido, es en el proceso de selecciôn

de los jueces en donde el poder politico américano ejerce su mayor influencia

puesto que con posterioridad a este momento los jueces gozan en general de fuertes

garajntias de independencia: la designaciôn de los jueces es realizada por el

Ejecutivo con acuerdo del Senado y el nombramiento de los mismos es vitalicio

mientras dure su buena conducta. Ademâs, no existe carrera judicial en este

modelo de organizaciôn mstit.icional, de modo que no existen promociones que

dependau exclusivamente del favor del Poder Ejecutivo. Fmalmente, el

procedùniento de remociôn de un juez esta previsto mediante un procedimiento

complejo y especifico y la remuneraciôn esta garantizada mediante el prmcipio de

la ùreductibilidad.

D. Conclusion

u

A modo de conclusion remarcaremos primeramente la ùiiportancia de la

independencia del Poder Judicial tanto en la vida de los ciudadanos como en la vida

del Estado, como garantia de vigencia del Estado de derecho. En segundo lugar

diremos, sm embargo, que no todos los sistemas politicos acuerdan al Poder

Judicial un mismo valor y que la miportancia politica que se le asigna se refleja en

18Tal como se entiende el témuno respecta de las magistraturas de los paises de Europa contmental.



n
39

la esfriictiira de sus instituciones. Es asi como enconfa-amos sistemas poUticos que

promueven un Poder Judicial mdependiente y otros que lo hacen solo

lùnitadainente. Dos son los grandes sistemas que podemos identifîcar: el de

magistratura profesional (Common Law) y el de magisfa-atura burocrâtica (Civil

Law), ambos reflejo de una concepcion diferente del equUibro de poderes, de una

actitud diferente frente al roi de los poderes del Estado y fi-ente a la misiôn del

Poder Judicial particularmente. Estas diferencias son fhito de la lustoria y de una

tradiciônjuridica diferente.

u

De todas maneras, en uno u otro modelo de magistratiira, la fiuiciôn judicial es en

su esencia la misma: resoluciôn de conflictos, protecciôn de los derechos de los

individuos entre si y fi-ente al Estado y limite al autoritarismo del poder pûblico. Es

por esta razôn que résulta conflictiva la relaciôn entre el Poder Judicial y el Poder

Ejecutivo, este ultimo sujeto a decisiones de lajusticia en numerosas oportunidades.

Es por ello que el poder pùblico se mclma nonnalmente a resti-ingù- el ùnpacto

politico del Poder Judicial y para ello recurre a todos los medios posibles, utiUzando

diversos mecanismos de Umitaciôn del Poder Judicial que clasificaiTios como

"mecanismos politicos" y "mecanismos mstitucionales". Aiiibos de carâcter

ilegitimo, los "mecanismos politicos" son ademâs ilegales. Los "mecanismos

institucionales", peUgrosamente, mantienen una apariencia de legalidad. Dichos

mecanismos se fflti-an en el sistema politico a través de dos vias: a) la organizaciôn

jurisdiccional: sea restringiendo la mvestidura del Poder Judicial, limitando la

extension de la competencia de los jueces, o generando una dependencia entre los

diverses nivelés de la pirâmide jurisdiccional; y b) el estatuto de los magisfa-ados:
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debilitaado las garantias de mdependencia de la magistratura que rodean a los

procesos de selecciôn, designaciôn, nombraniiento, remuneraciôn, promociôn y

remociôn de los magistrados.

^

u
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SEGUNT)0 CAPITULO: Argentina: Independencia del Poder Judicial

"El Poder Judicial pénétra en el hogar de cada

hombre, juzga su propiedad, sii repiitaciôn, su vida,

todo. ^No es entonces importantisimo que seaperfecto

y completamente independiente, sin que nadie lo

influencie o lo contrôle a excepciôn de Dios o su

conciencia? La Constituciôn es laprotecciôn que tiene

el pobre contra el rico; la salvaguardia del pueblo

contra las poderosas ambiciones de los intereses

egoistas, el bahiarte contf-a la anarquia y la

corrupciàn, pero carecerà de Jïierza y eficacia si no

existe un Poder Judicial qiie la custodie y la

mantenga. " Sentencia "Evans vs. Gore", de la Corte

Suprema americana.

La Constituciôn Nacional Argentina consagra el principio de separaciôn de poderes

y, consecuentemente, el de mdependencia del Poder Judicial. Este ûltùno principio

esta ùnplicitamente consagrado en el texto constitiicional sancionado en 1953 como

valor fundamental del sistema politico argentmo. La estmctura constitucional

resguarda satisfactoriamente la independencia individual (sustantiva, personal e

interna) y colectiva de la magistratiira, es decir, la independencia del Poder Judicial

en sus diversas mai-iifestaciones. Las posteriores reformas constitucionales, salvo la

de 1994 que analizaremos mas adelante, no han modificado ni mterfèrido en la

amplitud con que este principio ha sido insuflado en el sistema politico argentmo.

u De modo que atendiendo al objetivo primordial de limitaciôn de poder, el Poder

Judicial tiene reservado en la Constihicion Nacional ima flincion de gobierno de
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gran repercusiôn en la vida politica del Estado y, en consecuencia, im lugar de igual

jerarquia que los demâs poderes pûblicos. Las ramas politicas de gobiemo se

controlan mutuamente a fin de evitar la concenti-aciôn de poder en un solo ôrgano,

estableciendo asi un determinado equilibrio entre ellos. Mas ami, la independencia

del Poder Judicial pennite garantizar esa division de poderes y el control del

accionar de los gobemaates. La actividad de los ôrganos politicos esta, asi,

sometida a marcos juridicos bien definidos.

Nuestra intenciôn en este capitulo es poner en evidencia que las garantias esenciales

que promueven la independencia del Poder Judicial estân présentes en la

confîgiiraciôn del sistema judicial argentino en 1989, fecha de imcio de la

presidencia de Carlos Menem. Presentaremos las caracteristicas principales del

sistema judicial argentino vigentes al momento de asumu- Carlos Menem la

presidencia de la Naciôn. Este anâlisis revelarâ que la ùidependencia del Poder

Judicial se encontraba satisfactoriamente garantizada por las disposiciones

constitiicionales vigentes.

0

La metodologia que adoptaremos en este capihilo tiende a retomar los conceptos

que ya hemos esbozado. En el capitulo précédente hemos identifîcado que el

sistema judicial cuenta con dos tipos de "canales institucionales de influencia" a

través de los cuales pueden fîltrarse diversos mecanismos, sean poUticos o

institucionales, tendientes a modificar el grado de mdependencia del Poder Judicial

en el sistema politico. Es por ello que, favoreciendo la coherencia general de

nuestra exposiciôn, adoptaremos la misma metodologia para presentar, en este caso,
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las caracteristicas de esos canales de mfluencia en el sistema politico argentino y la

soUdez que otorgan, en su conjunto, ai sistema judicial argentmo. Es decir, veremos

que esos "canales de mfluencia" a través de los cuales es posible que se filtren

"mecanismos de limitaciôn de la independencia del Poder Judicial" estân lo

suficientemente protegidos contra posibles avances del poder politico en Argentina.

Analizaremos asi las caracteristicas del sistema judicial argentino desde esa doble

perspectiva: la organizaciônjiirisdiccional y el estatiito de sus magistrados.

A. Organizaciôn jurisdiccional del sistema judicial argentino

0
Hemos senalado, en el capift.ilo anterior, que dentro de la orgaiùzaciôn

jurisdiccional de un sistema judicial, son très los cammos para influù- sobre la

mcidencia del Poder Judicial en el sistema politico: a traves de la investidiira de la

funcion judicial, del sistema de jurisdicciôn al que responda, y de las relaciones

establecidas entre los diverses nivelés de la pirànùde jurisdiccional. Retomaremos a

continuaciôn cada uno de eUos presentando el caso argentino. Veremos que tanto la

mvestidura de la fimciôn judicial como Poder del Estado, la unidad de jurisdicciôn

del sistema judicial y las rclaciones que deben respetarse enti-e los diverses nivelés

de la piràmide jiiïisdiccional conti-ibuyen a fortalecer la posiciôn de independencia

del Poder Judicial en el sistema politico argentino. A contmuacion desarrollaremos

cada imo de estas aspectos:

0
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l. Investidura del Poder Judicial en la Constituciôn

El art. 108 de la C. N. es de fundamental importancia en cuanto a la mstalaciôn

constihicional del Poder Judicial de la Naciôn y la mvestidura que tiene asignada: la

de uno de los très poderes del Estado, y en consecuencia, independiente de los

demâs. Dicho Poder Judicial consta de im solo ôrgano judicial que es su cùspide: la

Corte Suprema de Justicia de la Naciôn (Sabsay y Onamdia, 1997, p.369). El

Congreso de la Naciôn tiene la facultad de crear los demâs intégrantes de este

poder, denominados genéricamente "tribunales inferiores".,"

0
De este modo, la fiuiciôn judicial tiene la categoria de "Poder" en la Constituciôn

Argentina y dicho poder reviste idéntica jerarquia institucional que los otros dos

poderes del Estado, el Legislativo y el Ejecutivo. La separacion enti'e el Poder

Ejecutivo y el Poder Judicial es clara. En vùliid del art. 109 de la C.N el Poder

Ejecutivo tiene expresaniente prohibido asumir funciones judiciales y en este

sentido, la adiTiinistraciôn de justicia no solo es privativa del Estado smo ademâs

del Poder Judicial. Esta disposiciôn constifticional refùerza la consagraciôn del

principio de separaciôn de poderes y la investidiu-a de "poder" politico

mdependiente que le cabe al Poder Judicial de la Naciôn, proliibiendo claramente ai

Poder Ejecutivo el ejercicio de ftmciones judiciales. De este modo la separaciôn

entre el Ejecutivo y el Judicial es contundente y no déjà nmgùn lugar a dudas

(Sabsay y Onaindia, 1997, p.370).

u
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En cuanto a las caracteristicas del Poder Judicial, se trata de un poder

autorrestrmgido e independiente. Prùiieramente, es autorrestringido parque no

puede actiiar de oficio sino a pedido de parte y debejuzgar segûn la ley. En segundo

lugar, es un poder independiente en sus decisiones (Quiroga Lavié, 2000, p.698)

aunque no esta fuera de control de los otros dos poderes pûblicos y bien podemos

refermios a una situaciôn de "pesos y contrapesos" enti-e eUos. Por un lado, dépende

del Poder Ejecutivo para dar cumplùiùento a sus decisiones que requieren de la

fiierza pûbUca y por el ofa-o lado, es facultad del Congreso reglamentar sobre la

jurisdicciôn federal. Finahnente, los miembros del Poder Judicial pueden ser

sometidos ajuicio de rcmociôn respetando los procedumentos predeterminados.

0 El Poder Judicial, que participa en el gobiemo de la Naciôn jiinto al Poder Ejecutivo

y al Legislativo, cuenta con atribuciones pûblicas especificas. En este sentido le

caben très tipos de fùnciones que son absolutamente mdelegables (Quù-oga Lavié,

2000, p.697): a) desde un punto de vista institucional, el Poder Judicial contrôla a

los poderes pùblicos y a los particulares en la medida en que eUos ejercen ese poder

pùblico; b) desde el punto de vista del federalismo, la Justicia federal custodia la

supremacia de la Constituciôn incluso sobre los derechos de las provincias (art. 31 y

116 de la C.N.) declarando la mconstitucionalidad o la nulidad de las leyes o de los

actos de gobiemo; y e) desde un pimto de vista jurisdiccional, la justicia federal

interpréta y aplica normas jiiridicas para dù-ùiur controversias (art. 116 de la C.N.).

0
De modo que la fiuiciôn judicial en Argentina ha sido dotada de la estmctiira que

mejor garantiza la mdependencia de los magistrados respecto del accionar de los
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poderes politicos: la funciôn judicial no fonïia parte de la actividad del Ejecutivo

sino que es totahnente independiente y asumida por im tercer Poder del Estado, el

Judicial, con funciones especifïcas e indelegables.

2. Unidad de Jurisdicciôn

0

0

La organizaciôn jurisdiccional de las mstituciones judiciales en Argentma responde

a la fradiciôn anglosajona (Common Law). En virtiid de este modelo existe lin solo

orden de jurisdicciôn coronado por la Corte Suprema de Justicia que entiende en

todo tipo de causas sin que exista, en principio, un orden de jurisdicciôn

administrativa diferente para las causas que mvolucran al Estado. EUo favorece la

imparcialidad de las decisiones judiciales cuando la acciôn de los poderes del

Estado esta en duda. No existen tribunales diferentes para juzgar las causas en las

que el Estado es parte. En este sentido, el sistema judicial argentmo favorece

considerablemente la mdependencia judicial. Debemos aclarar, sm embargo, que a

pesar de la estructura constitucional que asi lo detemiina, existen en el sistema

argentino tribimales administrativos creados por ley como lo son, por ejemplo, el

Tribunal Fiscal de la Naciôn, el Tribunal de Faltas, la Direccion Nacional de

Migraciones, el Banco Centi-al, entre otros. Una mterpretaciôn estricta del art. 109

de la C.N. que prohibe al Poder Ejecutivo el ejercicio de funciones judiciales nos

llevaria a pensar en la inconstitiicionalidad de la via reciirsiva administrativa

establecida por ley (Qiiiroga Lavié, 2000, p.700). Sm embargo, en todos los casos el

procedmiiento administrativo asegura la via judicial ima vez agotadas las mstancias
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administrativas, sitiiaciôn que segûn la mterpretaciôn doiïunante de la Corte

Suprema de Justicia es compatible con la Constituciôn. Es decir, en todo

procedimiento administrativo es posible alcanzar la mstancia judicial, con la Corte

Suprema de Justicia en su cùspide, previo agotamiento de los recursos

adiTiinistrativas disponibles (art. 23 de la ley 19.549), lo que mantiene el sistema de

unicidad de jurisdicciôn y confîniia la mdependencia del Poder Judicial para actuar

en todas las cuestiones, incluso administrativas, sm excepciôn.

3. Relaciones entre los diverses nivelés de la pirâmide

jurisdiccional

Si bien la actividad jurisdiccional es la fimciôn propia y esencial del Poder Judicial,

este desarrolla ademâs otro tipo de tareas: las adniùustrativas. Estas ùltùnas le

permiten al tribunal llevar a cabo su funciôn primordial de conocer y resolver

conflictos mediante el dictado .de una sentencia. Las relaciones entre los distintos

nivelés de la pirâmide jurisdiccional son diferentes segùn se trate de la ejecuciôn de

las actividades jurisdiccionales o adiiumstrativas. Solo existe jerarquia entre los

magistrados de mstancias inferiores y superiores respecto de las relaciones

administi-ativas que se generan entre ellos, pero no respecta de la actividad

jurisdiccional que desarrollan. Y es justamente esta peculiaridad la que garantiza la

independencia de los magistrados en el ejercicio de su fi.mciônjurisdiccional.

u
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Esta caracteristica de las instituciones judiciales argentnas, y en reaUdad toda su

estructura, responde al modelo de coordinaciôn de los paises del Common Law en

virtiid del cual los jueces que revisten mayor dignidad formal no poseen un poder

de instmcciôn sobre los magistrados de mstancias mferiores . Todos losjueces, sin

consideraciôn de la mstancia en la que desempenan sus fimciones, reciben sus

facultades dù'ectainente de la ley, es decir, de una imsma y ûnica fuente. No existe

en la estnictura jiirisdiccional "delegaciôn de autoridad" de un juez a otro de

mstancia inferior. Por el contrario, esa misma ley establece en que casos im juez

deberâ mtervenir y en que casos no. Y es justamente la razôn por la cual los jueces,

en materia jurisdiccional, son prâcticamente independientes en su totalidad

(Cavagna Martmez, Bielsa y Grana, 1994, p.13). El prmcipio segûn el cual el

superior siempre puede reconsiderar la resolucion de un subordinado por via de im

recurso jerârquico -vigente en la organizaciôn de la adnunistraciôn pùblica- no

funciona en materiajurisdiccional:

" El ôrgano de instancia superior no esta autorizado para revisar las decisiones de
aquel respecta del cual es alzada por una régla general de dependenciajerârquica,
sino que ùnicamente puede hacerlo cuando las disposiciones que fijan los
procedimientosjudiciales asi lo determinan; ...de hecho, existen numerosos casos
en los que las resoluciones de los jueces son irrevisables en otra instancia."
(Cavagna Martinez, Bielsay Grana, 1994, p.73).

u

Ahora bien, parece contradictorio hablar del deber moral de los jueces inferiores de

conformar sus decisiones a los faUos de la Corte Suprema de Justicia. Sin embargo,

este deber moral se fonda en la presimciôn de verdad y justicia de las sentencias del

19' Esta caracteristica es una de las razones principales que sustentan la independencia interna deljuez respecto de sus
colegas.
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Tribunal Supremo de la Nacion y en la necesidad évidente de evitar recursos

inûtUes. Por el contrario, la iiùsma Corte Suprema de Jusdcia entiende que:

"... dicho deber moral no sustrae a losjueces la facultad de apreciar con su propio
criteria esas resoluciones y apartarse de ellas cuando, a su juicio, no estan de
acuerdo con preceptos légales claros. Ello es asi, parque ningùn fribunal es
infalible y no faltan précédentes de que en determinadas oportunidades vuelvan
sobre sus anteriores decisiones, aùn en casos anâlogos." (Cavagna Martinez, Bielsa
yGrana, 1994, p. 13).

Asi se conserva el criterio segûn el cual solo existe relaciôn jeràrquica entre los

diferentes nivelés jurisdiccionales en cuestiones adiTiimstrativas y, por el contrario,

se garantiza la mdependencia del magistrado en lo que atane a su funciôn de

jiirisdicciôn especifîca. De este modo la C.S.J.N es solo un referente para losjueces

de instancias mferiores, si bien de gran peso, pero no debe ejercer sobre ellas un

control del contenido o la orientacion de las decisionesjudiciales.

B. Estatuto de la magistratura en el sistema judicial argentino

0

El estatuto de los magisti'ados en el sistema judicial argentino constituye el segundo

canal de influencia a través del cual es posible filtrar mecanismos que atenten

contra la mdependencia del Poder Judicial. Dicho estatuto ha adoptado los

lineainientos del sistema de la magistratura profesional (Common Law), sistema que

hemos anticipado como aquél que mejor garantiza la independencia del Poder

Judicial. Ahora bien, a contmuaciôn describiremos dicho estatiito al tiempo en que

Carlos Menem asuiiie el poder, en 1989. Debemos tener en cuenta que en 1994,

mediante ima refonna constitiicional, el estatuto de los jueces se modifîca
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considerablemente. Sin embargo, durante el gobiemo menemista el nuevo estatuto

mfa-oducido para los magistrados con la refonïia constitucional de 1994 no opera

sino tardiamente, a partir de 1988, cast fînalizando su mandato y al tiempo en que la

subordinaciôn del Poder Judicial estaba ya concretada. A contmuacion

presentaremos los principales aspectos que conforman dicho estatiito y que

operaron plenamente durante el periodo de gobiemo de Carlos Menem y contra el

cual este avasallô: los procedimientos de selecciôn, designaciôn, nombramiento,

remuneraciôn y remociôn de los magistrados.

l. Selecciôn y designaciôn de los jueces

u

El Poder Ejecutivo cuiTiple un roi de gran importancia en el procedùiùento de

selecciôn y designaciôn de magistrados. Los intégralités del Poder Judicial no son

directamente elegidos por el pueblo, como es el caso de los intégrantes de los otros

dos poderes del Estado. La Constitucion establece "ima justicia con representacion

mdù-ecta cuya legitiïnaciôn democrâtica proviene de los ôrganos que participan en

el proceso de selecciôn y designaciôn." (Oteiza, 1994, p.7). Tanto en el caso de los

miembros de la Corte Suprema de Justicia como en el caso de los magistrados de

instancias mferiores, es el Poder Ejecutivo el que tiene la potestad de realizar dicha

selecciôn. En efecto, se trata de un elemento discrecional a disposiciôn del poder

politico, aunque dicho factor se ve contrarrestado por el sistema de designaciôn en

el que participa la voluntad del Poder Legislative. Los ministros de la Corte

Suprema como los jueces de los demâs ti'ibimales inferiores son designados por el
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Présidente previo acuerdo del Senado de la Naciôn segùn lo establece el antiguo art.

86 inc. 5 de la C.N , antes de la reforma de 1994.

2. Nombramiento: Principio de inamovilidad de los jueces

El antiguo art. 96 de la C.N. consagra el prmcipio de mamovilidad de los jueces,

condiciôn elemental para asegurar la mdependencia del Poder Judicial22. No solo es

asignada a los jueces de la Corte Suprema de Justicia sino a todos los jueces de la

Naciôn. En vù-tud de esta garantia los jueces son nombrados en su cargo a vida,

mientras dure su buena conducta (Sabsay y Onaindia, 1997, p.371). Es decir, tienen

asegurado su cargo en esas condiciones y no pueden ser removidos salvo en caso de

"mal desempeno" y mediante im procedmiïento especial, el de juicio politico,

previstos en el antiguo art. 51 de la C.N. Dicha mainovUidad garantiza la

mdependencia de los magisfa'ados fi-ente a presiones del Poder Ejecutivo que en

consecuencia no puede alterar su nombramiento salvo causales légitimas que deben

ser probadas mediante procedinùentos preestablecidos. De este modo se tiende

efectivamente a garantizar la independencia del magisfrado frente a presiones

extemas, especiahnente provenientes del Poder Ejecutivo. El poder politico no

puede desplazar unilateralmente ai magistrado del cargo para el cual miciahïiente ha

sido designado. For el conti-ario, es necesaria una justa causa y la puesta en

fi.mcionaniiento del procediïniento de juicio politico previsto a tal efecto. El Poder

0 Ambos procediœientos, el de selecciôn como el de designaciôn, fiieron modificados con la reforma de 1994.
El alcance de dicha modificaciôn es explicado mas adelante.
21 Actual art. 100 de la C.N.
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Ejecutivo no puede desplazar m trasladar por sunple decreto a ningun magistrado

del cargo que ostenta. Necesita para ello un nuevo acuerdo del Senado y la voluntad

del magistrado.

3. Remuneraciôn : Principio de irreductibilidad de sus

retribuciones

0

Esta garantia de gran trascendencia para el resguardo de la iûdependencia de los

magistrados también esta contemplada en la Constituciôn Nacional, en el antiguo

art. 96 de la C.N.23 Junto con la garantia de mamovilidad, la intangibilidad de las

remuneraciones de los jueces constitiiyen las dos garantias prmcipales de resguardo

de la mdependencia del Poder Judicial. Los magisti-ados reciben por mandato

constitiicional una compensaciôn por su trabajo cuya mtajagibilidad esta garantizada

de modo que no podrâ ser disiimiiùda de manera algima. Ello évita que los

magisù-ados se vean de cualquier modo preocupados por su avemr économico o

presionados a través de este medio por el poder politico. El alcance de la

mtangibUidad de las remuneraciones es absoluto, carâcter que asiune marcada

importancia en épocas de alta mflaciôn que no son ajenas a la historia argentina.

4. Remociôn

u
22Esta garantia fiie parciabnente restringida con la refoima de 1994.
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El antiguo art. 51 de la C.N. establece eljuicio politico como ùnico procedmuento

de remociôn para los ininistros de la Corte Suprema de Justicia y demâs jueces,

sistema que elimma toda fonna de destituciôn arbitraria de un magistrado por el

poder politico . Dicho procedimiento prevé la acusaciôn del magistrado por la

Câmara de Diputados ante el Senado a fin de obtener la remociôn administrativa del

cargo que ocupa. La imsma Constituciôn Nacional detemuna las causales que

pueden motivar dicho juicio politico y que escapaa a la discreciôn del poder

politico: mal desempeno de sus funciones, crimenes comunes o delitos en el

ejercicio de sus funciones.

C. Conclusion

"Afîanzar la justicia" es luia de las prenùsas esenciales de la Constituciôn

Argentina. Para ello se erigiô un Poder Judicial mdependiente, dotado de las

garantias suficientes para mantenerse en dicha siùiaciôn de autonomia. Las

precauciones constitucionales se imparten en dos dù'ecciones: la organizaciôn

jurisdiccional y el estatuto de los magistrados.

u

Respecta a la organizaciôn jurisdiccional en el sistema politico argentino, la

investidura de la fùnciôn judicial como "Poder del Estado" es una garaatia de

capital importancia. EUa posiciona al Poder Judicial en igualdad de condiciones

respecta de las otras dos ramas de gobiemo y esa situaciôn favorece su

Este aspecto no fue modificado par la reforma de 1994.
Este sistema fue modificado por la reforma constitucional de 1994.
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independencia. Incluso el Poder Ejecutivo tiene expresamente prohibido el ejercicio

de fùnciones judiciales, lo cual no es sino una aplicaciôn del prmcipio de division

de poderes y la reafîrmaciôn de la mdependencia del Poder Judicial. A ello se suma

la existencia de una ûnica jiirisdicciôn para todo tipo de conflictos, incluso para

aquellas cuestiones constitucionales o administrativas que comprometen el accionar

mismo del Estado. Nmgûn tipo de causa escapa, en consecuencia, a la jurisdiccion

judicial elùninando el riesgo de eventiales directivas que quisiera impartir el Poder

Ejecutivo como pautas para una decision judicial favorable a sus mtereses. La

mdependencia del juez no solo esta protegida contra los avances del Poder

Ejecutivo sino también respecte de presiones al mterior del nùsmo sistema judicial:

dentro de la dinàiiiica intema de la pirâmide jurisdiccional, los jueces gozaa de

mdependencia respecto de los demàs magistrados, lo que les asegura que su

sentencia no sera revisada por otro colega smo en los casos determinados

especificamente por la ley. Asi el magistrado se mserta en un sistema que protège

su independencia de criterio.

u

Respecta al estatuto de los magisti-ados en el sistema politico argentmo, las

garantfas de mdependencia del Poder Judicial se ven lideradas por los principios de

inamovilidad en el cargo e mtaiigibUidad de las remmieraciones, las dos garantias

indispensables para el mantenùmento de la independencia judicial en cualquier

sistema politico. Los restantes aspectos de dicho estatuto -selecciôn, designaciôn y

remociôn- responden al modelo de las magistraturas profesionales: se resguarda asi

de una manera mas efectiva la mdependencia judicial que si se hubiese optado por

el sistema de magistraturas burocrâticas. Mas aûn, a estas garantias constitucionales
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se suman en el sistema judicial argentino ciertas mcompatibiUdades para el ejercicio

de actividades de los magistrados, tanto en el sector pùblico como privado, salvo la

docencia y la mvestigaciôn: ello fortifîca la mdependencia del juez y, en

consecuencia, la imparcialidad de juicio en las decisiones judiciales (Sabsay y

Onaindia, 1997, p.372).

Todos los recaudos que hemos senalado anteriormente tienen un mismo

presupuesto subyacente: "protéger a los magisti'ados de posibles presiones de los

mtegrantes de los otros poderes" (Oteiza, 1994, p.7). En una vision global, los

principios y la nonnativa constitucional argentma vigente al momento de asmTiir

Carlos Menem la Presidencia del pais aseguraban sufîcientemente la mdependencia

de espiritu de los jueces. En efecto, no existen procedimientos que aseguren

plenamente la mdependencia del Poder Judicial. Sm embargo, existen algunos que

lo hacen de mejor manera que otros. Entre estos dispositivos, los adoptados por la

Constitiiciôn Argentma, a imagen del sistema norteamericaiio, contribuyen a

fortalecer la posiciôn del Poder Judicial en la balanza de poderes pùblicos y tienden

a asegiirar su independencia en benefîcio de los ciudadanos y de la democracia.

Este es el sistema judicial que debia respetar y promover el gobierno meneiidsta.

Paradôjicainente, como veremos a continuaciôn, es el area que revelô el punto mas

débiï del ex présidente Carlos Menem: "su sensaciôn de que las instituciones deben

ser adaptables a las cù'cunstancias y no al rêvés." (Sopena, 1999).

0
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TERCER CAPtTULO: Argentma 1989-1999: Carlos Menem y los mecanismos

utilizados para limitar la independencia del Poder

Judicial

"Como Présidente de la Naciôn busqué a los hombres

que en la Corte Supremafiieran un contralor imparcial

e insospechado de las demasias de los otros poderes

delEstado, y que viniendo de la oposiciôn dieran a sus

conciudadanos la mayor segiiridad de la amplia

protecciôn de sus derechos, y la garantîa de una totaly

absoluta independencia del Alto Tribunal". Bartolomé

Mitre -palabras con que piiso en fimciones a los

primeras intégrantes de la Corte Suprema de Justicia

delaNaciôn, 1863-.

A. Antécédentes de esta problemâtica en Argentina

0

La problemâtica de la lùnitaciôn de la independencia del Poder Judicial en

Argentina es de vieja data. Los fres poderes del Estado creados con la jura de la

Constituciôn en 1953 no se organizaron conjiuitaiiiente. El proceso de

institucionalizacion del Poder Judicial duro practicamente 10 anos. En efecto, la

primera integraciôn de la Carte Suprema de Justicia de la Naciôn (C.S.J.N) se

produjo recién en 1963, a lo que se suma que sus miembros se caracterizaban por su

trayectoria politica anterior. Sin embargo, enfa-e 1860 y 1930, la instituciôn gozô de

marcada estabilidad mstitucional acorde a la estabiUdad politica del pais en general

(OteizaJ994, p.38).
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Por el contrario, el période que continuarâ en la vida politica argentina, desde 1930

hasta 1983, estuvo marcado por la alternancia de gobiemos civUes y nùUtares y el

Poder Judicial no fi.ie ajeno a estos vaivenes. Una nueva etapa en la admùiïstraciôn

de la justicia coiiùenza cuando la Corte Suprema legitùna el golpe de estado de

1930 y luego el de 1943, condenândose con esta actitud a depender en adelante del

poder politico al que literalmente estimulaba a quebrantar el orden constitucional.

Dicha actitud de debilidad y, paradôjicamente, ima abierta oposiciôn politica al

nuevo gobiemo de Perôn a partù- de 1946 le costô su propia integridad cuando el

gobierno justicialista, argumentando la actitud de la Çorte Suprema en 1943, ùùciô

juicio politico a sus miembros2 , destituyéndolos y nombrando en su reemplazo a

niinistros proclives al peronismo. Ademâs, mediante la refomia constitiicional de

1949 se realize una purga de jueces mferiores nombrando en su reemplazo ajueces

que respondian a la orientaciôn del gobiemo. En 1955, el gobiemo de facto que

asume cesanteô a los nùembros de la Corte una vez mas y puso "en comisiôn" a los

demàs magistrados, surgiendo asi jueces netaiiiente de facto, sm acuerdo del

Senado. Con Frondizi, en 1958, el Poder Legislativo otorgô un acuerdo senatorial

en bloque a los magistrados judiciales que carecian de el -jueces de facto-, salvo

algunas excepciones. En 1960 se ampUô el numéro de jueces de la Corte de cinco a

siete. Illia (1963-1966) intentô ampliar la C.S.J.N. nuevamente, pero sm éxito. Con

la "revoluciôn argentma" se viviô una nueva cesantia de todos los ministros de la

C.S.J.N. El peronismo en 1973 mtentô el recaiïibio de los intégrantes de Poder

Judicial ofreciendo benefîcios jubilatorios privilegiados. La C.S.J.N. fue

niievamente derrocada por eF'proceso de reorganizaciôn nacional" (1976-1983). En

25El Congreso estaba constituido por amplia mayoria peronista.
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1983, fmalmente, retomô la democracia en Ai-gentma con el gobierno de Raùl

Alfonsm y se mtegi'ô im nuevo Poder Judicial, sin mayor atenciôn a su peso

politico. Carlos Menem, que asume el segundo gobiemo constitucional después del

retorno de la democracia a Argentma, heredô asi la esencia nùsma del mecanismo

institucional ideado por la Constituciôn: un Poder Judicial que se modifique

lentamente, con el transcurso de los anos, sm relaciôn alguna con los cambios

poUticos que se produzcan en los otros dos poderes del Estado.

Como podemos advertir, la actitud del Poder Ejecutivo de subordinar al Poder

Judicial esta présente a lo largo de la historia argentina a partir de 1930. Incluso

antes aim, pues el Poder Judicial no se perfîla natiiralmente como im poder

equiparado a los otros dos en importancia e mdependencia. Los mecanismos

utiïizados por el Poder Ejecutivo en los diferentes periodos politicos del pais para

privar al Poder Judicial de su fùnciôn politica de control son variados y diferentes

segûn las épocas y las circunstancias.

B. Anàlisis politico de la relaciôn entre el Poder Ejecutivo y el

Poder Judicial durante la Presidencia de Carlos Menem

"Las dos presidencias de Carlos Menem diirante el

periodo constitucional mas largo de la historia

argentina arrastraron al Poder Judicial a un

desprestigio extendidoy profimdo.... década en que el

prestigio de la justicia argentina descendiô en la

consideraciôn pùblica como jamâs habîa ocurrido

antes. " Rafaël Bielsa.
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Los mécanismes institucionales y politicos de control del Poder Judicial utilizados

por Carlos Menem como titular del Poder Ejecutivo son parte de una estrategia

politica cuyo objetivo fùe la creaciôn de un poder sm confa-ol. La relaciôn entre el

Poder Ejecutivo y el Poder Judicial adquiere entonces, mevitablemente, matices

conflictivos. Constataremos que la sihiaciôn de oposiciôn entre ambos poderes

desenlaza una estrategia del Poder Ejecutivo que no nude las consecuencias

nefastas de una actitud autoritaria dispuesta a valerse de cualquier mecanismo

posible para sojuzgar al Poder Judicial. A continuaciôn analizaremos los diferentes

aspectos de dicho enlrentamiento: sus actores, su objeto, los mtereses enjuego, las

consecuencias y los recursos de cada uno de los oponentes para hacer valer su

voluntad trente a su adversario.

Se ti-ata de un conflicto en el que se enfrentan dos actores: el Poder Ejecutivo, en

calidad de sujeto conti-olador, y el Poder Judicial, como sujeto controlado.

Podemos decir que se trata de una relaciôn social que se présenta bajo la fonna de

una consecuciôn de acontecmùentos que resultan del rechazo del Poder Judicial a

ser sometido al control del Poder Ejecutivo y de la insistencia de este por ùiiponer

dicho control sobre aquél (Bélanger y Lemieux, 1996). En teoria, se trata de dos

actores en pie de igualdad, de idéntica jerarquia constitucional y de igual peso

politico. En la prâctica, sùi embargo, hemos visto que existe una gran desigiialdad

entre imo y ofa-o poder. El objeto de dicho conflicto es el contenido de las decisiones

judiciales, especiahnente aquellas que emanan de su mas Alto Tribunal, la Corte

u
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Suprema de Justicia de la Naciôn26. Aliora bien, dicha relaciôn conflictiva se généra

como consecuencia de una mvasiôn del Poder Ejecutivo en la esfera de funciones

del Poder Judicial y, en consecuencia, de una alteracion del equilibrio y de la

misiôn que la Constituciôn Nacional asigna a cada uno de estos poderes. Es decù-,

ambos actores tienen intereses que son incompatibles, situaciôn que généra el

conflicto (Bélanger y Lemieux, 1996). For mi lado, el Poder Ejecutivo prétende

lograr un poder absoluto manteniendo, sin embargo, ima apariencia de poder

limitado. For otro lado, el Poder Judicial prétende, legitùiiamente, ejercer la funcion

de control y garantia que la Constitiiciôn Nacional le asigna, a fin de asegiirar la

vigencia del sistema democrâtico mismo. Estos mtereses opuestos ponen en juego

UTiportantes consecuencias, no solo para los actores en pugna directa, sino ademâs

para la sociedad en su conjunto que es en definitiva la que recibe el ùiipacto del

resultado de dicho conflicto. Tanto para el Poder Ejecutivo como para el Poder

Judicial el resultado de la contienda acarrea sensiblemente las mismas

consecuencias: a) si el Poder Ejecutivo logra infliur en el contenido de las

decisiones del Poder Judicial no solo refuerza su poder y évita asi oposiciones a su

politica smo que legitmia a su vez su propio accionar; b) si, por el conû-ario, el

Poder Judicial logra mantener su independencia, cumple el rol de contralor de los

actos del Poder Ejecutivo que tiene asignado especificamente asegiirando, al iiusmo

tiempo, la separaciôn de poderes, la vigencia de la Constituciôn Nacional y del

sistema democrâtico de gobiemo. En lo que respecta a la sociedad -tercera

mteresada en este conflicto-, résulta claramente desfavorecida en caso de resolverse

La Corte Suprema de Justicia de la Naciôn es la cabeza del Poder Judicial como poder del Estado y, en
consecuencia, el tribunal de mayor peso politico por sujerarquia y funciones. Domiiiar la C.S.J.N. es dommar
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este coirflicto a favor del Poder Ejecutivo puesto que dicha sitiiaciôn le acai'rea très

nefastas consecuencias: parcialidad de la justicia, mipunidad en el sistema y

menoscabo en la vigencia del sistema democrâtico de gobiemo, consecuencias estas

de la concentraciôn del poder en un solo ôrgano de gobierno.

0

Asi planteado el conflicto de poderes, cada uno de eUos cuenta con detemunados

recursos a fin de ùnponer su control sobre su conù'incante. Hemos dicho

anteriomiente que el Poder Judicial es el mas débil de los fa'es poderes del Estado y

lo es justaiTiente en la medida en que sus recursos para mantenerse independiente

del Poder Ejecutivo son mucho mas escasos que los de su oponente. El Poder

Ejecutivo cuenta con importantes recursos en términos de influencia y en téniimos

de confa-ol. Su influencia se basa: a) en el hecho de su legitùiiidad popular -elegido

directamente por el pueblo, no asi los jueces-, b) en su carâcter de poder fùerte

fi-ente a los demâs ôrganos de gobiemo: carâcter hiperpresidencialista del régùnen

argentmo, e) en la habilidad polidca y liderazgo del ex presiente Carlos Menem, d)

en la presencia de ciertos condicionamientos de la organizaciôn judicial que no

favorecen la independencia del Poder Judicial27, e) en el roi que tiene asignado el

juez en el sistema politico argentmo como sùnple ejecutor técnico de la ley, reacio a

mtervenir en "cuestiones poUticas", f) en los antécédentes liistôricos y sociales28

que intensifîcaron la situaciôn de subordmaciôn del Poder Judicial en Argentina y

0

pràcticamente el Poder Judicial en su conjunto puesto que a ella le cabe la mterpretaciôn final de la Constituciôn
Nacional.
27 Esos condicionamientos son: l-1a selecciôn, el reclutamiento y la promociôn de los magistrados estàn a cargo
del Poder Ejecutivo, situaciôn que en un sistema caracterizado por un marcado hiperpresidencialismo, reduce al
Poder Judicial a una situacion de notable vukierabilidad; 2- el discurso judicial argentino esta dominado por una
concepciôn formal-legalista; 3- la clase judicial argentina esta constituida por elementos que provienen de
clases médias residuales y emergentes ùnbuidas de una mentalidad oligârquica (Bergalli, 1984, p.59 y ss.).
28Que hemos presentado como antécédentes de esta problemâtica.
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g) en la situaciôn de sometimiento en la que se encuentra la clase judicial argentina,

especiahnente la C.S.J.N.29 En cuanto a los recursos del Poder Ejecutivo en

témiinos de control fi-ente al Poder Judicial: a) el ex présidente Carlos Menem

conté mayormente durante su priïner mandato con mayoria politica en el Senado

dispuesta a apoyar su poUtica de control del Poder Judicial ; b) dispoma de

informaciôn politica que no estaba al alcance del Poder Judicial, objeto muchas

veces de mvestigaciôn por parte de este ultimo; c) disfintaba de un poder sufîciente

para modificar ciertas réglas de juego ; d) gozaba de habilidades personales de

conti-ol; y e) disponia de las fiierzas de ejecuciôn de las sentencias dictadas por el

Poder Judicial. For el contrario, el Poder Judicial no cuenta m con la facultad de

detenmnar su propio presupuesto32, m con fiierzas propias para ejecutar sus

sentencias, ni con la facultad de seleccionar los magistrados que la integran , m la

facultad de définir la estructiira bâsica de su organizaciôn , m cuenta con la

potestad de proponer proyectos de ley a fm de modificar eventuahnente las réglas

de juego en el conflicto35, ni tampoco détermina las nonnas de procedimiento que

aplicarâ en el fa-âmite de losjuicios3 (Cavagna Martinez, Bielsa y Grana, 1994).

u

29 Ejemplo patente de esta situaciôn résulta la jurispmdencia de la C.S.J.N. durante la ultima dictadura militar
que sostiene la "irrevisibilidad" de las detenciones dispuestas por el Poder Ejecutivo durante el estado de sitio
Ihistrando categôricainente el derecho del "habeas corpus" y negandojusticia frente a la flagrante violaciôn de
derechos humanos. Esos mismos jueces, par el contrario, lïente a la ùmiinente caida del regimen militar se
apresuraron a intervenir en las investigaciones pénales que hasta entonces habian evitado, buscando ima futura
convalidaciôn en el cargo y revelando una actitud politica-oportunista inaceptable.
30 Mecanismo de control que el ex présidente Carlos Menem aprovechô especialmente en los primeros anos de
gobiemo durante los cuales avasallo conb-a el Poder Judicial subordinândolo a tal punto que en adelante no
opuso mayor resistencia a su Dolitica v a los mtereses de su gobiemo.

Mediante decretos, en algimos casos, y en ota-os, mediante leyes avaladas por un Senado de mayoria partidaria.
32 Que corresponde al Poder Ejecutivo que propane el presupuesto general de la Naciôn, y al Poder Legislativo
que lo sanciona.
Mecanismo en el que si interviene el Poder Ejecutivo.
34 Facultad que corresponde al Congreso, mediante el procedimiento ordinario de formaciôn y sanciôn de leyes.
También el Poder Ejecutivo puede enviar proyectos de ley al respecto.
35 Facultad que si tiene el Poder Ejecutivo.
^Corresponde al Congreso dictar no solo las nonnas de fondo smo también de fonna, es decir, los
procednnientos a aplicarse para los trâimtesjudiciales.



63

Ahora bien, trente a este panorama de recursos disponibles, el ex présidente Carlos

Menem genera una estrategia que le penmte, al menor costo posible en téniunos de

legitimidad, controlar al Poder Judicial. EUo signifîca, por sobre todo, conservar la

apariencia de legalidad y de legitùmdad de sus actos. Sin embargo, su conducta esta

orientada a modifîcar ilegitiiTiaiiiente un estado de hecho y de derecho previsto

expresamente por la Constituciôn y que consiste en garantizar la independencia del

Poder Judicial. En este sentido, la primera estrategia que adopta es la de mantener

las negociaciones en la esfera de su propio gobiemo conduciendo a los mtegrantes

del Poder Judicial al terreno que le es mas favorable, el de las negociaciones y el del

manejo de los resortes e influencias que estân bajo su ôrbita. El objetivo es

desestabilizar al Poder Judicial. En efecto, los prmieros mecanismos utilizados

fiieron de carâcter politico37. Ahora bien, esta estrategia généra inevitablemente una

gran desjerarquizaciôn y desvalorizaciôn global de la justicia produciendo un

iiiusitado debate social. Como consecuencia de dicha poleimca, el campo de

enfi-entamiento entre el Poder Ejecutivo y el Poder Judicial se desplaza al terreno de

las comimicaciones y de la sociedad misma. Modifîcadas en consecuencia las réglas

de juego que impone dicho âmbito de discusiôn, los mecanismos politicos

resultaron menas adecuados y acarreaban necesariamente un gran costo politico. De

modo que el desarrollo de los acontecùiùentos provocô un ajuste estratégico que

dériva en la adopciôn de nuevos mecanismos, aliora mstitucionales, de limitaciôn

de la independencia del Poder Judicial. Dichos mecanismos fùeron hâbitoiente

0 37No existen, sin embargo, periodos estancos en los cuales el Poder Ejecutivo haya utilizado mecanismos
politicos a exclusion de los institucionales, o viceversa. Ambos tipos de mecanismos cohabitan como
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escogidos por el Poder Ejecutivo que, conservando el manejo de la situaciôn,

trasladô astutamente la controversia, esta vez, al âmbito del Poder Legislativo en

donde cuenta con apoyo a su proyecto de copamiento del Poder Judicial

legitimando, al mismo tiempo, su accionar fi-ente a la polémica social desatada. A

contmuaciôn presentaremos estas mecanismos politicos e institiicionales utilizados

por Carlos Menem durante su Presidencia.

C. Mécanismes politicos utilizados para limitar la independencia

del Poder Judicial

Los mécanismes politicos se impusieron como la primera opciôn y como la mas

conveniente debido a la ùunediatez de sus resultados que no dependen del

funcionamiento de la maquinaria légal para efectivizarse. Carlos Menem, a través

de sus colaboradores38, no dudô en utiUzarlos. Estos mecaiùsmos, que se

caracterizan no solo por su ilegitimidad smo también por su ilegalidad, son: la

bùsqueda de vacantes en ôrganos judiciales claves; la selecciôn, designaciôn y

nombramientos irregulares de jueces; la obstmcciôn al normal ftmcionamiento de la

mstituciôn del "juicio politico" y, finahnente, la utUizacion de presiones poUticas

para orientar las decisiones de la Corte Suprema de Justicia. A continuaciôn

desarrollaremos cada imo de estas mecanismos.

u mecanismos de control predominando unos u otros segùn se desarrollan los acoiitecinuentos que los generan
coma estrategia mas conveniente del Poder Ejecutivo para someter al Poder Judicial.
Entre sus colaboradores principales: José Roberto Dromi, R.E.Granillo Ocampo, Eduardo Bauzâ, Carlos
Corach, JuUo Oyhanarte, César Arias, L.C. Arslanian, entre otros.
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l. Bùsqueda de vacantes en ôrganos judiciales claves

"El sistema esta pensado para que cada présidente

reciba una Corte Suprema que no désigna y solo se

renueve a través de las modificaciones naturales que

produce eJpaso del tiempo. For primera vez en mas de

media siglo, un gobierno constitiicional (el del ex

présidente Carlos Menem) se encuentra en la situaciôn

de aceptar o no lo que es la esencia del sistema. Al

parecer, prefiere no aceptarlo y correr el riesgo de

afectar la esîabilidad y la independencia del Poder

Judicial. " {yerbitsky, 1993, p.35, citando al diario La

Nacion)

0

0

La bùsqueda de vacantes en ôrganos judiciales claves es uno de los mecanismos

politicos empleados por el ex présidente Carlos Menem. Mediante esta maniobra

pretendia asegiirarse la colaboraciôn de magista'ados en puestos claves a fin de

obtener una soluciôn favorable a las cuestiones mas deUcadas para el gobiemo que

llegaran a ser tratadas en esos àmbitos. Dos eran las cuestiones politicas que mas

preocupaban al nuevo gobierno. Por un lado, el descenlace de los juicios iniciados a

los nùUtares durante el gobiemo de Alfonsm a los que M^enem pretendia poner fm.

For otro lado, las leyes de emergencia adiTimistrativa y refoniia del Estado

impulsadas desde el nuevo gobiemo menemista y la necesidad de evitar un

pronimcianuento de mconstitacionalidad al respecto. El Poder Judicial era

protagonista principal en estas cuestiones y Menem temia una actitud de

obstrucciôn. Efectivaiiiente, una de las prioridades del gobiemo de Menem,

mmediatamente llegado al poder, fue domesticar la Corte Suprema de Justicia de la

Naciôn y los resortes que crearan resistencia a las dù-ectivas y a la poUtica del Poder
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Ejecutivo. Asi planteado el panorama en los prùîieros meses de gobiemo, los

mecanismos politicos de presiôn al Poder Judicial no se hicieron espérai. El Poder

Ejecutivo se abalanzô contra la Corte Suprema, contra la Câmara Federal de San

Martm y contra el Procurador General de la Naciôn.

/

Con respecto a la Corte Suprema de Justicia de la Naciôn, Carlos Menem no estaba

dispuesto a exponerse a los contratiempos que Roosevelt tiivo que enirentar con el

New Deal frente a una Corte Suprema adversa. Asi fue como el Poder Ejecutivo

presionô a los miembros de la Corte que le estorbaban para que abandonaran su

puesto. Los intégrantes de la Corte Suprema de Justicia de la Naciôn eran cmco al

tiempo de asmTiir Carlos Menem como Présidente de la Naciôn: Enrique Petracchi,

Auguste Belluscio, Carlos Santiago Fayt, José Severo Caballero, y Jorge Antonio

Bacqué. Enrique Pretacchi no causa mayores problemas para el nuevo gobiemo

puesto que râpidamente se aliô al Poder Ejecutivo intentando generar otros adeptos

al ulterior de la Corte e mcluso colaborando en la bùsqueda de vacantes al interior

de la misma. En contrapartida, Jorge Bacqué fue el ministro que mas independencia

manhivo respecto del Poder Ejecutivo. Los restantes miembros no solo fueron

extorsionados sino ademâs amenazados de juicio politico. Fayt, que se negô a

dimitir, recibiô como ofrecmùento la embajada argentina en Colombia. Caballero,

que se mostrô réticente, tuvo como ofi-ecuTdento la designaciôn como embajador

ante los orgaiusmos de Ginebra que torataban el desanne. Belluscio, que también se

negô a renunciar, fiie amenazado de juicio politico fi-ente a episodios que lo

u
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comprometieron morahnente y legahiiente pero que fùeron aprovechados por el

Poder Ejecutivo mas bien como excusa para la obtenciôn de una ansiada vacante en

la Carte, que como im acto de verdadera justicia y defensa del interés pùblico

(Verbitsky, 1991).

For otro lado, la Cainara Federal de San Martin constituia otra mstancia del Poder

Judicial de la Naciôn a subordùiar por el Ejecutivo para quien signifîcaba ima

amenaza con respecto al descenlace de los juicîos a militares en ti-amite ante dicho

Tribunal. La Càmara Federal que habia fîjado fecha para la indagatoria del general

Santiago Omar Riveros, comprometido por tonnentos y homicidios durante la

dictadura militar, fue taiïibién presionada por el Poder Ejecutivo que le ordenô

directamente la postergaciôn de dicha audiencia. Ante la negativa de la Càmara de

céder a su demanda, amenazaron a sus miembros de juicio politico. Tampoco cediô

la Câmara a esta extorsion pero fînahnente tuvo que cambiar la fecha de dicha

mdagatoria pues el Ministre de Defensa y Estado Mayor del Ejército gestionô un

certifîcado médico para Riveras burlando la orden de la Câmara que cité a Riveros

a declarar (Verbitsky, 1991).

La Procuraciôn General de la Naciôn, intégrante de la Corte hasta la reforma

consdtucional de 1994, era la tercera mstancia a domesticar. El Poder Ejecutivo se

proponia poner im hombre de su confîanza como Procurador General de la Naciôn,

a fin de subordinarlo y con el, a toda la instituciôn. Dicho objetivo llevô al Poder

39Se via vniculado a la abogada Mirta Schvartzman que se suicidô en Francia, hacienda pùblica la relaciôn que
mantenia con Belluscio, con quien compartia ima habitaciôn en Paris. La comision de juicio politico de la
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Ejecutivo a ofrecer a Andrés D'Alessio, a cambio de su puesto, la elecciôn de un

nuevo cargo en la Càmara que el quisiera integrar40. Finahnente mediante presiones

politicas el gobierno obtuvo su renuncia. En su lugar, el nuevo candidato y sus

sucesores , segûn las conveniencias poUticas lo requerian, fueron designados por

décréta del Ejecutivo sm acuerdo del Senado42 (Verbitsky, 1991). Ademàs, en

consecuencia, el Mùusterio Pûblico pasô sûbitaniente a depender del Ejecutivo. Los

fiscales sufiieron anàlogas presiones, amenazas de remociôn y traslados arbitrarios.

0

En conclusion, el Poder Ejecutivo no tuvo réparas en recurrir a diversos

"mecanismos poUticos" tales como el "trâfîco de influencias", las mtimidaciones y

las prebendas politicas. A su vez, la timida y dubitativa resistencia que opusieron

los intégrantes del Poder Judicial, especiahiiente los de la Corte Suprema de Justicia

de la Naciôn y los del Ministerio Pùblico de la Naciôn, puso en evidencia la

vutoerabUidad del Poder Judicial a la vohmtad del Poder Ejecutivo. La

desjerarquizaciôn del Poder Judicial significaba en si misma un resultado nada

despreciable para Carlos Menem: el Poder Ejecutivo habia herido gravemente su

prestigio y habia desestabilizado su posiciôn de poder anâlogo. Sm embargo, no

habia logrado aùn homogeneizar defimtivamente la Corte Suprema con sus propios

deseos y lejos estaba la idea de abandonar la pai-tida. Ante la imposibiïidad de

u

Câmara de diputados recomendô acusar a Belluscio por haber contmuado en sociedad profesional con
Schvartzman después de su designaciôn como miembro de la Corte (Verbitsky, 1991, p.72).
^ste caso représenta a su vez un claro ejemplo de las designaciones y nombramientos irregulares dejueces por
parte del Poder Ejecutivo, simplemente mediante decretos, sin acuerdo del Senado, mecanismo politico de
linutaciôn de la independencia del Poder Judicial que anaUzaremos en el siguiente titulo.
41 Roger (1989),Montesano (1991), Fappiano (1992), Agùero (1994), Becerra (1997).
El Procurador General de la Naciôn era nombrado con acuerdo del Senado. Sin embargo, durante la
Presidencia de Menem dicho acuerdo fue obviado. Esta prâctica se adheria a la mterpretaciôn de algunos
especialistas que consideraban inconstitucional el acuerdo del Senado para estes casos, argumentando que los



0
69

mducir, imnediatamente, las vacantes deseadas en la Corte, la opciôn que quedaba

era la de diluù- los votos de sus actuales miembros aumentando el numéro de

intégrantes de la Carte Suprema. Asi se crearia sin lugar a dudas, una mayoria

obediente a las dyectivas del Poder Ejecutivo, mecaiùsmo institucional utilizado

por Menem que analizaremos mas adelante, en la secciôn correspondiente.

2. Selecciôn, designaciôn y nombramientos irregulares de

jueces

0

La selecciôn, designaciôn y nombramientos ù-regulares de magistrados consiste en

el mecanismo politico que abusa de la discrecionalidad que el sistema politico le

otorga al présidente de la Naciôn para la selecciôn de jueces y en la complicidad

que este logra de los intégrantes del Poder Legislative. Antes de la reforma

constitiicional de 1994 la Constihiciôn establecia que tanto los jueces ùiferiores

como los de la Corte Suprema eran seleccionados por el Poder Ejecutivo y

posterioniiente designados y nombrados por el mismo previo acuerdo del Senado de

la Naciôn. Este mecanismo de selecciôn, designaciôn y nombramiento de

magistrados rigiô prâcticamente durante todo el periodo de gobiemo de Carlos

Menem, a pesar de la reforma constitucional de 1994 que lo modifica. Ella

establece im nuevo procedimiento en el que intervienen dos nuevos ôrganos -el

Consejo de la Magistratura y al Jurado de Enjiùciamiento-, con la finalidad de

evitar la influencia politica excesiva del Poder Ejecutivo en el nombramiento de los

unicos funcionarios sometidos a tal requisito son los expresameute previstos en la Consdtuciôn y que el
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magistrados. Sin embargo, esos organos recien fueron mstalados un ano antes (17

de noviembre de 1998) de la cuhiimaciôn del mandato presidencial de Carlos

Menem (10 de diciembre de 1999), quizâs intencionalmente, de modo que el

procedimiento establecido en la reforma de 1994 no cuenta mayonnente como

procedmiiento propio del periodo que anaUzamos. Es el sistema anterior a la

reforma de 1994, en el que la voluntad del Poder Ejecutivo gravita con mayor

fuerza, el que se mantuvo vigente diirante la Presidencia de Carlos Menem.

0

Dicho procedùmento de designaciones judiciales en el que participa la voluntad del

Présidente de la Naciôn y el acuerdo del Senado prétende la designaciôn de im

magistrado mediante el consenso de los dos poderes politicos del Estado. Sin

embargo, dicha precauciôn résulté bastante mefîcaz en la finaUdad de nombrar

jueces probes e independientes durante el periodo menemista. En primer lugar, el

nombramiento de magistrados es consecuencia, en muchos casos, de negociaciones

entre los partidos politicos del oficialismo y de la oposiciôn. No es de extrafiar, en

consecuencia, que el Poder Judicial termine siendo exù'emadamente vulnerable al

poder politico, pues es el resultado de negociaciones partidarias. Es asi como, y

aunque résulte sorprendente, Carlos Menem ya contaba con jueces dociles a su

politica mcluso alites de llegar a la Presidencia. Adolfo Gass, présidente del bloque

radical durante el gobiemo de Raûl Alfonsin, declarô:

it.

u

Si yo hubiera obrado bien no estaria avergonzado. Ni tampoco habrian tantos
pedidos dejuicio politico ajueces. Lo digo con dolor: firme pliegos a cambio de
que aprobaran algunas leyes. Mas de una vez tuvimos que negociar, y lo digo con

Procurador General no estaba contemplado en eUa (Molinelli, Palanza y Sm, 1999, p.651).
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todas las letras: ne-go-ciar jueces o diplomâticos por leyes. Y lo haciamos a
conciencia. A conciencia sucia. Creiamos que era mas importante para la salud de
la Repùblica aprobar ciertas leyes que equivocarnos con algunos pliegos. No
teniamos fuerza para enfïentar a la oposiciôn. Pero tampoco nos dimos cuenta que
pusimos en riesgo là integridad fîsica, la vida y los patrimonios" (Verbitsky, 1993,
P. 124).

A partir de 1989, con el gobierno menemista, esta prâctica de nombraiiùentos

irregulares de jueces adictos a un partido politico empeorô aùn mas: ya m siquiera

eraii necesarias las negociaciones. En prùiier lugar, parque Menem donunaba la

comisiôn de Acuerdos del Senado cuya tarea es la de analizar las candidaturas

propuestas antes que estas pasen para ser tratadas en el recmto de la Câiiiara,

influenciando de manera deteniunante la aceptaciôn del candidato propuesto. En

seguiido lugar, porque Carlos Menem contaba con mayoria partidaria en el Senado

dispuesta a avalar la elecciôn de un candidato cualquiera con gran disciplina

partidaria. En consecuencia, miponia su voluntad sm mayores complicaciones. Las

sesiones de acuerdo eran ademàs totaknente sécrétas, situaciôn que favorecia las

manipulaciones y la elecciôn discrecional de los candidatos por parte del Ejecutivo:

" ...el gobiemo (de Menem) empleô su mayoria para colocar un alto porcentaje de

amigos politicos, en muchos casos carentes de idoneidad, en las posiciones criticas

del Poder Judicial" (Verbitsky, 1993, p. 127). Ast fueron designados como jueces

personajes insôUtos durante la Presidencia de Carlos Menem. En 1990, el coronel

GuiUermo Mùùcucci, torturador durante la época militar. En 1990, Luis Armando

Balaguer, designado como Juez Federal de Bahia Blanca, procesado por

defraudaciôn y acusado, después de asumir el cargo de magistrado, de inestabilidad

emocional, de golpear a sus empleados, de mtervenir en causas en las que no ténia

competencia, de falta de page de sus tarjetas de crédito, de Uevarse un auto de una
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concesionaria sin pagarlo, y de usar un patmUero policial para un dia de campo,

entre otras cosas (Verbitsky, 1993, p. 129 y 130; Antelo, 1993, p.78 y 79). Aûn

peor, el resonado caso de Maria Ronulda Servini de Cubria, que pasô por sùnple

décréta del Ejecutivo de la justicia ordmaria penal -donde ya habia tenido

problemas con sus empleados- a ocupar uno de los juzgados fédérales en lo criminal

de la ciudad de Buenos Aires. Desde alli manejô para tranquilidad del Ejecutivo,

pennanentemente informado de los trâmites procesales en curso, el escândalo43 en

el que se encontraban comprometidos parientes muy cercanos de Menem,

vmculados con el trâfîco de estupefacientes y lavado de dmero (Antelo, 1993, p.83).

Asimismo ocurriô con la selecciôn, designaciôn y nombramiento de los nuevos

magistrados desigiiados en la Corte Suprema de Justicia, como consecuencia de su

aiîipliaciôn , candidatos cuyos antécédentes no justifîcaban su elecciôn para

mtegrar el mas prestigioso Tribunal de la Naciôn.

Estas son algunos ejemplos que ponen de manifiesto el abusa y la irregiilaridad en

el modo de selecciôn, designaciôn y nombramiento de jueces por parte del

Ejecutivo: "En brevisùiias y recoletas sesiones del Senado, se convierten en

magistrados a los personajes mas exôticos y menos capacitados." (Antelo, 1993,

p.78).

u
43 Conocido como el YOMAGATE.
44 Mecanismo institucional de limitaciôn de la mdependencia del Poder Judicial.
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3. Obstrucciôn al normal funcionamiento de la instituciôn

del "juicio politico" a magistrados

a) Tergiversaciôn de su fînalidad

0

0

La tergiversaciôn del espuitu de la instituciôn del juicio politico es el mecanismo de

linutaciôn de la independencia del Poder Judicial utilizado por el Poder Ejecutivo y

que consiste en el empleo discrecional de dicho procedùmento como medio de

presiôn de jueces iadependientes y como media de encubriimento e impimidad de

jueces dependientes del Poder Ejecutivo. La fînalidad imsma de la mstitiiciôn es

desnatiiralizada puesto que en lugar de favorecer la excelencia de la magistratura

promueve su mcompetencia y su mdecoro. La Constituciôn Nacional garantiza la

inaiiiovilidad de los jueces para asegiirar su independencia de criterio, y en

consecuencia, establece el pesado mecanismo del juicio politico para separarlos de

sus cargos. Otros fancionarios pûblicos son sùnplemente removidos por decreto

mientras que la remociôn de los jueces esta rodeada de ciertas garantias a fm de

evitar que su destitiiciôn responda a un malestar del poder politico por la conducta

independiente de un intégrante del Poder Judicial. Dicho mecanismo mstitucional

previsto constitiicionahnente para apartar a im magistrado de su cargo es el juicio

politico. De este modo un juez no podrâ ser removido de su puesto sino en el caso

en que se verifîque la presencia de alguna de las causales que autorizan su

alejamiento del cargo sm que su independencia trente a la voluntad del Poder

Ejecutivo pueda acarrearle dicha consecuencia. El Poder Ejecutivo tiene cerrada,
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asi, la puerta de la discrecionalidad que lo Uevarfa, eventuahnente, a separar de su

cargo a unjuez mdependiente cuando sus decisiones incomoden al gobiemo.

Por el conti-ario, la fmalidad del jmcio politico de asegurar la independencia de la

magistratura y la pennanencia en el cargo de jueces probos, ha sido doblemente

tergiversada par el Poder Ejecutivo menemista que lo ha fa-ansformado en un

instnunento de sojuzgainiento del Poder Judicial. For un lado, el juicio politico ha

sido transformado en una herramienta para amenazar a los jueces independientes, y

por otro lado, ha sido utiUzado como pantaUa de protecciôn para los jueces

dependientes del Poder Ejecutivo y en apuras. La implementaciôn de este

mecanismo politico de control del Poder Judicial, en sus dos modalidades, se llevô a

cabo mediante el control de la "Comisiôn de Juicio Politico" de la Câmara de

Diputados.

u

En este sentido, con anterioridad a la refoniia constitucional de 1994 correspondia a

la Câmara de Diputados la tarea acusadora de un juez ante el Senado45. Pero las

remociones, antes de ser tratadas en el recinto de la Câmara de Diputados, eran

tratadas por la "Comisiôn de Juicio Politico" de dicha Càmara. De manéra que

dominar las decisiones de la "Collusion de Juicio Politico" de la Câmara de

Diputados iiTiplica una doble perspectiva para el Ejecutivo: por un lado, contar con

la posibilidad de ainenazar de jiùcio politico ajueces que mcomoden al gobiemo, y

Este procedimiento fue el que rigiô prâcdcamente durante todo el periodo que analizamos puesto que a pesar
de que la reforma constitucional de 1994 acordô al Jurado de Enjidciamiento la tarea acusadora de un
magistrado aiite el Senado, dicho ôrgano fùe recién instalado en novembre de 1998, casi ya finalizado el
periodo de gobiemo de Carlos Menem. En consecuencia, durante el gobiemo menemista la Câmara de
Diputados tuvo total protagonismo en el procedumento de remociôn de magistrados.
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por el otro lado, protéger a jueces cuestionados mediante la desestuîiaciôn, el

retarda, la caducidad o la absoluciôn del juez acusado, segûn la voluntad del

Ejecutivo. Dominar dicha Coiïiisiôn signifîcaba para el Poder Ejecutivo formar ima

mayoria politica en su ulterior. En este sentido, el numéro de los miembros de dicha

Comisiôn fiie incrementado dos veces en el gobiemo de Carlos Menem hasta

eliminar la mayoria radical y quedar a disposiciôn de sus necesidades. Asi podria

decidir discrecionahnente sobre los juicios poUticos que debian prosperar y sobre

aquellos que debian ser rechazados o dilatados y fmahnente olvidados, segûn las

conveniencias poUticas del momenta.

0
La importancia estratégica del confa-ol de las decisiones de esta "Collusion de Juicio

Politico" radica en el hecho de que sus decisiones son practicaiiiente defmitivas

para la Câinara de Diputados. EUo es tan cierto que la Câmara de Diputados decidiô

en igiial sentido que la Comisiôn de Jmcio Politico en todos los despachos que ella

suscribiô desde 1989 y hasta el 30 de diciembre de 1998 (Molinelli, Palanza y Sm,

1999, p. 643), durante prâcticamente todo el periodo de gobierno menemista.

u

Ahora bien, analizando la actividad de dicha "Comisiôn de Juicio Politico" durante

el gobiemo de Carlos Menem extraemos conclusiones que revelan la utilizaciôn de

este método como mecanismo politico de lÙTÙtaciôn de la independencia del Poder

Judicial. Entre 1989 y marzo de 1998, la Comisiôn de Juicio Politico resolviô 205

despachos, desestimando 184 de ellos y acusando solo a los 21 restantes4 . Del

En adelante todas las cifras fùeron tomadas de MoUnelli, Palanza y Sm, 1999. El câlculo de porcentajes me
pertenece.
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anâlisis de estas cifras mfemïios, en primer lugar, una excesiva utUizaciôn de este

dispositive legal del juicio politico duraiite el periodo meneimsta si tenemos en

cuenta que, a modo de referencia, en Estados Unidos se produjeron solo très

destitiiciones entre 1986 y 1989, "después de cmcuenta anos sinjuicios politicos a

jueces fédérales" (Molinelli, Palanza y Sm, 1999, p. 643, nota 15). En segimdo

lugar, esta exorbitante cantidad de despachos de juicios politicos révéla la médiocre

selecciôn, designaciôn y nombramiento de magistrados que pasan a integrar el

Poder Judicial desjerarquizândolo.

Los 184 despachos desestimados por la conùsiôn de Juicio Politico conforman el

90% de sus resoluciones mientras que las acusaciones constituyen solo el 10%

restante, situaciôn que représenta una cierta anomalia si tenemos en cuenta que 50

de ellos son expedientes cuyo trâiTÙte caducô y fùeron archivados sm Uegar a una

decision de la Câmara , lo que représenta un considerable 27% de procedmùentos

olvidados. Uno de los casos mas fragaiites de aplicaciôn de este mecanismo

politico de limitaciôn de la independencia del Poder Judicial fue el de la jueza

Maria Romilda Servùii de Cubria, protegida del Ejecutivo y encargada de manejar,

uno de los casos de corrupciôn que comprometiô seriamente al Ejecutivo y a sus

allegados: el fa-âiiiite de sujuicio politico, con sobradas pmebas de dependencia del

Poder Ejecutivo, dura dos anos, entre 1991 y 1993, y fmahnente fue archivado.

u
47

48
Muchas veces mediante el mecanismo politico de selecciôn, designaciôn y nombramiento irregiilar dejueces.
Algimos expedientes iniciados en los ùltimos aiios del periodo contemplado y que se encontrabaii pendientes

de resoluciôn en la Camara de Diputados estàn mcluidos en este càlculo (MoUnelU, Palaiiza y Sm, 1999, p.
675).
49 Conocido como el YOMAGATE.
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n -50A su vez, 26JU de los 205 despachos de la collusion fueron contra imembros de la

Corte Suprema de Justicia, lo que significa uii elevado 12% de pedidos de juicios

politicos contra magistrados que, para su nombramiento, requieren las mayores

precauciones y garantias de idoneidad. Estas cifras hacen pensar no solo un manejo

politico en el nombramiento de los ministi'os de este Alto Tribunal, sino también en

un acentuado ataque a su independencia mediante este mecamsmo politico de

control del Poder Judicial que consiste en la desnatiu-alizadôn de la fînaUdad del

juicio politico.

0

b) Intromisiôn en la esfera de competencia del Poder

Legislative: el Poder Ejecutivo acepta la renuncia de

magistrados enjuiciados

La aceptaciôn por parte del Poder Ejecutivo de la renuncia de jueces imputados es

otro de los mecanismos politicos utilizados por el Ejecutivo para soportai- a sus

jueces colaboradores y limitar la independencia del Poder Judicial, obstaculizando

el normal fuiicionaiiùento de las instituciones.

u

El jmcio politico es im proceso de carâcter politico cuyo objeto es juzgar sobre la

conveniencia de la pemianencia en el cargo pùblico de un magistrado. Para ello,

justamente, el magistrado debe estar en ejercicio de su cargo al momento del irucio

del juicio politico en su conb-a. Ahora bien, si el magistrado enjuiciado renuncia a

50 Cantidad mùiùna y cierta de expedientes, si bien pueden haber otros no considerados (Molinelli, Palanza y
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su cargo una vez acdvado el juicio politico, el procedùiiiento queda sm objeto -la

destituciôn del cargo- y el Congreso debe abandonar el procedumento. Pero dicha

renuncia del juez debe ser presentada y aceptada por el Présidente de la Nacion.

Mientras no exista un juicio poUtico, la aceptaciôn de dicha renimcia es totahnente

legal y légitima por parte del Poder Ejecutivo. Pero tratândose de un magistrado

cuestionado la situaciôn es muy diferente. Por un lado, el Poder Legislativo ya ha

ejercido su competencia en el asunto mediante el micio del juicio politico contra el

magistrado cuestionado. De manera que la aceptaciôn de la renuncia que hace en

estos casos el Poder Ejecutivo significa una llana mtromisiôn en la esfera de

competencia del Poder Legislativo ùnpidiéndole el ejercicio de su fùnciôn

sancionadora51. A ello se siuna la aplicaciôn de ima pena accesoria de inhabilitaciôn

para el ejercicio de cargos pûblicos. En consecuencia, en el supuesto de ùnputaciôn

y posterior remmcia del cuestionado, aceptada por el Poder Ejecutivo, el

procedimiento queda sin objeto sin poder continuarlo a los fmes de la ùnposiciôn de

la accesoria.

u

Se trata de una prâctica consuetiidinaria lainentable mediante la cual un magistrado

puede burlar iïnpunemente un juicio de remociôn iniciado en su contra. Esta salida

fâcil le peniiite évitai la huiïùllaciôn pùblica de una remociôn coercitiva y la

imposiciôn de una sanciôn accesoria de inliabilitaciôn para el ejercicio de cargos

pùblicos -condena prevista como accesoria aljuicio politico-. Lo que rescatamos de

este punto es la actitud del Poder Ejecutivo de obsti'ucciôn al normal

Sin, 1999, p. 675).
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funcionaiiùento de las instituciones que, aceptando la renuncia del fimcionario

enjuiciado cuando el Congreso ya ha ejercido su jurisdicciôn, se entromete

abiertamente en la esfera de competencia de otro poder del Estado. La

independencia del Poder Judicial se ve gravemente comprometida con esta prâctica

por cuanto el Poder Ejecutivo puede fâcilmente encubrir asi a un juez que responda

a sus designios liberândolo del escamio pùbUco que iïiiplica ser apartado de un

cargo pùblico de manera coercitiva e mhabilitado para el ejercicio posterior de otra

funciôn pùblica. La aceptaciôn de la renuncia del imputado que estilô Carlos

Menem como prâctica consuetidinaria vacia de contenido la funciôn del Congreso

y permite al sospechado asiunù-, eventuahnente, un nuevo cargo pùblico sm ningùn

mù-aiTiiento. Esta prâctica del Poder Ejecutivo no solo obsfriiye el normal

funcionamiento del jiiicio politico smo que ademâs ataca el sentido juridico e

institucional de esta mstituciôn que consiste en apartar del poder a quien hace de el

un uso indebido (Hidalgo, 1997, p.100) y en evitar que en el futuro esa misma

persona perjudique nuevamente los intereses del Estado accediendo a un nuevo

cargo pùblico.

u

55

En cuanto a estadisticas se refiere respecta de la utilizaciôn de este mecanismo por

parte del Poder Ejecutivo para liberar del enjuiciamiento a jueces unputados, im

29% de magistrados recurrieron a esta salida avalada por Carlos Menem: de los 21

despachos que, como lo mencionaiiios mas arriba, la "Comisiôn de Juicio Politico'

recomienda acusar a la Càmara de Diputados durante la gestion manemista, esta

Describimos el procedimiento de juicio politico anterior a la reforma de 1994 puesto que es el sistema
aplicable hasta el 17 de noviembre de 1994, fecha en que se instalan los nuevos ôrganos judiciales que
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.52resolviô conformemente en 17 casos"'2', de los cuales solo 10 casos llegaron ajuicio

politico: en cinco expedientes el juicio politico no comenzô por renuncia anterior

del magistrado aceptada por el Poder Ejecutivo (29%) quedando los dos restantes

casos pendientes a la fecha de la estadistica que presentamos. Très de esos cinco

magistrados enjuiciados y Uberados del juicio politico mediante la aceptaciôn que

Carlos Menem hace de su renuncia son ejemplos contundentes y ponen de

maniGesto la grave desidia del Poder Ejecutivo por fortalecer el Poder Judicial. El

caso del juez Miguel Zitto Soria (en 1990), juez federal de Mercedes, acusado por

ejemplo, de repartir enti-e sus famihares autos secuestrados en el juzgado federal de

Mercedes, de depositar en su cuenta o en la de su mujer el sueldo de sus empleados,

de ùnputar a cuenta del tribunal el combustible que utilizaba. El juez M.

Tamburrmo Segui (en 1993/1995), Juez Comercial, cuyo informe de juicio politico

contenia catorce imputaciones que mipUcaban, entre où-as, designaciones y

regulaciones de honorarios excesivos a favor de personas allegadas, exceso en el

ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y perjuicio al erario pùblico, "probable

autor de délitas de encubrimiento, exacciones ilegales, cohecho, prevaricato,

enriquecimiento ilicito, abuso de autoridad e mciunplimiento de los deberes de

funcionario pùblico" (Hidalgo, 1997, p-148). El caso del juez Renùgio Gonzalez

Moreno (en 1990), juez de mstmcciôn, acusado por secuestro extorsivo y

"fabricaciôn" de causas delictivas de grandes sumas de dinero53.

u
limiento como consecuencia de la reforma constitucional de 1994.

De los 4 despachos restantes, un expediente se hallaba pendiente a la fecha de la estadistica que consideramos,
otro file desestimado par la Câmara que decidio no acusar por no alcanzarse la mayoria requerida, oto-o
procedimiento caducô, y el cuarto terminé porrenuncia deljuez.
Los otros dos casos son los de los jueces E.Peruggini, juez de la Câmara de Trabajo y C.Wowe, juez civil,
cuyos mformes no hemos podido consultar.
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4. Presiones polfticas para orientar las decisiones de la

Corte Suprema de Justicia de la Naciôn: Doctrina del Per

saltum

.54

0

Con una Corte Suprema de Justicia alevosamente genuflexa'"'' trente al Poder

Ejecutivo, no cuesta mucho imagmar que la jurispmdencia sostenida solo unos anos

antes se modificara, sin mayores miramientos, en conveniencia de los mtereses

politicos del gobiemo. Esta sitiiaciôn se advierte ai constatar que la doctrina del per

saltum, rechazada por la Corte Suprema durante la Presidencia de Alfonsin en casos

que ùnplicaban violaciôn de derechos humanos, haya sido apUcada imos anos

después durante el gobiemo de Carlos Menem al caso de la privatizaciôn de

Aerolineas Argentmas en la que el Poder Ejecutivo estaba seriamente mteresado. El

per saltum es el mstihito que le permite a la Corte Suprema avocarse en forma

directa en causas radicadas en ti-ibunales inferiores, antes de la sentencia de la

Càinara de Apelaciones, cuando la gravedad iastitucional lo justifîca. Raûl Alfonsm

habia enviado al Congreso, durante los ùltùiios ajaos de su mandata, im proyecto de

ley que aumentaba el numéro de miaistros de la Corte de cinco a siete y que

mstituia el per saltum55. Inûtil remarcar que las publicaciones jiiridicas se oponian a

este proyecto, asimismo como los mtegrantes de la Corte Suprema poniendo de

manifîesto que en tales casos las decisiones del Alto Tribunal podrian estar

influenciadas por las necesidades politicas del momento. Fmalmente, el proyecto se

54La C.S.J.N. fae prmcipalmente sometida a la voluntad del Poder Ejecutivo mediante la ampliaciôn del
numéro de sus miembros, mecanismo institucional de lùnitaciôn de la independencia del Poder Judicial que
desarrollamos en el siguiente titulo.
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desactivô. En 1988, un pronunciaiîiiento de la Corte Suprema defirùô el tema del

per saltum en el caso de la masacre de Margarita: solo uno -Petracchi- de los cinco

ministros de la C.S.J.N. -Caballero, Fayt, Bacqué y Belluscio- voté por apoderarse

del expediente. Entre eUos, Bacqué dijo que el prmcipio del debido proceso era

fimdamental en un Estado de Derecho y que la necesidad de resolver graves

problemas no justifîcaba su desconocimiento: la jurisdicciôn de la Corte no puede

ser ampUada ni por una ley del Congreso m por la jiirisprudencia. La Corte rechazô

asi categôricamente e[ per saltum. En febrero de 1989 otro caso volviô a plantear el

per saltum, en una causa por la apropiacion de una nina hija de desaparecidos. La

Corte volviô a rechazarlo, no existia gravedad mstitucional.

(;")

u

Sin embargo, en 1990, bajo la Presidencia de Menem, el diputado nacional Moises

Eduardo Fontenla interpuso un recurso de amparo para que se suspendiera la

licitaciôn de AeroUneas Argentmas, planteando ima série de ù'regularidades en la

confîguraciôn de la fùtura empresa que se privatizaba. Dicha causa se radicô en el

juzgado del juez Oscar Garzon Funes, conocido por su inclmaciôn a contrariar los

deseos del poder politico. Desde el Poder Ejecutivo, el lîiinistro Dromi, a cargo de

la cartera de Obras y Servicios Pùblicos de la Naciôn, se présenté ante el Alto

Tribunal pidiendo su avocaciôn, invocando suiïia gravedad institucional y conflicto

de poderes y consiguiendo que la Corte, nùlagrosaiTiente, se la acordara, puesto que

hasta este momento, se habia expedido sistemâticaiTiente en contra de la admisiôn

del recurso del per saltum. La sentencia de primera mstancia afectaba el curso

Especialmente interesaba al gobiemo de Alfonsin instituir el per saltum a fin de manejar los juicios a
militares.
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previsto de la privatizaciôn de la empresa estatal y, mas aùn, podia tener

repercusiones drâsticas en todo el proceso privatizador miciado y diagramado desde

el gobiemo. Asi se iniciô la causa "Dromi" y el juez del amparo tiivo que remitù- a

la Corte el expediente en el que ya habia dictado sentencia. La Corte Suprema, una

vez avocado el expediente, decidiô suspender los efectos de aquella sentencia

dictada en la causa por el juez federal mtervmiente en primera intancia56, y

posterionnente la déjà sm efecto, aduciendo que por su trascendencia, existia

gravedad mstiticional que justificaba el per saltum. Sm enù-ar en el anâlisis jiiridico

de la validez de los fundamentos que expusieron los iiuembros de la Corte Suprema

de Justicia haciendo lugar al per saltum en este caso57, podemos afîrmar que la

aplicaciôn del per saltum constitiyo, en este contexte, otro de los "mecanismos

poUticos" de lùiùtaciôn de la mdependencia del Poder Judicial y de subordinaciôn a

los mtereses politicos del gobiemo. El Poder Ejecutivo logrô avocar dicho caso a la

Corte mediante el voto favorable de la mayorîa que el mismo habia introducido en

dicho ôrgano con la ampliaciôn del numéro de sus miembros cuando no existia

norma alguna que autorice este mstituto ni jurisprudencia anterior que lo haya

consagrado pretorianaiiiente.

D. Mecanismos institucionales utiïizados para limitar la

independencia del Poder Judicial

u
"Fontenla, Moisés Eduardo, v.Estado Nacional, sobre amparo".
57 Para consultar dichos fimdamentos ver Carlos Fa^7t, 1994, p.95 y ss.
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Los "mecanismos mstitucionales" de cercenaiiùento de la independencia del Poder

Judicial consisten en la utilizacion ilegituna de recursos légales a fin de restrmgir o

anular la independencia del Poder Judicial en cualquiera de sus manifestaciones.

Bâsicamente se ti'ata de atentar conti-a el espiritu de las normas légales a pesar de

respetar, desde un punto de vista fonnal, el texto mismo de la ley y el

procedimiento legal previsto. Es el caso de los dos mecaiusmos que analizaremos a

contmuaciôn: l- ampliaciôn del numéro de iniembros de la Corte Suprema de

Justicia y 2- reforma constitucional de 1994. Ambos mecanismos de limitaciôn de

la independencia del Poder Judicial son mecanismos mstitucionales por cuanto el

media prmcipal a traves del cual se ùnplementan es, en principio, legal. Analicemos

con mayor proftmdidad cada uno de ellos.

l. Ampliaciôn del numéro de miembros de la Corte

Suprema de Justicia: creaciôn de una mayoria

"Si hubiera que elegir eldia mas negativo que vivieron

las instituciones repubhcanas en los ûltimos diez anos

séria dificil no traer a la memoria la infaiista jornada

del 5 de abril de 1990. Ese dia el présidente Carlos

Menem consiguiô que elCongreso reformara por ley la

estructura de la Carte Suprema de Justicia, elevando

de cinco a nueve el numéro de sus miembro. Eljefe de

Estado coronaba, asî, ima ton'a maniobra destinada a

convertir al mâximo tribunal de la Repùblica en un

instrumento dôcil a los requerimientos y réclamas del

poder politico. " Bartolomé de Vedia, La Naciôn, 10 de

diciembre de 1999.
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La creaciôn de ima Corte Suprema adicta al Poder Ejecutivo es el mecanismo de

soyuzganùento de la iadependencia del Poder Judicial mas contundente, de mayor

relevancia, de mas drâsticos efectos y el que ha provocado la mayor mdignaciôn en

la sociedad argentina. Este mecanismo se efectivizô mediante un procedinùento

legal aimque afrentando flagrantemente el espiritu que amma la nomia juridica que

fiie objeto de abuse por parte del Poder Ejecutivo. La Constitucion Nacional, a

partir de la reforma de 1860, no détermina el numéro de miembros que deben

componer la Corte Suprema de Justicia de la Naciôn. En 1862, la ley 27 en su

articula 6 establece que el numéro de ministros de la Corte Suprema séria de cmco

y un fiscal. Dicha disposiciôn no ftie modificada hasta 1960, fecha en la que la ley

15.271 elevô el nùiiiero de ministros del Alto Tribunal a siete. Pero en 1966, el

numéro de jueces volviô a cinco. En 1964, diirante la Presidencia de Illia, y en

1987, en la Presidencia de Atfonsin, se mtentô aumentar el numéro de miembros de

la Corte Suprema (a once y a siete, respectivamente) sin que dichos proyectos

llegaran a sancionarse. Fmahnente, en 1990, en la Presidencia de Carlos Menem, el

articulo l de la ley 23.774 lo elevô al numéro achial de nueve (Cavagna, Bielsa y

Grana, 1994, p.87). El problema no radica esenciahnente en el numéro de iiùembros

que integren la Corte siao en la voluntad de copamiento del Alto Tribunal mediante

esta mamobra. Con esta modifîcaciôn légal, el ex présidente Carlos Menem

transfonno substancialmente la integracion de dicho ôrgano y modelé una C.S.J.N.

a la medida de sus intereses.

Como ya lo mencionamos, existian dos temas prmcipales y urgentes i

preocupaban al gobierao y para la defuiiciôn de los cuales era menester evi 1
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desde todo punto de vista, una Corte Suprema adversa a la politica gubemamental.

Esos temas eran el de los imlitares y el de las nuevas medidas econômicas de

gobiemo. El prunero de ellos es el que preocupa mmediatamente a Carlos Menem

al momento de asumir la Presidencia. La inducciôn de vacantes en la Corte

(mecanismo politico antes analizado) no habia producido los resiiltados mmediatos

esperados. Ante la imposibilidad de reemplazar los actuales miembros de la Corte

por nuevos magistrados dociles al Ejecutivo, la altemativa que quedaba era la de

diluirlos generando una mayoria partidaria al mterior de dicho to-ibunal. Y para ello,

el Poder Ejecutivo contaba con la posibilidad de "utilizar" este dispositive legal que

le permitiria aiunentar el numéro de mmistros de la Corte Suprema, si bien para

crear ima mayoria y no precisaiiiente por otra razôn que justificara su modifîcaciôn.

Asi genera este mecanismo mstiticional de cercenamiento de la mdependencia del

Poder Judicial, revelando un total desmterés por los reparos de legitimidad que su

empleo significaba.

0

Las negociaciones politicas, las especulaciones, el engano, el ù'âfîco de mfluencias

e incluso la violencia y la mtimidaciôn sirvieron a tal fin. Los radicales en el

Congreso se negaban a prestar sus votos législatives para la ampliaciôn de la Corte

puesto que el objetivo de copamiento del Tribunal por el poder poUtico era évidente

y las excusas esperadas. Menem argumenta, en un primer momento, que eran

razones funcionales las que lo motivaban a aumentar el numéro de iTiiembros de la

Corte. Sin embargo, finahnente, admitio las razones politicas de dicha decision,

como también lo habia hecho en su momento Roosevelt. Unos meses después, en

diciembre de 1989, Menem contaba con una cômoda mayoria en el Senado, lo que
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permitiô que la aiTipliaciôn de la Corte fiiera sancionada en dos semanas. Sin

embargo, la negativa radical a apoyar el proyecto en diputados hizo que Menem

debiera esperar hasta abril, fecha en la que los legisladores electos le dan también

mayoria en diputados (Verbitsky, 1991). Finahnente, el proyecto de ampliaciôn de

la Corte es sancionado, en una tiunulhiosa sesiôn, y luego promulgado

velozmente:

ce

0

u

'El 5 de abril la Câmara de Diputados sancionô la ampliaciôn. El 11, lavieja Corte
aceptô el induite a procesados, en un gesto de condescendencia hacia el gobierno
que la habia vejado. El 17, Menem promulgô la ley ; el 18, enviô los pliegos de
los nuevos jueces, que el Senado aprobô el 19, en una sesiôn de apenas siete
minutos a la que no asistieron los radicales, aduciendo que el apresuramiento
ofîcial les impedia evaluar si reunian las condiciones juridicas, académicas,
personales y de independencia requeridas. Menem déclara que nadie habia
preguntado a los nuevos ministros, que asumieron el 26 de abril, a que partido
pertenecian. No era necesario." (Verbitsky, 1991, p.88).

De los cmco miembros que conformaban la C.S.J.N. que Menem recibiô a su

Uegada al gobierno, dos de ellos renunciaron en oposiciôn a los manejos de los que

era objeto la Corte Suprema: Caballero renunciô en oposiciôn el 3 de octubre de

1989 y Bacqué demisionô el 18 de abril de 1990, en protesta a la ley de ampliaciôn

sancionada. De modo que mas alla del aumento por ley del numéro de lîùembros en

la Corte Suprema, su acciôn se vio facilitada por estas retiradas. De modo que con

dos vacantes libres de la Corte recibida y con cinco puestos a cubrir por la nueva

ley, Menem désigna sels de los nueve nùembros de la C.S.J.N., miponiendo una

clara mayoria menemista. Y ello sm contar que uno de los fa'es miembros restantes

de la Corte recibida, Petracchi, râpidamente se almeô al bando del Poder Ejecutivo.

Escaiidalosos pormenores de esta sesiôn del Congreso que muestran incluso la violencia y el fi'aude como
métodos politicos, son relatados por Verbitski, 1993, p.447 a 51.
59Ley 23.774 del 11 de abrilde 1990.
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Los nuevos intégrantes de la Corte fueron elegidos por el Ejecutivo tan

discrecionahnente como fueron las negociaciones para lograr la ampliaciôn de la

Corte. Por el conti-ario, la ampliaciôn del numéro de miembros de la Corte, desde el

piuito de vista legal, no présenta ningûn reparo constitucional. Lo cierto es que el

numéro de jueces que integren la Corte es mocuo, pero por el contrario, es

gravemente peligroso cuando con este mecanismo lo que se prétende es crear una

mayoria politica en im ôrgano que debe, por sobre todo, ser mdependiente del poder

politico.

(J

Las consecuencias de una Corte Suprema del color politico del gobierno menemista

se plasmaron, tal cual los anhelos del Poder Ejecutivo, en una actitud peniusiva del

Alto Tribimal respecta de la conducta del poder politico y en un ejercicio tenue de

su ftuiciôn de control. Durante toda la Presidencia de Carlos Menem "la Corte

Suprema tendiô mayoritariamente a convahdar las decisiones de los poderes de

gobiemo, tanto en cuanto a los procedimientos utUizados como en cuanto al

contenido de fonda de las medidas adoptadas" (Santiago, 1998, p.273). Numerosos

son los casos que reflejan esta tendencia del Alto Tribunal: casos "Peralta",

"Cocdiia", Rossi Cibils", "Droiiù", "Ruiz Palacios", "Arenera El Libertador",

"Ekinekdjian", "Rodriguez", "YPF", "Aeropuertos", "Senadores de Chaco y

Corrientes", "Polmo" y "Romero Feris" 60, entre otros. Ello se instrmiientô a través

de la aplicaciôn de doctrmas constitucionales amplias, evasivas o convaUdantes

El contenido de cada uno de estas fallos, que por razones de extension no podemos analizar presentemente,
puede ser consultado en la obra de Santiago, 1998, p.257-375.
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-mterpretaciôn dmâmica de la Constitiiciôn, situaciôn de emergencia, flexibilidad

del prmcipio de division de poderes, caracter relative de los derechos, analisis

Imùtado de la razonabilidad, falta de legitùnaciôn, entre oti'as- y de un predomùuo

del control formal sobre el sustancial (Santiago, 1998).

2. Reforma constitucional de 1994: temido debilitamiento

de la independencia del Poder Judicial en la Constituciôn

Nacional

0

u

Una de las principales razones que se objetô desde la Presidencia de Carlos Menem

para justifîcar pûblicamente la necesidad de la reforma constitiicional consistiô en el

afiaiizaiîùento de la independencia del Poder Judicial fi-ente a la sihiaciôn de grave

deterioro que atravesaba61. Por el contrario, mas que un noble objetivo politico se

trataba de uaa verdadera excusa. Con este argumento, el Poder Ejecutivo justifica

ante la sociedad la puesta en marcha de toda una maquinaria institucional, como lo

es la de reforma constitucional pretendiendo dar una soluciôn a im problema de

interés social cuando en realidad disuTiulaba mtereses personales . Lejos estaban

sus intenciones de consolidar plenaiïiente la independencia del Poder Judicial. En

efecto, las negociaciones y las caracteristicas que rodearon la reforma constitucional

Diremos al pasar, que es el mismo gobiemo menemista el que profùndizô esta situaciôn de desjerarquizaciôn
del Poder Judicial mediante los ataques que contra ella inflingio valiéndose de los mecanismos politicos e
institucionales de limitaciôn de la mdependencia del Poder Judicial que hemos analizado precedentemente.
62 Entre ellos, principabiiente la reelecciôn presidencial, que le pemutiria a Menem pardcipar de los siguientes
comicios presidenciales que después de un periodo de gobiemo de 6 anos (desde el 8 de julio de 1989 al 8 de
julio de 1995), le otorgaii una segunda presidencia de 4 anos (desde el 8 dejulio de 1995 al 10 de diciembre de
1999), constituyendo el periodo de gobiemo constitucional mas largo de la historia argentina. En el mismo
sentido, Vanossi, 1994, p.61.
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nos penniten afirmar que estamos en presencia de un "mecanismo mstitucional" de

lunitaciôn de la iadependencia del Poder Judicial.

u

La refonna constitucional de 1994 se produce en virtud de la Ley 24.309 63, ley esta

de dudosa constitucionaUdad desde un doble punto de vista: por su trânùte

legislative ùregular y por el condicionamiento que el poder poUtico le impone a la

Convenciôn Constituyente para votar respecta del contemdo de la refonna. Estos

dos elementos nos permiten afirmar que se trata de un mecanismo de limitacion de

la independencia del Poder Judicial, por cuanto a pesar de la apariencia légal de la

reforma, su ilegitinùdad es notoria. Con respecto al prùner aspecto, su tràmite

legislative, el asunto llegô incluso a la C.S.J.N. en el caso "Polino" en donde la

decision de la Corte, sin embargo, favoreciô los intereses del gobiemo . El voto

mayoritario de sus miembros -subordinados a la voluntad del Ejecutivo- m siquiera

considéra el fondo del plantée reaUzado por el diputado Hector Polino. Solo

Belluscio y Fayt - los dos ûnicos iiuembros que habian sobrevivido al copatTiiento

menemista- en disidencia al voto de la mayoria declararon la irregiilaridad en el

brâiiiite législative en el cual diputados y senadores no aprobaron un lïiismo e igual

proyecto , violândose el ti-ânùte parlamentario establecido en la Constituciôn

(Salvadores de Arzuaga, 1999, p.147). Los mtereses del gobiemo, que necesitaban

Ley 24.309, sancionada par el Congreso el 29 de diciembre de 1993 y promulgada el mismo dia por el Poder
îcreto 2700/93.

Organo ad-hoc o especial encargado de efectuar la reforma constitucional dentro de los limites que le
establece la declaraciôn de necesidad de reforma constitucional que dicta el Congreso, en este caso ley 24.309.
Aqui comprobamos el aval de una Corte Suprema adicta al Ejecutivo incapaz de ejercer un control efectivo
de legalidad que limite los excesos del Poder politico, exponiendo a la sociedad a uiia situaciôn de total
indefensiôn frente al Estado.
66 Respecta del lapso preciso de mandata de los senadores. Los diputados establecieron en el proyecto un lapso
de 4 anos para el mandata de senadores siii que dicha clâusula fùera aprobada en el Senado y sm que el
proyecto fùese devuelto a la Câmara de origen como lo prevee el trâmite constitucional. Senadores y diputados
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de la refoniia constitucional para efectivizarse, eran incluso capaces de generar y

consentir estas conductas antidemocrâticas.

El segundo cuestionamiento de mconstitucionalidad que padece esta ley résulta de

las resfricciones que impone a las facultades de la Convenciôn Constituyente. En

este sentido, dicha ley es la legalizaciôn de im pacto politico enfa-e el Présidente de

la Naciôn, Carlos Menem y el Présidente del Comité Nacional de Union Civica

Radical68, Raûl Alfonsin, conocido como "Pacto de Olivos". Dicho acuerdo se

fîrma el 14 de noviembre de 1993 y tiene como fînalidad la de examinar temas

relatives a la reforma de la Constitucion Nacional. En dicha reunion, Menem y

Aiïonsm coinciden en ùiipulsar un proyecto de refonïia conjunto cuyo contenido se

concreta el 13 de diciembre de 1993 con la suscripciôn del "Nùcleo de

Coincidencias Bâsicas", en el cual se consensuaron no solo los temas que deberian

ser habUitados por el Congreso Nacional para el debate en la Convenciôn

Constitiiyente, sino ademâs el contemdo de dicha refonïia. Es decù-, la ley 24.309

no solo prescribe la necesidad de reformar parciaknente la Constitiicion -como lo

establece el art.30 de la C.N.- sino que ademâs, a continuaciôn de las disposiciones

cuya revision autoriza, mcluye el "Nûcleo de Coincidencias Bâsicas" que detemuna

"la finalidad, el sentido y el alcance de dicha refonna parcial" (art. 2) (Bielsa y

Grana, 1996, p.391). Aùn mas, el art. 5 de dicha ley establece a continuaciôn que

los temas mdicados en el "Nùcleo de Comcidencias Bàsicas" deberân ser votados

u
aprobaron, entonces, proyectos diferentes respecto a este punto, lo que vicia el trâmite législative requerido para
la reforma constitucional.
67

68
También Présidente Titular del Partido Justicialista.

Mayor partido de la oposicion.
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conjiintamente por la Convenciôn Constituyente de tal manera que ima votaciôn

afîrmativa implicaria la incorporaciôn a la Constituciôn del "paquete completo de

reformas" previstas en el Pacto de Olivos. Por el contrario, una votaciôn negativa

significaria el rechazo completo de todo el paquete de refonnas y la subsistencia del

texto constitucional anterior, lo que frente a la declaraciôn de la necesidad de una

refonîia constitucional résulta un sinsentido, mas alla de los graves

cuestionamientos de constihicionaUdad de este articulo. Incluso para evitar toda

duda respecta de las facultades restringidas de la Convenciôn Constituyente, el art.

6 sanciona con una nulidad absoluta todas las modificaciones, derogaciones y

agregados que eventiiahnente ella realizara apartândose de la competencia que la

ley le establecia. En el caso "Poluio" que anteriormente mencionamos, el ministro

Fayt -que voté en disidencia de la mayoria meneiiùsta de la Corte Suprema- déclara

que prima facie résultai! de dudosa constitucionalidad los articulos 5 y 6 delà ley

24.309.

A pesar de estas irregularidades, la Convenciôn refomiadora adoptô el contenido

del "Nùcleo de Coincidencias Bàsicas" en la reforma constitiicional de 1994, sin

variaciones de importancia70. El Poder Ejecutivo concretô asi sus ambiciones e

"ùiipuso" prâcticamente una refoniia constitucional y su contenido. En lo que se

refîere al Poder Judicial, la refomia constitucional constituye un "mecanismo

mstitiicional" de liiTiitaciôn de su mdependencia.

u
69El Congreso Nacional, en virtud del acuerdo entre Menem y Alfonsm llegaria asi al quorum especial que la
Çonstituciôn requière para declarar la iiecesidad de reforma constitucional.
10 A pesar de los limites inusuahnente estrechos unpuestos al debate, los convencionales presentaron veintitrés
proyectos de reforma refendes al tema del Consejo de la Magistratura. Se pueden consultar en Bielsa y Grana,
1996, p.395 y ss.
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Para fundamentar esta ùltmia afinnaciôn, analizaremos a continuaciôn algunos

puntos esenciales del contenido de dicha refoniia constitucional. Las

modificaciones introducidas hacen peligrar en gran medida la fortaleza de la

mdependencia del Poder Judicial fi-ente al Poder Ejecutivo en lugar de afianzarla. El

gobierno de Carlos Menem proclaiiiô la atenuaciôn del sistema presidencialista y el

afianzamiento de la independencia del Poder Judicial como dos objetivos

prioritarios de la reforma que colaborarian a fortalecer al Poder Judicial y que

justifîcaban la reforma. Sin embargo, comprobaremos que las modificaciones

mtroducidas no tienden a hacer efectivos esos dos objetivos propuestos. La excesiva

generalidad de las nonnas introducidas con la reforma de 1994, especiahïiente en lo

que respecta a las prescripciones relativas al Poder Judicial, "déjà lugar a

demasiadas mterpretaciones posibles..., ninguna de ellas defînitivamente no

ajustada a derecho, o errônea" (Bielsa y Grafia, 1996, p.442) y sm embargo capaces

de lùiùtar la independencia del Poder Judicial. Ello révéla claraiTiente que la

reforma de 1994 ftie im "mecanismo institucional" utilizado por Carlos Menem para

mtroducir un sistema capaz de limitar eventuabnente la mdependencia del Poder

Judicial dejando a disposicion del poder politico un recurso extremadamente

peligroso, especiahiiente en manos de un Poder Ejecutivo con tendencias

hegemônicas.

u
a) ^Atenuaciôn del sistema presidencialista?
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En lo que respecta al primer objetivo postulado por Carlos Menem para impulsar la

reforma, la atenuaciôn del sistema presidencialista, el efecto logrado fue

exactamente el contrario:

"... estamos profundamente convencidos de que si bien en el texte de la Reforma
hay algunas limitaciones (al sistema presidencialista), una lectura critica y
detenida de el nos lleva a la conclusion contraria." (Ferez Guilhou, 1995, p.127)".

Aunque de sumo mterés, los elementos que nos Uevan a esta conclusion exceden los

limites de nuestro trabajo72. Sm embargo, rescatamos como relevante el hecho que

un acrecentamiento de las facultades del Poder Ejecutivo mfluye necesariamente en

desmedro de un equilibrio entre los poderes del Estado y, en consecuencia, en

desmedro de la independencia del Poder Judicial. Si tenemos en cuenta la realidad

politica del pais en los ùltùnos diez anos de gobierno de Carlos Menem, la reforma

de la Constituciôn ha generado dos grandes perdedores en la estruchira del poder

estatal: el Congreso y el Poder Judicial (Salvadores de Arzuaga, 1999, p.249),

siendo el Poder Ejecutivo el que ha sido consoUdado con las modifîcaciones

introducidas en la Constitiiciôn Nacional. Consideramos esta maniobra como un

"mecanismo institiicional" utilizado por Menem para concentrar el poder del

Ejecutivo en desmedro de la division de poderes y con consecuencias directas

respecto de la doininaciôn del Poder Judicial.

u 71 En el mismo sentido opma Salvadores de Arzuaga, 1999, p.249.
Para profimdizar el tema consultar Ferez Guilhou, 1995, p. 115 a 141. Enelmismo sentido opina Vanossi,
1994.
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b) ^Afianzamiento de la independencia delPoder

Judicial?

0

En lo que respecta al objetivo de fortalecer la mdependencia del Poder Judicial, la

reforma de 1994 ha dejado ambiguamente dibujados los nuevos espacios de

mdependencia concebidos a favor del Poder Judicial. En cuanto se refîere

concretamente a las reformas introducidas en este âmbito, produjo la

constitucionalizaciôn de très ôrganos: el Consejo de la Magistratiu-a, el Jiirado de

Enjuiciamiento y el Ministerio Pûblico. En efecto, la introducciôn de estas très

institiiciones significa, a prùnera vista, im avance en la bùsqueda del fortalecùiiiento

de la mdependencia del Poder Judicial. Sin embargo, la nueva normativa

constitucional que los consagra généra serios cuestionamientos por cuanto es

susceptible de generar el efecto contrario al objetivo buscado. Ello es asi debido

esenciahnente a la laxitud de las nonitas constitiicionales mtroducidas en la refoniia

de 1994 que han dejado librado su resultado fmal a factores que apelan en gran

medida a la voluntad politica. Es justaiTiente por ello que a&mamos que la reforma

constitucional, si bien bajo la apariencia de una reforma que vigoriza la division de

poderes, résulta en defmitiva un mecanismo institucional de control del Poder

Judicial utiïizado par el Poder Ejecutivo que ha dejado librada a coyunturas

politicas la definiciôn de mstifticiones que, en principio, deberian intensificar la

mdependencia del Poder Judicial. A contmuacion analizaremos cada uno de los très

ôrganos introducidos por la reforma de 1994 en el âmbito del Poder Judicial,

poniendo en evidencia los elementos que revelan que dichas mstituciones fiieron
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previstas, bajo una noble apariencia, para lùnitar eventiiahnente la iadependencia

del Poder Judicial.73

(l) Consejo de la Magisto-atura

0

Esta mstitiiciôn Aie introducida en la intenciôn de despolitizar la selecciôn de los

jueces, procedmùento en el que el Poder Ejecutivo ejercia énorme gravitaciôn,

especiabnente cuando contaba con un Senado -que debia prestar su acuerdo a la

candidatura- mayoritariamente partidario. Por el contrario, dos razones principales

hacen de la incorporaciôn de este nuevo ôrgano (art. l 14 de la C.N.) un mecEmismo

proclive a Umitar la independencia del Poder Judicial74. El tema de la integraciôn

del Consejo de la Magistratura es de superlativa importancia puesto que de este

punto dépende su éxito o su fracaso, su carâcter de autonoiTiia o dependencia. De

este aspecto dépende prmiordiahnente su capacidad de garantizar la mdependencia

del Poder Judicial y el equilibrio de poderes estatales acarreando iinplicancias

politicas e institiicionales que no podemos ignorar. Sm embargo, la norma

constitucional déjà a la legislaciôn ordmaria la integraciôn periôdica del Consejo

imponiendo un equilibrio de fuerzas mdefinido (art. 114 de la C.N.)75.

u

73 El anâlisis normativo que présentâmes es de naturaleza teôrica pues solo el correr de los anos nos permitu-à
una critica pragmàtica de las bondades o desaciertos del diseiio de estas nuevas insdtuciones. A ello se siuna

s, creados en 1994, recién fueron regulados en 1998.
Sin entrar en el tema del acierto o no de mtroducir esta instituciôn origiuaria de sistemas constitucionales

europeos ajenos a nueste-a tradiciôn de Poder Judicial.
75 "El Consejo sera integrado periôdicamente de modo que se procure el equilibrio entre la representaciôn de los
ôrganos politicos résultantes de la elecciôn popular, de los jueces de todas las instancias y de los abogados de la
matricula federal. Sera integrado, asimismo por otras personas del âmbito académico y cientifico, en el numéro
y la forma que indique la ley." (art. 114 de la C.N.)
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La modalidad de "clâusulas constitucionales abiertas" adoptada por la reforma de

1994 en su regulaciôn déjà la integraciôn del Consejo de la Magistratura y machos

aspectos de importancia -emplazamiento mstitucional, mecamsmo de selecciôn de

sus imembros y tipo de ùuiiunidades- librados a la reglamentaciôn del Congreso:

0

"Esta infeliz modalidad de "clâusulas constitucionales abiertas" conduira por
frustrar la "despolitizaciôn" que se buscaba en la designaciôn de los jueces.
Adviértase que la modalidad adoptada siempre tendra latente la tendencia a
refomiar la ley reglamentaria conforme las tensiones politicas alterando la
integraciôn del Consejo, los mecanismos de elecciôn de sus miembros y las
inmunidades que garanticen su independencia, manteniendo a la instituciôn
inestable"(Salvarores de Arzuaga, 1999, p. 233)76.

Esta modalidad Ueva consigo el riesgo de que el Poder Ejecutivo, con mayoria

partidaria en las Câmaras, pueda politizar fâcilmente el Consejo de la Magistratura

que se prétende garante de la independencia del Poder Judicial.

For otro lado, la miplementacion del Consejo de la Magistratura ha significado un

vaciaiTiiento de facultades de la C.S.J.N. Si analizamos las facultades que ha

recibido el Consejo de la Magistratura vemos que se tratan de facultades que hasta

el momento eran ejercidas por los ti'es poderes del Estado. Sm embargo, en este

ti-aslado de facultades, el Poder Judicial es el mas sujS-iente: al Poder Ejecutivo se le

ha sustraido la facultad exclusiva y discrecional de selecciôn de los magistrados; el

Poder Législative perdiô la funciôn acusadora (Diputados) y sancionadora

(Senadores) de los jueces; pero el Poder Judicial perdiô las facultades disciplinarias

sobre sus magistrados (mc.4), la admimstraciôn de sus recursos y la ejecuciôn de su

u
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presupuesto (me.3), lo cual atenta directamente conti'a lo que hemos definido

anterionnente como la independencia colectiva del Poder Judicial. A eUo se suma

que el me. 5 autoriza al Consejo de la Magistratiira a suspender a los jueces en

ejercicio -nùembros de uno de los très poderes del Estado- y del mc.6 se desprende

que el Poder Judicial - C.S.J.N. y Câmaras de Apelaciones- han perdido la potestad

reglamentaria. Estas att-ibuciones que perdiô la Corte Suprema a favor del Consejo

representan un cercenaiiùento de sus faciûtades, la mutilaciôn de la independencia

del Poder Judicial (Haro, p.297). El alcance de las facultades que se le han otorgado

al Consejo de la Magistratura implican un peligro latente en cuanto a la promociôn

de la independencia del Poder Judicial.

Podemos decir, concluyendo, que con la mtroducciôn del Consejo de la

Magistratura el aspecto que mayormente bénéficia la independencia del Poder

Judicial es la facultad que pierde el Poder Ejecutivo de designar discrecionahnente

los magistrados. Este nuevo sistema de selecciôn y designaciôn de magistrados

permite amortiguar la gravitaciôn politico-partidista del sistema anterior. Sm

embargo, incluso en la consagraciôn de este punto la normativa constitucional es

tmùda, por cuanto la norma, si bien establece que las temas que elevarâ el Consejo

serân vinculantes para el Ejecutivo con el objeto de la designaciôn del magistrado,

no évita la posibilidad de que el Poder Ejecutivo rechace la teraa totabnente m que

detenga o no prodiizca el decreto de designaciôn correspondiente. No fae prevista

u En el mismo sentido, Ventura (1998, p.202) advierte sobre la fi-ustraciôn del objetivo de afianzar la
independencia del Poder Judicial como consecuencia de la normativa adoptada por la refomia. Iguahnente,
Quiroga Lavié (1996, p.657) opina que el sistema adoptado "flexibiliza la mstituciôn".
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ninguna sanciôn para el Poder Ejecutivo m emplazaiïùento jimdico posible en tales

casos(SpotaJ995, p.144):

"Entiendo que el Consejo es un adecuado mecanismo para acortar la
discrecionalidad presidencial en la elecciôn y nombramiento de jueces, pero en los
demâs aspectos no se pudo haber imaginado nada peor para dotar a los politicos de
instrumentes capaces de destruir laya escasa independencia que carcome a nuestro
Poder Judicial." (Ventura, 1998, p.240).

(2) Jurado de Enjuiciamiento

0

Respecte al mstituto del Jurado de Enjuiciamiento (art. 115 de la C.N.), la fînalidad

de su consagraciôn constitucional es la de despolitizar el proceso de remociôn de

los magisfa'ados, lo cual acordaria con el principio de independencia del Poder

Judicial. Sin embargo, debemos destacar dos aspectos de su noniiativa

constitucional que atentan contra la mdependencia del Poder Judicial. For un lado,

se ùnpone la misma critica que con respecto a la normativa que regiila el Consejo

de la Magisfratura, en el sentido que la nomia onùte prever cuestiones de gran

trascendencia si se prétende crear ima instituciôn adecuada a la fmalidad que tiene

asignada. En este sentido, la norma nada dice respecto del numéro de sus

mtegrantes, de su modo de elecciôn ni de las garantias para su ejercicio (si son o no

iiiamovibles). Establece que sera la ley del Congreso la que regularâ respecto de su

integraciôn y funcionamiento:

u
El silencio de la carta magna abre asi la posibilidad de que el partido con

presencia prédominante en el Congreso pueda modificar la ley reglamentaria
cuando lo desee, para adecuarla a las particulares necesidades de los hombres que
estân vinculados con esa corriente politica." O/entura, 1998, p.252).
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Asi, por ejemplo, dicha ley podi'â mclmarse por la periodicidad de la fiinciôn o por

la mamoviUdad vitalicia de sus iïitegrantes, cuestiôn de mayor ùnportancia que

influirâ en la independencia que dicho ôrgano tendra para llevar a cabo su tarea

libre de la influencia y de la voluntad del Poder Ejecutivo.

For otro lado, la normativa constitucional no otorga al Jurado de Enjuiciamiento la

facultad de imponer la sanciôn de mhabilitaciôn para el ejercicio de cargos

pûbUcos. Mïentras el Congreso ténia dicha facultad antes de la reforma de 1994, el

Jurado de Enjuiciamiento la ha perdido. A ello se suma que el Poder Ejecutivo,

aceptando la renuncia de jueces enjuiciados , los Ubera impunemente de toda

responsabilidad en el ejercicio del cargo pùblico. La oportimidad de la reforma de

1994 era inmejorable para dar una soluciôn a esta problemâtica. Sin embargo, no se

mtrodujo nmguna norma que impida al Poder Ejecutivo aceptar una renimcia en

tales circunstancias lo cual hubiera sido absolutamente pertmente en miras a

fortalecer la mdependencia judicial:

0

"...ante la ausencia de una norma que prohiba al Poder Ejecutivo aceptar la
renuncia y la prâctica constitucional argentina, si el Poder Ejecutivo acepta la
dimisiôn del magistrado, el Jurado podra legitimamente interpretar que debe dar
par concluido el trâmite de remociôn, al no permitirie la Constituciôn imponer la
sanciôn de inhabilitaciôn" (Ventura, l 998, p.254).

Esta situaciôn puede generar la maceptable situaciôn de un juez SUITÙSO y protegido

por el Poder Ejecutivo que por su intermedio se verâ librado de la responsabilidad

de asiimir y defender sus actos frente a un juicio politico en su contra. El Poder

Ejecutivo aceptarâ su renuncia en tal situaciôn sm que dicho enjuiciamiento le
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impida aceptar un nuevo cargo pûblico. De modo que la reforma viene en cierta

manera a consentir esta prâctica que atenta directaïiente con los prmcipios

republicanos, con la separaciôn de poderes y la independencia del Poder Judicial.

Se ti'ata a todas luces de un desproprôsito de la norma constitucional que atenta

conù-a la mdependencia del Poder Judicial.

(3) Mmisteno Pùblico

Respecto a la institiiciôn del Mmisterio Pùblico iati-oducida por la refoniia de

1994 , la normativa constitucional es nuevamente susceptible del mismo reproche

que hemos realizado con respecto a lo que dispone sobre el Consejo de la

Magistratura. Las omisiones de dicha normativa respecta del Mùusterio Pùblico

transforman la reforma de 1994 en un "mecamsmo institucional" capaz de limitar la

independencia del Poder Judicial . A contmuacion anaUzaremos este nuevo

mstitiito.

El Ministerio Pûblico cumple dos fiuiciones esenciales que se encuentran

intimamente ligadas a la fimciôn judicial: control de legaUdad y dçfensa de los

intereses de la sociedad. Especiahnente résulta relevante para nuestro aaâlisis una

de las fimciones primordiales de control que tiene a su cargo, en consecuencia, y

que consiste en el ejercicio de la acciôn pénal cuando se ha constatado la posible

u
77

78
Mecanismo politico de limitaciôn de la independencia del Poder Judicial que hemos aiializado antenormente.
Su regulaciôn se produce recién el 23 de marzo de 1998, ley 24.946.
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existencia de un dehto. En dichos procesos, el Mmisterio Pùblico asume el roi de

parte contra el acusado. Ello significa que en todo proceso pénal el Muùsterio

Pùblico es sujeto esencial80 cumpUendo una funciôn intransferible como ôrgano

acusador ante los Tribunales. Es por ello que la ubicaciôn institucional, la estructura

y el fiuicionamiento que se le asignen a dicho ôrgano mfluyen necesariamente en la

mdependencia del Poder Judicial (Coussu-at, 1995, p.319): si el Mùùsterio Pùblico

no es mdependiente del Poder Ejecutivo, su flmciôn acusadora respecto de delitos

cometidos eventualmente por dicho poder queda prâcticaiiiente anulada y,

consecuentemente, eliiTiinada "a priori" la intervenciôn del Poder Judicial como

conti-ol del poder politico.

Antes de la reforma de 1994 el Ministerio PùbUco era una mstituciôn sm rango

constitucional en el orden nacional. Regido por leyes, reinaba una sihiaciôn de

imprecision respecte de su naturaleza y de sus fimciones asi como de la designaciôn

y remociôn de sus miembros. La cuestiôn neurâlgica radica en dUucidar si dicho

ôrgano es parte del Poder Judicial, o bien, si por el conti-ario, se encuentra dentro de

la ôrbita del Poder Ejecutivo. En el primer caso se trataria de im ôrgano

independiente y en el segundo caso de un ôrgano dependiente del Poder Ejecutivo.

La reforma de 1994 viene justainente a définir este debate de vieja data, y no

precisamente a favor de su mdependencia .

u

Si bien la defuuciôn de este organo no se encuentra mcluida en el Nùcleo de Coincidencias Bâsicas
petiïficado par el Poder Ejecutivo y prâcticamente impuesto a la Convenciôn refonnadora, sùio entre los temas

Congreso Nacional para su debate por la Convenciôn Constituyente.
Salvo lo dispuesto en el Art. 73 del Codigo Penal.

81 El mécanisme institucional de ampUaciôn del numéro de miembros de la C.S.J.N. instmmentado par Carlos
Menem avanzô tainbién conti-a la independencia del Ministerio Pùblico, pues dicha reforma modifica ademâs el
texte anterior estableciendo que el Procurador General de la Naciôn y los Procuradores Fiscales actùan ante la
Corte Suprema de Justicia y no la componen, lo cual argumenta en el sentido que el Poder Ejecutivo
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El Mmisterio Pùblico ha sido consagrado en el art. 120 de la C.N. reformada. Se

imponen en este anâlisis algimas consideraciones a lo que la nueva noniiativa

constiùicional establece y otras respecto a lo que ella omite. Con respecto al primer

aspecto, la nonna constitucional establece que el Mmisterio Pûblico es im ôrgano

extra-poder, y en consecuencia, independiente. Sin embargo, a continuaciôn la

norma dispone que debe desarrollar sus fimciones "en coordinaciôn con las demâs

autoridades de la Repùblica", lo cual résulta contradictorio: un ôrgano de control

como este mal podria llevar a cabo su funciôn si debe actuar "en coordmaciôn" con

quienes eventuahnente pueden resultar objeto de dicho control, los poderes del

Estado -especiahïiente el Ejecutivo-. La noniia no posibilita en la realidad de los

hechos su independencia a pesar de consagrarla en forma explicita. Algo parecido

ocurre también con respecto a su autonoiîtia funcional y autarquia financiera. La

norma constifticional hace una simple declaraciôn en este sentido sm ningima oti'a

precauciôn a fin de asegurar su mstmmentaciôn, que dependerâ, una vez mas,

exclusivamente de la ley que rcglainente al Ministerio PûbUco.

Con respecta a los silencios de la ley, son numerosos y de crucial importancia por

cuanto su definiciôn detenTiinarâ la mdependencia real o smiplemente formai del

ôrgano. En primer lugar, la nonîia no menciona quién encabeza el Ministerio. El

peligro latente de esta sitiiaciôn consiste en que la ley reglamentaria puede

u encabezado par Menem Imutô la independencia del Poder Judicial mediante el sometimiento del Ministerio
Pùblico al Poder Ejecutivo, situândolo fùera de la ôrbita del Poder Judicial en la que desarroUaba su actividad
de defensa de los intereses pùblicos y de la legalidad.
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establecer como tal, j&ente a este vacio, al Ministerio de Justicia , haciéndolo

depender asi directamente del Ejecutivo (Coussù-at, 1995). Dicha combinaciôn de

circunstancias es de alta peligrosidad para la independencia del Ministerio y en

consecuencia, del Poder Judicial:

/

u

"Dada la vaguedad de la norma en comentario (art. 120 de la C.N.), consideramos
que puede en base a ella regularse un sistema de organizaciôn que afiance los lazos
y la dependencia entre el Ministerio Pùblico y el Poder Ejecutivo, parque este
ultimo podrîa ejercer las facultades exclusivas de designaciôn y remociôn (de los
fiscales), burlando de tal fonna la independencia de la que se quiere dotar al
ôrgano" (Sabsay y Onaindia, 1994, p..361).

For otro lado, la norma nada dice respecta de los requisitos que deben cubrir los

miembros del Ministerio Pùblico, m del procedimiento de selecciôn m de eleccion,

ni respecta de la inamoviUdad de los mismos, asi como tampoco establece la

duraciôn de su designaciôn m la forma de remociôn. Todo ello hace posible pensar

en la estmcturaciôn de un ôrgano cuyos iniembros tendrân un mandato temporal,

careciendo de inamovilidad con todas las consecuencias nefastas que esta

cù'cunstancia ùnplica para im ôrgano de control, tal cual lo vùnos para el caso de

los magistrados. Justamente, un sistema anâlogo al establecido para guardar la

independencia de los jueces hubiese sido mdispensable, a fm de lograr la fînalidad

de fortalecer la mdependencia del Poder Judicial. FmahTiente, teniendo en cuenta la

normativa consagrada, serân los legisladores nacionales los que deteniunarân la

suerte de este ôrgano, lo cual puede resultar a favor de la estructura independiente

que proclama la refomia o, por el contrario, a favor de lo que la nonna no dice -y

de los intereses del gobiemo de tumo-.

82Menem mismo y otros de sus funcionarios han expresado pùblicamente la postura favorable del gobiemo a la
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(4) Otras reformas referidas a la Corte Suprema de

Justicia de la Naciôn

)

Dos aspectos importantes de la reforma, referidos a la Corte Suprema de Justicia de

la Naciôn, atentan contra la independencia del Poder Judicial. For un lado, la

mamovilidad relativa de los magistrados mayores de 75 afios que ha establecido la

reforma, y par otro lado, algunas cuestiones conflictivas que la refonTia ha obviado

modifîcar. En cuanto al primer aspecto, la modifîcaciôn consiste en requérir un

nuevo nombraimento para mantener en el cargo a un juez que haya alcanzado la

edad de 75 anos. Dicho nombramiento sera relativo, por el periodo de 5 anos y

podrâ ser renovado con el iTiismo trâiTiite. La reforma es laiiientable pues no solo

ataca directamente la garantia de independencia de los jueces smo que ademâs

genera una sifaiaciôn mtennedia exti'emadamente peligrosa. A eUo se suma que la

metodologia constitLicional utilizada es inadecuada pues introduce una disposiciôn

de tanta trascendencia para la independencia del Poder Judicial en el capitulo

referente alEjecutivo83 (art. 99 me. 4) (Kemehnajer de Carlucci, 1995, p.296- 299).

u

En segundo lugar, existen algunas cuestiones que generaron gran conflicto y

polémica durante los primeras anos de gobiemo meneiiiista, justaiiiente porque

pusieron en evidencia la manipulaciôn de la cual el Poder Judicial podia ser objeto

por parte del Poder Ejecutivo valiéndose de situaciones no contempladas

dependencia del Ministerio Pùblico respecto del Ministerio de Justicia (Coussirat, 1995, p.325, nota 8).
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explicitamente por el texto constitucional. Aunque résulta lôgico que la oportiuùdad

era la mas adecuada para resolverlas, quedaron deUberadamente iiuTiodificadas.

Ellas son: l. La facultad del Congreso para fîjar el numéro de ministros de la Corte

(que le pennitiô al gobiemo menenùsta ampliar la C.S.J.N. creando una mayoria

favorable a la poUtica impulsada desde el gobiemo); 2. La posibilidad de dividù- en

salas su fùncionamiento (situaciôn cuyo anâlisis no interesa al gobiemo menemista

puesto que manteniendo al tribunal en pleno se aseguraba constantemente la

mayoria partidaria que habia impuesto en su ulterior para las decisiones de

cuestiones que comprometan los intereses del gobiemo); 3. Los requisitos para ser

nùembro de la Corte Suprema (Menem nombrô a los nuevos ministros de la Corte

que llegaron como consecuencia de su ampliaciôn sm ningim recaudo respecto de

antécédentes que justifîcaran un cargo de dicha jerarquia, nombrando a personajes

cuyo mayor merito era el de estar ligados al Ejecutivo de una u ott'a manera)

(Kemehnajer de Carlucci, 1995, p.299)84.

E. CONCLUSION

u

La conducta politica del ex présidente Carlos Meaem no demostrô un gran aprecio

por el respeto de los limites constitucionales y de la independencia del Poder

Judicial. For el confa-ario, el sojuzgamiento de la magistratura se convirtiô en una de

las claves para concentrar el poder del Estado en sus manos y utilizarlo a su antojo.

Ahora bien, i cuâles son los mecanismos que el Poder Ejecutivo ha utilizado para

83Quizâs una metodologia utilizada de manera deliberada a fin de disimular una reforma de gran ùnpacto
negative respecta de la independencia del Poder Judicial.
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lùmtar la independencia del Poder Judicial en un régùnen de gobiemo

supuestamente democrâtico? Todos los mecaiiismos con los que avasallô contra el

Poder Judicial participan de un elemento comùn: la iïegitimidad. A este factor se

suma, en algimos casos, la ilegalidad. Sm embargo, no es la ûnica ecuaciôn de

elementos a ti-avés de la cual se maiùfiestan: la legalidad también constituye uno de

sus aspectos. Asi hemos identifîcado dos tipos de mecaiiismos de restricciôn de la

independencia judicial: los mecanismos politicos, conductas ilegitimas e ilegales, y

los mecanismos institucionales, prâcticas taiiibién ilegitùîias aunque,

sorprendentemente, légales.

0

0

Los pruneros de elles, los "mecanismos politicos" de linùtaciôn de la

independencia del Poder Judicial, son utilizados por excelencia durante los

gobiemos de facto pues en ellos los dirigentes se desentienden de los

procedimientos que el sistema democrâtico establece para ùifluù' en el sistema

politico. Se traducen principahTiente en uii total desmterés por el respeto de las

formas constitucionales y por el prmcipio de mdependencia del Poder Judicial que

es Uanamente manejado a discreciôn absoluta de las necesidades politicas. Sm

embargo, en épocas de constitucionalidad también se utilizan, aunque su

unplementacion es mas discreta. Hemos identifîcado cuatro mecanismos politicos

prmcipales empleados por el gobierno meneiiùsta: la bûsqueda de vacantes en

ôrganos judiciales claves, especialmente en la C.S.J.N.; la selecciôn, designaciôn y

nombranùentos irregiûares de jueces; la obstnicciôn al normal ûmcionaimento de la

84Los ejemplos me pertenecen.



n
108

instifaicion del "juicio politico" y las presiones mdebidas para orientar las decisiones

delaC.S.J.N.

0

For el contrario, los "mécanismes mstitucionales" de limitaciôn de la independencia

del Poder Judicial son mucho mas sofisticados en el sentido que presentan una

apariencia mgenua y respetuosa de la legalidad, embistiéndola sm embargo. Estos

mecanismos se convierten asi en ima hàbil estrategia a utiUzar en gobiemos

constitucionales aunque no tan democrâticos como aparentan. Hemos identifîcado

dos mecanismos prmcipales aprovechados por Carlos Menem: la ampliaciôn del

numéro de miembros de la C.S.J.N. y la refomia constitiicional. Las consecuencias

que provocan estas mecanismos son tan nefastas como aqueUas que originaa los

mecanismos politicos: se trata del abusa de un media legal para la concreciôn de

fines ilegitimos. Este artilugio généra ima gran desorientaciôn en la opùuôn pùblica

pues disfraza una conducta mcorrecta bajo la apariencia de im acto ajustado a

derecho.

u

La constataciôn de la presencia de estos mecanismos de limitaciôn de la

independencia del Poder Judicial, politicos e mstitucionales, en periodos de

gobiernos democrâticos en Argentma nos pemùte afïrmar que la mdependencia del

Poder Judicial es un valor constitucionalmente proclaiiiado que requière, aunque la

Constitiiciôn no lo exija, una proteccion penal adecuada. Se trata de una garantia

constitucional que, sin embargo, no esta asegurada por normas y procedimientos

aptos para preservarla. No existen figuras pénales que contemplen la sitiiaciôn
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especifîca de violaciôn de la ùidependencia del Poder Judicial por parte de los

poderes politicos ni una dmâmica mstitucional que asegure su vigencia.

Finalmente, dos aclaraciones. En primer lugar, ciertamente los mecanismos que

hemos identifîcado en este trabajo no son los ùnicos. No hemos abordado el tema de

las retribuciones y del presupuesto del Poder Judicial durante el gobiemo de Carlos

Menem por falta de material actiializado y frente a la imposibilidad de estudio sobre

el terreno, quedando abierta la posibiUdad de comprobar si el gobiemo menenùsta

se sùviô de estas dos aspectos como mecanismos politicos o iastitucionales de

Imùtaciôn de la independencia del Poder Judicial. En segimdo lugar, la clasifîcaciôn

que de ellos hemos propuesto podria ser presentada desde otros ângulos, sea

considerando el tipo de mdependencia del Poder Judicial contra el cual atentan

(individual o colectiva) o el medio empleado para mstrumentar los diversos

mecanismos de Umitaciôn (violencia, mtùnidaciôn, tràfico de influencias,

negociaciones politicas, engano, cormpciôn, especulaciones, procedumentos

legislatives u otros) o el caaal de influencia institucional por el cual se fîltran en el

sistema politico (organizaciôn jurisdiccional o estatuto de los magistrados). Sm

embargo, la ôptica adoptada nos ha pemùtido amalgamar en cierta manera todos

estas aspectos y arribar a las conclusiones que presentamos en la conclusion general

de nuestro trabajo miTiediataiiiente a contmuaciôn.

u
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Una gran conbradicciôn es évidente en el fùncionamiento del sistema politico

argentmo: por im lado, una estnictura constitucional que mayormente favorece la

mdependencia del Poder Judicial; por otro lado, una realidad que nos muestra lo

contrario, la dependencia politica del Poder Judicial desde hace prâcticamente 70

anos. Las prescripciones constitucionales perfîlan al Poder Judicial como

independiente de los demâs poderes del Estado, garante de la Constitiiciôn

Nacional, dotado de las garantias de independencia necesarias para llevar a cabo un

roi politico destacado en el gobiemo del Estado. Concebir las institiiciones politicas

argentinas a la manera de la Constitiiciôn de Filadelfîa fue un gran acierto politico.

Asi se moldeô un Poder Judicial con la fortaleza del norteamericano cuyos

magistrados ftieron dotados de las dos garantias esenciales de mdependencia: la

inamovilidad en sus cargos y la intangibilidad de sus remuneraciones. El Poder

Judicial fue ideado, con ima Corte Suprema en su cûspide, con todos los recaudos

necesarios para asumir el roi de mâxùno ôrgano de control de los demâs poderes del

Estado:

u

"...segùn la letra y el espiritu de la Constituciôn argentina, pareceria que ella estaba
en condiciones de asegurar las bases de una administraciôn de justicia
independiente, equidistante de los demâs poderes de gobierno y con la absoluta
garantia de ser el muro contra el cual habrian de estrellarse las tentativas que
pretendieran manipular el Poder Judicial en beneficio de intereses politicos
contingentes." (Bergalli, 1984, p.41).

Sin embargo, la realidad politica argentina es elocuente respecto a la existencia de

un Poder Judicial siimiso a la voluntad del Poder Ejecutivo, rasgo que no es
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exclusive del periodo de gobiemo que analizaj.iios, 1989-1999. Por el contrario, a

partir del prùiier quiebre institucional en 1930, la Corte Suprema de Justicia y el

Poder Judicial, en consecuencia, fueron subordinados a la voluntad del Poder

Ejecutivo mediante diversos mecanismos, aquellos contra los cuales la Constituciôn

Nacional habia pretendido resguardarlos. Cierto es que, por su parte, la misma

Corte Suprema de Justicia es responsable en parte de esta situaciôn: en 1930

convalida la autoridad de las armas como gobierno apto para gobemar, cometiendo

el primer gran error que la expone a los ultrajes de los que mas tarde sera objeto. Ya

no podria en adelante poner lûnites a la acciôn de los gobiemos de facto m oponerse

a los mécanismes que la anularon como factor de poder, mcluso cuando aquellas

acciones provenian de los gobiemos constitiicionales que se altemaron durante el

periodo de inestabilidad institucional. Esos mecanismos asumieron diversas

fîsonomias: el manipuleo mdiscrimmado de los jueces, la garantia de inamovilidad

suspendida mediante jueces puestos en coimsiôn, la purga y cesantfa irregular de

magistrados, el juicio politico a la Corte Suprema de Justicia y la ampliaciôn de su

composiciôn, la creaciôn de beneficios jubUatorios de privilégia, todos estas,

mecanismos destmados a lograr el recambio de los intégrantes del Poder Judicial a

fin de mtroducù- magistrados que "acompaflen" la poUtica gubemamental. De este

modo, la mestabilidad institucional a partù- de 1930 en Argentina repercutiô

considerablemente en la identidad del Poder Judicial, que en lugar de consoUdarse

como im actor politico respetable, se transformô en el botin de bataUa de cada

nuevo y esporâdico Poder Ejecutivo.

u
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Ahora bien, el problema mayor radica en que, a pesar del retomo de la democracia

en Argentina, en 1983, la tendencia del Poder Ejecutivo a sojuzgar al Poder

Judicial, ôrgano de control por excelencia, se perpétua aùn en los gobiemos

constitiicionales. Carlos Menem, titular del Ejecutivo durante los ùltunos diez anos

de gobiemo hasta 1999, no ha hecho mas que mstitucionalizar esta tendencia a

subordinar al Poder Judicial. Los mecanismos que ha utilizado han sido mas o

menos discrètes, mas o menos novedosos, mas o menos astiitos, mas o menas

ilegales que los aplicados por ota-os gobiemos durante el periodo de mestabilidad

politica en Argentina, pero no menos ilegitùnos. Ellos no varian mas que en

apariencia y en mgeniosidad de los mecanismos utilizados por gobiemos

autoritarios. El ti'abajo reaUzado nos penmte extraer las siguientes conclusiones:

l- Ejercicio autoritario del poder: La comprobaciôn que hemos realizado de la

presencia de diverses tipos de mecanismos de conti-ol del Poder Judicial diu-ante el

gobierno de Carlos Menem révéla que el ejercicio del poder fùe y sigue siendo

concebido en Argentma de modo autoritario. Un gobiemo no puede jactarse de ser

democrâtico si anida el principal ôrgano de control que garantiza la esencia misma

del sistema, puesto que no existe entonces limitacion del accionar de los poderes del

Estado m seguridad juridica m garantia de respeto de los derechos mdividuales ni

de las libertades de los ciudadanos. Por el contrario, dominando el Poder Judicial,

se mtensifîca el hiperpresidencialismo que ha caracterizado la forma de gobiemo en

Argentina. Todos los excesos son posibles entonces y todos los mecanismos para

concentrar el poder en un solo ôrgano -el Poder Ejecutivo- son viables. En este

mismo sentido, el gobiemo menenùsta constituyô un gobierno intolérante de la
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disidencia y del roi que tiene asignado el Poder Judicial. No se trataba de falta de

comprensiôn de dicho roi, smo de un cabal conocumento de la unportancia del

Poder Judicial como actor politico. Es por ello que el Poder Ejecutivo menemista no

desistiô en su objetivo de ver postrado al Poder Judicial a fin de adjudicarse un

poder casi absoluto:

<:c'Le vice inhérent à ce régime (à prépondérance présidentielle) n'est pas, ainsi que
souvent on l'affirme, son aptitude à engendrer des dictatures, c'est de se prêter à
dissimuler les dictatures sous des formes constitutionnelles que le dictateur, qui
peut ainsi garder bonne conscience, n'est pas contraint de violer ouvertement. »
(Lambert y Gandolfi, 1987, p.365).

El gobiemo de Carlos Menem no pudo revertir la tendencia a desnaturalizar la

fùnciôn del Poder Judicial.

2- Lmùtaciôn de la mdependencia del Poder Judicial en sus diversas

manifestaciones: los diverses mecanismos de limitaciôn de la independencia del

Poder Judicial avasaUaron tanto conti-a la mdepeadencia individual (substantiva,

personal e interna deljuez) como contra la iadependencia colectiva.

3- Doble via de acceso de los mecanismos de limitaciôn de la mdependencia del

Poder Judicial en el sistema poUtico: la organizaciôn jurisdiccional y el estatuto de

los magistrados.

u

4- Institiicionalizaciôn de prâcticas ilegitimas por parte del Poder Ejecutivo: tanto

los mécanismes politicos como los institiicionales reflejan una actitud de evideute

ilegituîiidad del Poder Ejecutivo en su accionar. A pesar de ello, no existe ningûn
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tipo de control u oposiciôn sôlida por parte de los restantes poderes del Estado que

logre corregir estos excesos.

' ")

5- Institucionalizaciôn de prâcticas ilegales por parte del Poder Ejecutivo: los

"mecanismos politicos" de lirrùtaciôn de la independencia del Poder Judicial son el

ejemplo mas contundente de un vicioso sistema que se ha mstalado para Imùtar la

mdependencia judicial y contra el cual parece no existir un remédia légal adecuado.

6- Necesidad de implementar una protecciôn pénal adecuada para protéger las

garantias constitucionales de mdependencia del Poder Judicial contra los

mecanismos de lùiùtaciôn de la independencia del Poder Judicial.

7- Mecanismos de limitaciôn de la mdependencia del Poder Judicial aplicados

especiahnente para someter la C.S.J.N.: Todos los mecanismos, tanto politicos

como institucionales, fueron utilizados para subordinar especiahaente la Corte

Suprema. Linùtar efectivamente la independencia del Poder Judicial en el sistema

politico argentmo signifîca necesariamente dominar la Corte Suprema de Justicia,

ôrgano clave par su jerarquia, su ftmciôn politica destacada, y su carâcter de ultimo

interprète de la Constituciôn Nacional.

u

8- Tergiversaciôn de prâcticas légales por parte del Poder Ejecutivo: la existencia

de "mecanismos mstitucionales" de liimtaciôn de la independencia del Poder

Judicial genera ima sitiiacion de notable gravedad institucional pues mediante la

utUizaciôn de recursos légales previstos para consolidar la democracia se violan los
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principios consdtucionales y el espù-ifai que los inspù-a. Ademâs la sociedad résulta

extremadaiTiente vulnerable a esta estrategia politica por cuanto las apariencias de

legalidad de estas mecanismos enga&an eljuicio social.

9- Graves secuelas del empleo de "mecanismos institiicionales" de lumtacion de la

independencia del Poder Judicial: estos mecanismos pueden generar, como en el

caso de la reforma constihicional, nuevas brechas a través de las cuales se

mstmmenten en el fi.itiu-o otros mecanismos, politicos e institucionales, de conû-ol

del Poder Judicial.

El principal aporte de nuestro trabajo consiste en advertir sobre la actitiid autoritaria

del Poder Ejecutivo que atenta contra la independencia del Poder Judicial

disuiiulando e incluso negando esta conducta y la existencia de los mecanismos

empleados. Ello mediante:

u

a) la reafîrmaciôn, como otros autores también lo han hecho, del roi politico del

Poder Judicial, especiahnente de la Corte Suprema y la miportancia de su

mdependencia lïente al Poder Ejecutivo;

b) la puesta en evidencia de la negada actitud del Poder Ejecutivo de limitaciôn de

la mdependencia del Poder Judicial;

e) la adopciôn de im concepto aiiiplio de independencia del Poder Judicial, que

pernùte abarcar en toda su dimension los ataques que contra ella mflige el Poder

Ejecutivo;
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d) la clasifîcaciôn de los mécanismes de control del Poder Judicial desde la

perspectiva de la ilegitimidad de la conducta politica, poniendo de mamfîesto el

empleo de medios tanto légales como ilegales;

e) la presentaciôn de los "canales de influencia" a través de los cuales se fîltran en

el sistema politico los mecanismos de lùmtaciôn de la independencia del Poder

Judicial.

El desafîo para el Poder Judicial consiste, en adelante, en asumir con coraje y

convicciôn su roi politico para acompanar a los otros poderes en el gobiemo del

Estado con ima identidad propia. Ciertamente no es una tarea que dependa

exclusivamente de el, por el contrario, la voluntad politica es ùiiprescmdible.

u

Duraiite la Presidencia de Carlos Menem, por el contrario, esa voluntad politica

estuvo orientada a sojuzgar al Poder Judicial acarreando importantes secuelas

nefastas para el afîanzaiiùento del Poder Judicial y de la democracia. Especiahiiente

las derivaciones concretas de la refonna constihicional de 1994, sutil "mecamsmo

institucional" de linùtaciôn de la independencia del Poder Judicial, son aùn

inciertas. Los responsables de dicha refonna dirân que hemos heredado un nuevo

sistema que favorece la independencia de Poder Judicial. Nosotros nos

preguntamos, mas bien, si esta refoniia constitucional ha corregido los intersticios

par los cuales se fîltraron los "mecanismos politicos" de liniitaciôn de la

mdependencia del Poder Judicial. Creemos que no. Por el contrario, estamos

convencidos que la reforma constitucional ha creado nuevas brechas en el sistema

politico, a disposiciôn de los dù-igentes venideros, capaces de filtrar ofa-os y aùn mas
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sutiles mecanismos, especiahnente "institiicionales", de limitaciôn de la

independencia del Poder Judicial. Quizes con algunas de las pautas que

présentâmes en este trabajo sea posible "anticipar" esos nuevos mecanismos

pollticos e mstitiicionales de lùnitaciôn de la independencia del Poder Judicial

capaces de ser implementados a partù- de la nomiativa constitucional mtroducida

por la refonna de 1994. Ello nos pemùtù-â mantenernos alertas fi-ente a los avances,

incluso solapados, del Poder Ejecutivo contra el Poder Judicial.

u
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